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S U M A R I O
Se abre la sesión a las cuatro de la tarde.
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El señor Moragues Gomila, en nombre del Grupo
Parlamentario Socialista, somete a la consideración
de la Cámara una proposición de ley orgánica sobre
derechos y libertades públicas de los militares. Es
consciente de que puede ser una cuestión controver-

tida, no tanto por el tenor literal del texto que, en
caso de ser tomado en consideración, estarían dis-
puestos a modificar, como por la principal novedad
que contempla en su artículo 9º, que es la regula-
ción del derecho de asociación de los militares.
Recuerda la modélica adaptación de la sociedad
española y, por ende, de sus Fuerzas Armadas, al
proceso de reforma democrática que tuvo lugar en
el país, y fundamenta el porqué y el cómo de su ini-
ciativa en dos conceptos básicos imprescindibles,
como son, por un lado, un ejército plenamente pro-
fesional y, por otro, la adaptación necesaria de este
colectivo a unas normas democráticas de funciona-
miento. A continuación explica la necesidad del
reconocimiento del derecho a asociarse de los mili-
tares, que se ha convertido, dice, en un clamor de
carácter europeo, basándose en experiencias de
otros países y en sentencias favorables de los tribu-
nales. Refiriéndose a las condiciones que el director
general de Relaciones Institucionales del Ministerio
de Defensa consideró necesarias para poder hablar
del asunto, como el que se hiciera con un total res-
peto a la Constitución y en el momento oportuno,
asegura que su proposición de ley las cumple fiel-
mente, pues es totalmente respetuosa con la Consti-
tución y se plantea en el momento más oportuno, por
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las razones expuestas anteriormente. Comprende
que el Gobierno no acepte que la oposición le mar-
que su calendario legislativo y se niegue a admitir
una iniciativa que no sea suya, pero anima al grupo
mayoritario a presentar una iniciativa en este senti-
do, a la que su grupo se mostrará receptivo, porque
la única intención que les anima es sacar a debate
político la conveniencia de discutir la regulación del
derecho de asociación, desde la Constitución y con
una total y plena confianza en los militares por parte
de todas las fuerzas políticas y del resto de la socie-
dad.

En turno de fijación de posiciones intervienen los seño-
res Rodríguez Sánchez, del Grupo Parlamentario
Mixto; Mardones Sevilla, del Grupo Parlamentario
de Coalición Canaria; Alcaraz Masats, del Grupo
Parlamentario Federal de Izquierda Unida; Com-
panys Sanfeliu, del Grupo Parlamentario Catalán
(Convergència i Unió), y Atencia Robledo, del
Grupo Parlamentario Popular en el Congreso.

Página

Modificación del orden del día . . . . . . . . . 8185

La Presidencia, de acuerdo con los portavoces de los
grupos parlamentarios, propone al Pleno de la
Cámara la modificación del orden del día, en el sen-
tido de sustituir la interpelación urgente del Grupo
Parlamentario Socialista, que figura con el núme-
ro 33, por otra del mismo grupo parlamentario
sobre objetivos y previsiones en materia de pesca
durante la presidencia española de la Unión Euro-
pea, lo que se aprueba por asentimiento.
Asimismo, la Presidencia, oída la Junta de Porta-
voces y de conformidad con lo dispuesto en el
artículo 150 del Reglamento, somete a la aproba-
ción de la Cámara la tramitación directa y en lec-
tura única por el propio Pleno de la proposición
de ley de reforma parcial de la Ley de Enjuicia-
miento Criminal, lo que se aprueba igualmente
por asentimiento.
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Sometida a votación la toma en consideración de la
proposición de ley orgánica, del Grupo Parlamenta-

rio Socialista, sobre derechos fundamentales y liber-
tades públicas de los militares, se rechaza por 123
votos a favor, 165 en contra y dos abstenciones.

Página
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Izquierda Unida, sobre protección social
por desempleo en el nivel asistencial . . . 8186

El señor Ruiz López (don Antero), en nombre del
Grupo Parlamentario Federal de Izquierda Unida,
explica que la propuesta que su grupo presenta a la
Cámara para su toma en consideración va en direc-
ción contraria a la pretendida reforma del desem-
pleo que impulsa el Gobierno. Después de dejar sen-
tado que en Izquierda Unida no se piensa que el
desempleo sea voluntario, ni que los parados sean
un grupo de vividores que obtienen rentas de esta
situación, ni que la mayoría de perceptores, espe-
cialmente los del subsidio asistencial, tengan posibi-
lidad de encontrar empleo, como afirma el Gobier-
no, muestra su confianza en que en la reunión que se
mantiene en estos momentos entre el ministro y los
sindicatos se demuestre la responsabilidad que tiene
el Gobierno y se impida una conflictividad laboral
que consideran innecesaria e injustificable. A conti-
nuación explica los hechos reales del actual sistema,
del que pretenden incrementar la cobertura con esta
proposición de ley, y acusa al Gobierno de haber
marginado del crecimiento económico a los grupos
de renta más baja y muy especialmente a los desem-
pleados. Considera necesario y urgente dar un cam-
bio radical a la política que se está desarrollando en
materia de protección por desempleo y reformar la
actual normativa, para propiciar una mejora en las
condiciones de acceso a la prestación contributiva y
asistencial y en la cobertura e intensidad de las
prestaciones, y aspira a una integración social basa-
da en una calidad de vida digna que sólo puede pro-
ceder de una red asistencial disponible para hom-
bres y mujeres que viven y trabajan en este país.

En turno de fijación de posiciones intervienen los seño-
res Vázquez Vázquez, del Grupo Parlamentario
Mixto; Txueka Isasti, del Grupo Parlamentario
Vasco (EAJ-PNV); Grau Buldú, del Grupo Parla-
mentario Catalán (Convergència i Unió); la señora
García Pérez, del Grupo Parlamentario Socialista,
y el señor Azpiroz Villar, del Grupo Parlamentario
Popular en el Congreso.

Sometida a votación la toma en consideración de la
proposición de ley del Grupo Parlamentario Federal
de Izquierda Unida, sobre protección social por
desempleo en el nivel asistencial, se rechaza por 124
votos a favor y 163 en contra.
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El señor Campoy Suárez, en nombre del Grupo Parla-
mentario Popular en el Congreso, expone la propo-
sición no de ley sobre los militares de complemento
basándose en el nuevo modelo de Fuerzas Armadas
adoptado en la Ley 17/1999. La profesionalización,
explica, es el eje central de unas fuerzas armadas
modernas que tienen, en su mayor parte, carácter
temporal para permitir la necesaria renovación, no
siendo ajenos a este proceso de transformación los
militares de complemento, adaptándose a las necesi-
dades de la defensa en la que están enclavados como
pieza fundamental en su configuración. Recuerda
que dentro del personal con compromiso temporal,
los militares de tropa y marinería han sido potencia-
dos por la ley con un conjunto de medidas en rela-
ción con la promoción interna, formación y reinser-
ción laboral, medidas que no tienen una extensión
suficiente en los militares de complemento. A conti-
nuación pasa a referirse a las enmiendas presenta-
das por los grupos parlamentarios Socialista, Mixto
y Catalán y afirma, para concluir, que su grupo pre-
senta esta proposición no de ley con el objetivo de
aumentar y mejorar las oportunidades de promo-
ción, formación y reinserción laboral para todos los
militares de complemento, como parte esencial de
las Fuerzas Armadas, de forma y manera que reci-
ban una valoración suficiente por el servicio tan
importante que realizan, a la vez que ofrezca un
valor añadido atractivo que asegure los efectivos
necesarios.

En defensa de las enmiendas presentadas a esta propo-
sición no de ley intervienen los señores Moragues
Gomila, del Grupo Parlamentario Socialista;
Rodríguez Sánchez, del Grupo Parlamentario
Mixto; Companys Sanfeliu, del Grupo Parlamenta-
rio Catalán (Convergència i Unió), y Alcaraz
Masats, del Grupo Parlamentario Federal de
Izquierda Unida.

En turno de fijación de posiciones interviene el señor
Mardones Sevilla, del Grupo Parlamentario de
Coalición Canaria.

A los efectos de aceptar o rechazar la enmienda defen-
dida por el Grupo Parlamentario Federal de Izquier-
da Unida, que no había sido distribuida a los grupos

por no estar correctamente referenciado el número
de expediente, interviene el señor Campoy Suárez.

Sometida a votación la proposición no de ley del Grupo
Parlamentario Popular en el Congreso, sobre los
militares de complemento, en sus propios términos,
se aprueba por 152 votos a favor, 139 en contra y
una abstención.
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medidas urgentes contra la inseguridad
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Presenta la proposición no de ley de medidas urgentes
contra la inseguridad en la Comunidad Valenciana
el señor Pla Durá, en nombre del Grupo Parlamen-
tario Socialista. Afirma que la inseguridad ciudada-
na es un grave problema, en contra de la opinión del
señor Aznar, siéndolo mucho más en la Comunidad
Valenciana, donde se han alcanzado las tasas de
delincuencia más altas de toda su historia, con un
crecimiento incontrolado. Da una serie de datos que
avalan su aseveración y añade que de esta situación
no son responsables ni los socialistas, porque el Par-
tido Popular lleva seis años gobernando, ni los emi-
grantes, pese a que el Gobierno insista en responsa-
bilizarles. La situación, por tanto, dice, siendo
compleja, tiene que ser afrontada desde la responsa-
bilidad y con decisión en la articulación de medidas
de ámbito policial, judicial y social. A continuación
fija la posición de su grupo en relación a las enmien-
das presentadas por los grupos parlamentarios.

En defensa de las enmiendas presentadas interviene el
señor Alcaraz Masats, del Grupo Parlamentario
Federal de Izquierda Unida.

En turno de fijación de posiciones intervienen la seño-
ra Pigem i Palmés, del Grupo Parlamentario Cata-
lán (Convergència i Unió), y el señor Gil Lázaro,
del Grupo Parlamentario Popular en el Congreso.

A los efectos de aceptar o rechazar las enmiendas plan-
teadas interviene el señor Pla i Durá.

Sometida a votación la proposición no de ley del Grupo
Parlamentario Socialista, de medidas urgentes contra
la inseguridad en la Comunidad Valenciana, con la
incorporación de las enmiendas del Grupo Parlamen-
tario Federal de Izquierda Unida que han sido acepta-
das, se rechaza por 117 votos a favor y 161 en contra.
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Presenta la moción consecuencia de interpelación
urgente la señora Urán González, en nombre de
Grupo Parlamentario Federal de Izquierda Unida.
Recuerda los extremos del debate de la interpela-
ción urgente, que se centraban en dos sucesos: la
entrada en una central nuclear de un grupo ecolo-
gista y las declaraciones de la comisaria de la
Unión Europea —señora Loyola de Palacio— sobre
este hecho. Muestra la preocupación de su grupo
por la seguridad y el futuro que pueda tener la ener-
gía nuclear en nuestro país y en la Unión Europea
—sobre todo en nuestro país— y por la línea de
actuación que se mantiene en este asunto, pasando a
explicar los puntos de su moción.

En defensa de las enmiendas presentadas a la moción
interviene el señor García Breva, del Grupo Parla-
mentario Socialista.

En turno de fijación de posiciones intervienen los seño-
res Sedó i Marsal, del Grupo Parlamentario Cata-
lán (Convergència i Unió), y Gómez Darmendrail,
del Grupo Parlamentario Popular en el Congreso.

A los efectos de aceptar o rechazar las enmiendas pre-
sentadas interviene la señora Urán González.

Sometida a votación la moción consecuencia de inter-
pelación urgente del Grupo Parlamentario Federal
de Izquierda Unida, sobre la seguridad en las cen-
trales nucleares españolas y el futuro de la energía
nuclear en la planificación energética, con la incor-
poración de la enmienda del Grupo Parlamentario
Socialista que ha sido aceptada, se rechaza por 110
votos a favor y 160 en contra.
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Del Grupo Parlamentario Socialista, sobre
los planes para combatir el racismo y la
xenofobia y su tratamiento público con
respecto a la inmigración . . . . . . . . . . . . 8212

La señora Rumí Ibáñez, en nombre del Grupo Parla-
mentario Socialista, presenta una moción conse-
cuencia de interpelación urgente cuya aprobación 
—opina— debería constituir el necesario desenlace
de un debate sobre el racismo y la xenofobia que, por
iniciativa de su grupo, se dio apenas hace dos sema-
nas. Alerta sobre los ascensos electorales experimen-
tados por fuerzas y movimientos políticos significati-

vos y considera lamentable que se haya tratado de
sacar provecho político del fortalecimiento de la
extrema derecha con lecturas tan oportunistas como
desafortunadas. El Grupo Parlamentario Socialista
apela una vez más a la responsabilidad de las fuer-
zas políticas para comenzar a liderar desde el Parla-
mento la batalla que la política democrática se halla
obligada a librar contra los intolerantes, contra
todos aquellos cuyos actos, por minoritarios que
resulten todavía, se repiten cada vez con mayor fre-
cuencia en nuestras calles, convirtiéndose en funda-
do motivo de preocupación para los ciudadanos.
Finalmente confía en que la enmienda transaccional,
en la que se ha hecho un esfuerzo por incorporar las
enmiendas presentadas, será respaldada por todos
los grupos, puesto que es importante este respaldo
mayoritario en la lucha contra la intolerancia.

En defensa de las enmiendas presentadas intervienen
los señores Grau Buldú, del Grupo Parlamentario
Catalán (Convergència i Unió), y Gil Lázaro, del
Grupo Parlamentario Popular en el Congreso.

En turno de fijación de posiciones intervienen los seño-
res Mardones Sevilla, del Grupo Parlamentario de
Coalición Canaria, y Centella Gómez, del Grupo
Parlamentario Federal de Izquierda Unida.

Sometida a votación la moción consecuencia de inter-
pelación urgente del Grupo Parlamentario Socialis-
ta, sobre los planes para combatir el racismo y la
xenofobia y su tratamiento público con respecto a la
inmigración, en los términos de la enmienda tran-
saccional que ha sido aceptada por los grupos, se
aprueba por 267 votos a favor.
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Presenta la moción consecuencia de interpelación
urgente el señor Jané i Guasch, en nombre del
Grupo Parlamentario Catalán (Convergència i
Unió). Se refiere a la multirreincidencia de los
pequeños hurtos o faltas contra la propiedad, sin
ningún tipo de consecuencias para los infractores,
puesto que son detenidos y puestos en libertad más
de cien veces, sin pasar por la prisión preventiva,
fenómeno que provoca una sensación entre los ciu-
dadanos de creciente inseguridad e impunidad, por
lo que su grupo parlamentario considera oportuno
que desde el Congreso de los Diputados se intente
aportar una solución a este fenómeno de la multi-
rreincidencia. Explica los cuatro puntos de la
moción que va en este camino y anuncia una
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enmienda transaccional que tendrá en cuenta algu-
nas de las enmiendas presentadas por los grupos
parlamentarios.

En defensa de las enmiendas presentadas a la moción
consecuencia de interpelación urgente intervienen
los señores Centella Gómez, del Grupo Parlamen-
tario Federal de Izquierda Unida; Pedret i Grezner,
del Grupo Parlamentario Socialista, y Gil Lázaro,
del Grupo Parlamentario Popular en el Congreso.

A los efectos de aceptar o rechazar las enmiendas pro-
puestas, interviene el señor Jané i Guasch.

Sometida a votación la moción consecuencia de inter-
pelación urgente del Grupo Parlamentario Catalán
(Convergència i Unió), sobre las medidas que tiene
previsto adoptar el Gobierno para reducir los efec-
tos de la reincidencia sobre la seguridad ciudadana,
en los términos de la enmienda transaccional que ha
sido repartida a los grupos, se aprueba por 243
votos a favor, dos en contra y cuatro abstenciones.

Se suspende la sesión a las nueve y cuarenta minutos
de la noche.

JURAMENTO O PROMESA DE ACATAMIENTO
A LA CONSTITUCIÓN POR NUEVOS SEÑORES
DIPUTADOS.

La señora PRESIDENTA: Señorías, ruego ocupen
sus escaños.

Se abre la sesión.
Asunto previo al orden del día: Juramento o promesa

del acatamiento a la Constitución.
Conforme al artículo 20.1.3.º del Reglamento, se

procede al llamamiento de la diputada proclamada
electa por la Junta Electoral Central, doña María Rosa-
rio Juaneda Zaragoza, en sustitución de don Juan
Manuel Eguiagaray Ucelay, para prestar juramento o
promesa de acatar la Constitución.

¿Juráis o prometéis acatar la Constitución?

La señora JUANEDA ZARAGOZA: Sí, prometo.

La señora PRESIDENTA: Doña María Rosario Jua-
neda Zaragoza ha adquirido la condición plena de dipu-
tada. (Aplausos.)

TOMA EN CONSIDERACIÓN DE PROPOSICIO-
NES DE LEY.

— DEL GRUPO PARLAMENTARIO SOCIA-
LISTA, ORGÁNICA SOBRE DERECHOS
FUNDAMENTALES Y LIBERTADES PÚ-
BLICAS DE LOS MILITARES. (Número de
expediente 122/000184.)

La señora PRESIDENTA: Punto I del orden del día:
Toma en consideración de proposiciones de ley. En pri-
mer lugar, proposición de ley del Grupo Parlamentario
Socialista, orgánica sobre derechos fundamentales y
libertades públicas de los militares.

Para la presentación y defensa de la iniciativa, tiene
la palabra el señor Moragues.

El señor MORAGUES GOMILA: Gracias, señora
presidenta.

Elevamos hoy a la consideración de la Cámara una
proposición de ley orgánica sobre derechos y libertades
públicas de los militares que entendemos puede ser una
cuestión controvertida, no tanto por el tenor literal de
nuestro texto —que quiero decir desde el principio de
mi exposición que es un texto que, en caso de ser toma-
do en consideración, estaríamos dispuestos, no lo
duden, a negociar y modificar para que se concite a su
alrededor el más amplio acuerdo posible— como por la
principal novedad que contempla en su artículo nueve,
la regulación del derecho de asociación.

Saben todos ustedes, señorías, que las Fuerzas
Armadas, por la Constitución y por otras leyes, tienen
limitado el ejercicio de algunos derechos fundamenta-
les y libertades públicas, situación que no es ni ha sido
ninguna novedad de nuestro Estado. En los países de
nuestro entorno, en la mayoría de los ejércitos de las
naciones desarrolladas ha estado limitado y muchas
veces prohibido el ejercicio del derecho de asociación
sindical o política, aunque hay que reconocer también
que estas situaciones han ido evolucionando hacia un
estado diferente de cosas y hoy podemos afirmar que la
mayoría de países ya han regulado de manera distinta y
permitido el ejercicio de los derechos de asociación y
en algunos casos incluso el derecho de sindicación ha
sido reconocido.

No se trata de que les recuerde hoy cuál ha sido el
proceso de adaptación de la sociedad española y por
ende de nuestras Fuerzas Armadas al proceso de refor-
ma democrática que ha tenido lugar en nuestro país,
pero creo que podemos decir con orgullo que el proce-
so de adaptación de nuestras Fuerzas Armadas a la
democracia ha sido muy relevante y ha conformado
prácticamente el único caso de realidad estable entre
los países que en los últimos veinticinco o treinta años
han transitado hacia la democracia, constituyéndose
por ello en un ejemplo, en un modelo democrático,
diría yo, de relaciones cívico-militares; modelo basado
en aquellas primeras y ya lejanas leyes básicas de Rea-
les Ordenanzas de 1978 y la Ley Orgánica por la que se
regulan los criterios básicos de la defensa nacional y la
organización militar de 1980 que impulsó el general
Gutiérrez Mellado; en las reformas de la justicia militar
de la época del ministro Rodríguez Sahagún; en la
incorporación de la mujer y en el primer régimen del
personal militar profesional en tiempos del ministro
Narcís Serra; acabando en la actual Ley de Régimen
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del Personal de las Fuerzas Armadas del ministro
Eduardo Serra, primer código que regula el funciona-
miento de un ejército completamente profesional. O
sea, señorías, que ha habido una adaptación legal para-
lela o, mejor dicho, en paralelo a la transformación del
rol de las Fuerzas Armadas, de su definición profesio-
nal, de su formación, es decir, de las características del
ejercicio de la profesión militar. O, por decirlo de otra
manera, se ha añadido a un proceso de transformación
profesional otro de adecuación a las normas democráti-
cas de funcionamiento social. Creo, señorías, que estos
dos conceptos que acabo de mencionar, por un lado, un
ejército plenamente profesional y, por otro, la adapta-
ción necesaria de este colectivo a unas normas demo-
cráticas de funcionamiento, que en toda sociedad evo-
lucionan, avanzan, se renuevan o se complementan,
para adaptarlas a los cambios producidos en esta misma
sociedad, pueden ser los conceptos básicos imprescin-
dibles para comprender el porqué y el cómo de nuestra
iniciativa en estos momentos.

Un ejército plenamente profesionalizado, que cuenta
ya con una legislación, que ha tenido que abrirse a esta
realidad de preocupación por sus asuntos profesiona-
les, con la creación y la regulación de los consejos de
personal, con los que, se quiera o no, se ha abierto una
tímida vía para la representación que puede y debe
tener el personal militar ante la Administración de
defensa. La creación de los consejos de personal que
representaron, a mi entender, un avance importante de
la Ley 17/1999, hemos de lamentar hoy que, tres años
después de la promulgación de esta norma, aún no esté
en funcionamiento, para lo cual tendremos que esperar
bastantes meses, y, lo que es aún peor, tenemos que
lamentar también que no haya querido darse a estos
consejos un sesgo democrático que otras instituciones
armadas, como la Guardia Civil, sí han dado a sus con-
sejos asesores. Pero es innegable, señorías, que, en la
medida en que se superen barreras y que las Fuerzas
Armadas vayan integrando más su funcionamiento al
del conjunto de la sociedad, será inevitable que se acen-
túen las exigencias de una mayor democracia participa-
tiva como resultado de la influencia de los criterios y
valores socialmente imperantes.

A esta realidad, señorías, no conviene darle la espal-
da, no podemos darle la espalda sin que ello signifique
que debamos olvidar que existe un conjunto de razones
suficientes para que se establezcan normativas particu-
lares de acuerdo con la Carta Magna, que las establece
también para otros colectivos de servidores del Estado.
Una administración militar de un país como España,
que no puede olvidar que los países de nuestro entorno
más inmediato, como les decía hace un momento, han
ido modificando en los últimos años sus posiciones en
relación con el derecho de asociación de los militares y
se ha pasado, de un panorama asociativo militar que
sólo alcanzaba hace algunos años a algunos países nór-
dicos, a una situación en la que sólo tres países en

Europa, además de España, no tienen reconocido el
derecho de asociación, y de ellos, uno, el Reino Unido,
ya ha anunciado su intención de revisar esta situación y
se plantea en breve plazo reconocer literalmente el
derecho de sindicación de sus militares, excluyendo el
derecho a huelga. Un ministerio como el Ministerio de
Defensa, que no puede olvidar los pronunciamientos
favorables de los tribunales, reconociendo el derecho a
asociarse a los militares en situación ajena al servicio
activo, algunas de cuyas sentencias podemos comentar
en otro momento pero que han dado un avance impor-
tante, casi espectacular, al ejercicio de este derecho de
asociación. (La señora vicepresidenta, Mariscal de
Gante Mirón, ocupa la presidencia.)

Nada permite afirmar, señorías, que una asociación,
y cito literalmente la sentencia del Tribunal Constitu-
cional al que acabo de referirme, por el hecho de perse-
guir la satisfacción de intereses económicos, sociales o
profesionales de sus asociados, se convierta en un sin-
dicato o pueda ser equiparado a sí mismo, algo que está
expresamente prohibido, no por la Constitución, sino
por la Ley Orgánica de Libertad Sindical, y que ha sido
reiteradamente utilizado como argumentos por el
Ministerio de Defensa, los del actual Gobierno y los de
gobiernos anteriores, también los de la época de mayo-
ría socialista, para no atender las peticiones que en el
sentido de legalizar las asociaciones se venían produ-
ciendo. Pero, como decía antes, con o sin sentencias,
estamos en un nuevo tiempo, en un tiempo del que la
petición de ejercer un derecho básico, como es el dere-
cho de asociación para y por los militares, se ha con-
vertido en una reivindicación, en un clamor de carácter
europeo.

Hace muy pocas jornadas, en la octogésima quinta
reunión del Presidium de Euromil, celebrado en Sevilla
el 27 de abril, se produjo una declaración en la que,
haciendo referencia a todos los acuerdos producidos
por innumerables organismos internacionales, se recla-
maba de las autoridades civiles y militares y del resto
de fuerzas sociales de España que de una vez por todas
se reconocieran los derechos fundamentales de los
hombres y mujeres que integran nuestras Fuerzas
Armadas. Y añadía la declaración: Ellos deben tener la
posibilidad de poder crear asociaciones profesionales
para representar sus derechos sociales, económicos y
profesionales en una sociedad abierta y democrática. Si
bien es cierto que esta declaración se debatió y aprobó
sin presencia de autoridad militar alguna, a pesar de
haber sido invitadas, no es menos cierto que se llevó a
cabo ante un alto cargo del Ministerio de Defensa,
quien en su intervención ante la asamblea fijó las con-
diciones en las cuales sería posible abrir este debate en
España. Concretamente, el director general de Relacio-
nes Institucionales, refiriéndose al derecho de asocia-
ción, dijo que, si era necesario hablar, el ministerio
estaba dispuesto a hacerlo pero con dos condiciones: la
primera, que se produzca con un total respeto a la
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Constitución y, la segunda, que se haga en el momento
oportuno. Señorías, pienso que nuestra proposición dis-
pone de las dos condiciones previas que el ministerio
requiere: es totalmente respetuosa con la Constitución,
como no podía ser de otra forma, y además creemos
firmemente que estamos en un momento no oportuno,
sino oportunísimo, por las razones que acabo de des-
granar en mi intervención y que resumo en que esta-
mos en un nuevo tiempo, el tiempo de unas Fuerzas
Armadas profesionalizadas y completamente integra-
das en nuestra sociedad, en un entorno europeo donde
el ejercicio de este derecho es ya una realidad práctica-
mente total, y contamos con suficiente bagaje jurídico
para tener la seguridad de no equivocarnos.

Lamentablemente, suponemos, por los pronuncia-
mientos efectuados hasta el día de hoy, que el grupo
mayoritario, el que tiene ahora la responsabilidad de
gobernar, no va a apoyar nuestra proposición, y de
alguna forma es comprensible. Difícilmente un gobier-
no, y más con mayoría absoluta en el Parlamento,
puede aceptar que la oposición le marque su calendario
legislativo y más en un tema que ha sido tan controver-
tido. No lo comparto, pero lo entiendo. La única forma
que tiene el Gobierno de enmendar el error que hoy va
a efectuar su grupo parlamentario es que la iniciativa
sea suya. Propongan, por tanto, ustedes una ley y nos
encontrarán receptivos, dispuestos a debatir y a aprobar
una normativa que hoy nos parece ya necesaria,
imprescindible. Quiero decirles, señorías, que aún a
sabiendas de que la postura del grupo mayoritario
podía ser contraria a la propuesta socialista, nuestra
intención desde el primer momento ha sido absoluta-
mente clara: poner en la agenda del debate del interés
político la conveniencia de discutir la regulación del
derecho de asociación. Y hacerlo además desde la cons-
titución de una total y plena confianza en los militares
por parte de todas las fuerzas políticas y por parte del
resto de la sociedad. El colectivo militar, como he
dicho anteriormente, ha dado suficientes muestras de
madurez, de respeto a las decisiones democráticas, por
lo menos al mismo nivel que el resto de la sociedad
española, y por tanto y a pesar de la historia que todos
debemos conservar fresca en nuestra memoria hoy toca
dar un nuevo paso en el ejercicio de la normalización,
que, como decimos en la exposición de motivos de
nuestra proposición, vendrá prácticamente a completar
el desarrollo legislativo de los derechos fundamentales
y libertades públicas reconocidos en la Constitución.
Pienso que esta falta de confianza que antes menciona-
ba y que aún puede existir debe ser superada rápida-
mente. Las Fuerzas Armadas han dado sobradas mues-
tras de ser merecedoras de ser tratadas con todas las
previsiones constitucionales, sin ninguna limitación
añadida, y esta que estamos tratando hoy lo es. El ejer-
cicio de la libertad entraña sus riesgos, es verdad, pero
sólo puede y debe fundamentarse en la confianza de y
para todos, y es lo que el Grupo Parlamentario Socia-

lista plantea hoy, sabiendo y asumiendo que a algunos
les parecerá muy tarde y a otros les parecerá demasiado
pronto.

Para acabar, señora presidenta, me gustaría hacer un
breve comentario a la otra cuestión relevante que nues-
tra proposición de ley resuelve, a mi entender, que no
es otra que el convencimiento de que la regulación de
todos estos derechos no puede hacerse más que desde
la promulgación de una ley orgánica que termine de
una vez por todas con el debate recurrente sobre si las
reales ordenanzas tienen o no engarce constitucional.
Nuestro texto propone, en su disposición derogatoria,
la derogación de los artículos 168 al 224 —si no lo
estuvieran ya— de la Ley 85/1978, de 28 de diciembre,
de Reales Ordenanzas para las Fuerzas Armadas. Que-
remos que las Reales Ordenanzas se conviertan en lo
que siempre han tenido vocación de ser: una norma
moral que rige las actitudes y comportamientos de los
componentes de nuestros ejércitos. No obstante, en un
plazo de tiempo no demasiado largo se debería hacer
una relectura de las Reales Ordenanzas para su puesta
al día. Una lectura en positivo, reconociendo los servi-
cios que este texto ha prestado en su larga trayectoria,
en unos momentos especialmente delicados para nues-
tro país y para nuestras Fuerzas Armadas. No puedo
por menos que hacer votos por que contemos para esta
lectura o revisión —como quieran llamarla— con un
grupo de militares que tenga tan claro el momento en
que viven —y sobre todo el futuro que nos espera—
como lo tuvo aquella comisión de 18 militares que, con
el general Martínez Galinsoga a la cabeza y por ins-
trucciones del general Gutiérrez Mellado, puso con sus
trabajos sobre el código regulador en los inicios de
nuestra transición política las primeras piedras de un
proceso que propició poco a poco el reencuentro entre
la sociedad civil y las Fuerzas Armadas.

Estas son, en fin, señoras y señores diputados, las
razones por las cuales piensa el Grupo Socialista que
vale la pena que su iniciativa sea tenida en cuenta. De
todos modos, si hoy no se acepta nuestra propuesta por
el voto en contra mayoritario de la Cámara, estén con-
vencidos de que no se cierra ningún proceso. Con su
negativa de hoy a debatir nuestro texto —si es que llega
a producirse— no se acaba nada; más bien al contrario,
se empieza. Se inicia el tramo final de un camino que
saben ustedes tan bien como yo que es irreversible y
que no tiene más final, que no tiene más destino, que
reconocer el ejercicio del derecho de asociación. Y ello
porque es una reclamación justa del colectivo militar,
porque es un signo de homologación con otras realida-
des circundantes, porque debe ser un reconocimiento
público de las instituciones políticas de que la normali-
zación democrática de nuestro país solo será completa
cuando abarque a todos sus colectivos; y, por fin, por-
que ya no es tiempo de dar más signos de desconfianza
hacia un conjunto de ciudadanos sólo especiales por las
funciones que se les encomienda, pero ciudadanos
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españoles —no lo olviden— que tienen todo el derecho
del mundo a ser tratados con la normalidad que se des-
prende de la Constitución. Seguramente, hoy no será
posible avanzar más en esta dirección, pero la decisión
está tomada y sólo será cuestión de tiempo alcanzarla.

Nada más y muchas gracias, señorías. (Aplausos.)

La señora VICEPRESIDENTA (Mariscal de Gante
Mirón): Turno de fijación de posiciones. ¿Grupos que
desean intervenir? (Pausa.)

Por el Grupo Parlamentario Mixto, tiene la palabra
el señor Rodríguez.

El señor RODRÍGUEZ SÁNCHEZ: Gracias, seño-
ra presidenta.

Sin duda alguna, esta ley orgánica sobre derechos
fundamentales y libertades públicas de los militares
que presenta el Grupo Parlamentario Socialista signifi-
ca un paso positivo, entre otras cosas porque intenta
adaptar al nuevo marco jurídico constitucional existen-
te en el Estado español lo que hasta ahora era regirse
por unas Reales Ordenanzas claramente preconstitu-
cionales, aquellas que se elaboraron en 1978, antes de
aprobarse la Constitución española.

A estas alturas nadie va a dudar de que los militares
deban tener también los derechos fundamentales y
libertades públicas reconocidos en la Constitución
española. Otra cosa es que haya que adaptar el ejerci-
cio y disfrute de estos derechos fundamentales y liber-
tades públicas a las particularidades y limitaciones que
tiene el cuerpo militar según la propia Constitución. No
obstante, la condición de militar está sometida a esos
derechos fundamentales y este criterio aparece esboza-
do en la disposición final séptima de la Ley 17/1999,
del régimen personal de las Fuerzas Armadas. En todo
caso, como recuerda el grupo proponente, actualmente
estamos en una situación totalmente diferente a la de
1978. Primero, porque hay unas Fuerzas Armadas pro-
fesionalizadas y un contexto democrático que, después
de más de 20 años, tiene que conllevar a que se perfile,
diseñe y delimite de forma democrática el disfrute de
estos derechos democráticos por parte de los militares.
Que los militares deban estar sometidos a disciplina y
deban garantizar la seguridad en muchos aspectos no
puede estar en contradicción con el disfrute de estos
derechos fundamentales. En concreto, la dignidad de la
persona —que queda bien establecida en la proposi-
ción de ley—, la neutralidad política y sindical, que no
quiere decir que los militares no tengan ideas y que ten-
gan derecho, también pautado y controlado, a la liber-
tad de expresión; por supuesto, formando parte de un
Estado aconfesional, no tienen por qué tener confesio-
nalidad religiosa, aunque puedan verse obligados en
nombre de la representación del Estado a participar en
actos de carácter religioso pero como meros funciona-
rios, no como partícipes activos y confesionales de los
mismos; y el derecho de reunión, aunque haya límites.

Es curioso que la proposición de ley dedica especial
atención al derecho de asociación en su artículo nove-
no, en consonancia con el reconocimiento de que hay
derecho a que existan consejos asesores de personal, a
través de los cuales plantear toda la problemática de
tipo profesional.

Como Bloque Nacionalista Galego solamente quere-
mos decir que, en caso de que esta proposición salga
adelante, presentaremos enmiendas para mejorarla.
Algunas de ellas son las que hacen referencia —porque
no acabamos de entender cuál es el sentido o sí lo
entendemos excesivamente— a que se vayan a tolerar
asociaciones de ámbito internacional y sin embargo no
se permitan asociaciones de ámbito territorial dentro
del Estado español. Se me ocurren cantidad de reivin-
dicaciones profesionales que sí pueden agrupar, por
ejemplo, a los militares que vivan en Galicia, o que
vivan en Andalucía o que vivan en Cataluña. Igualmen-
te no podemos entender por qué razón se puede emple-
ar el gallego, el catalán y el vasco en el servicio al
público por parte de la estructura militar, del servicio
del ejército y sin embargo quedan excluidos estos idio-
mas de uso interno en actos y relaciones de servicio en
los territorios de Galicia, Euskadi y Cataluña.

Concluyo, señora presidenta. Apoyaremos que se
tome en consideración esta proposición de ley orgánica
sobre derechos fundamentales pero en todo caso consi-
deramos que en el debate parlamentario debería ser
modificada para que fuera mejor y para que reuniese
completamente lo que son los derechos humanos bási-
cos y elementales, que no pueden estar coartados o
contradichos precisamente por una interpretación muy
sui generis de lo que es el ejército dentro del Estado
español.

Nada más y muchas gracias.

La señora VICEPRESIDENTA (Mariscal de Gante
Mirón): Muchas gracias, señor Rodríguez.

Por el Grupo Parlamentario de Coalición Canaria,
tiene la palabra el señor Mardones.

El señor MARDONES SEVILLA: Señora presi-
denta, señorías, para este portavoz de Coalición Cana-
ria hablar de la defensa del asociacionismo militar es
un tópico. Está reiterado en varias intervenciones en
los últimos años en esta Cámara. Mi voto hoy va a ser
también consecuente y congruente con la línea que ha
expresado el señor Moragues, que tengo que decir que,
a mi juicio, se ha ajustado plenamente a una lectura del
espíritu y de la letra de la Constitución. Esto tardará el
tiempo que quiera el Ministerio de Defensa que tarde.
Pero, si se puede arreglar ya el tema de Gibraltar, pare-
ce que es más difícil arreglar el tema del asociacionis-
mo en las Fuerzas Armadas, Fuerzas Armadas neta-
mente constitucionales que, en su acto de jura de
bandera, juran esa bandera y esa Constitución, que es
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un compromiso que está por encima de cualquier otra
formalidad puramente litúrgica.

En esta iniciativa del Grupo Parlamentario Socialista
sobre derechos fundamentales y libertades públicas de
los militares se hace un alarde de compromiso parla-
mentario que nosotros vamos a secundar a la vista de lo
que siempre hemos interpretado en la lectura de nues-
tra Constitución. En segundo lugar, de lo que es la sen-
tencia del Tribunal Constitucional del pasado año, ya
notificada a una asociación militar, que viene práctica-
mente a anunciar que el Parlamento debe derogar el
artículo 181 de la Constitución y reconocer a los mili-
tares profesionales o de la reserva o de retiro, cualquie-
ra que sea su situación, el derecho que tienen el resto
de los ciudadanos civiles o corporativos del Reino de
España.

¿Cómo se les puede negar a los militares lo que no
se les niega a los jueces? De los tres poderes del Esta-
do, el Poder Judicial, los jueces, tienen plena y natural-
mente reconocido su derecho de asociación y son los
que pueden privar al ciudadano hasta de la libertad, son
los que ejercen el principio que emana legislativamente
de las Cortes. Y a eso me quiero referir, no tanto para
reiterar la sentencia del Tribunal Constitucional, que
viene a abogar en estas tesis, como lo que dicen las Rea-
les Ordenanzas, porque da la sensación de que alguien
en el Ministerio de Defensa se ha empeñado en hacer
una lectura sesgada de lo que dicen las propias Reales
Ordenanzas. Y recuerdo a SS.SS. que el artículo 181, el
que está en cuestión, dice: Los miembros de las Fuerzas
Armadas, por cuyos intereses vela el Estado, no podrán
participar en sindicatos y asociaciones con finalidad rei-
vindicativa. Es decir, así como deja a los sindicatos en
esa propia expresión de léxico, sindicatos, sí califica a
las asociaciones con fines reivindicativos. Y la sentencia
del Tribunal Constitucional ha venido a ser clara en
esto. Dice: No se puede tener sindicatos encubiertos con
el nombre de asociaciones con finalidad reivindicativa.
Pero si la asociación no tiene finalidad reivindicativa,
entiende este diputado que no le afecta para nada esta
interpretación restrictiva que viene emanando de un
determinado órgano ministerial.

Es más, si se fijan SS.SS., el artículo 181 dice: Los
miembros de las Fuerzas Armadas por cuyos intereses
vela el Estado. Es que alguien está traduciendo Estado
por Gobierno y Estado es esta Cámara. Y cuando se me
ha dicho: No, eso que lo apruebe el Gobierno o la
Administración, las Cortes no tienen por qué entrar
aquí. ¿Cómo que no? ¿Quién aprobó la Constitución
entonces, un ministerio o el Parlamento soberano de la
soberanía española expresada en el primer título de la
Constitución? El Estado, que sepamos, hasta ahora son
tres poderes: el Legislativo, el Ejecutivo y el Judicial. Y
tan Estado son los jueces que tengan que defender dere-
chos de ciudadanos justiciables o aplicar justicia para
reivindicar y corregir defectos como precisamente la
defensa del Estado que también se encomienda a este

Congreso de los Diputados. Luego este Congreso 
de los Diputados está perfectamente legitimado para
preocuparse de que todos los ciudadanos del Estado
español disfruten de los mismos derechos, con las
reglamentaciones pertinentes, que ampara la Constitu-
ción. Aquí estamos hablando de lo que en el moderno
lenguaje europeo se llaman ciudadanos de uniforme,
de la misma manera que podríamos hablar de los jue-
ces como ciudadanos togados y de quienes ejercen el
derecho; llevan un símbolo exterior del poder que ejer-
cen, de la representación que tienen, de la actividad
profesional o del oficio que realizan en la sociedad. Y
esto es importante.

Yo, como diputado del Parlamento español, en nom-
bre de mi grupo, queremos sentirnos incorporados ple-
namente a este principio constitucional, defender a
unos ciudadanos de uniforme y decir al Ministerio de
Defensa que tiene algo tan sencillo como aceptar la
sentencia del Tribunal Constitucional y hacer un regla-
mento a las asociaciones militares. Así de sencillo. Si
no nos estamos oponiendo a que un reglamento venga
a hacer cuestiones de prohibición que sean inconstitu-
cionales o contrarias a un derecho común. Cuando,
como recordaba en una de mis últimas intervenciones
en anteriores procesos de debate legislativo, hasta Por-
tugal acaba de reconocer por ley este derecho de aso-
ciación; cuando prácticamente todos los países de
nuestro entorno europeo de la OTAN están en el pleno
reconocimiento, a nadie se le ocurre, y menos en una
estructura de pensamiento militar, que se puede circu-
lar con un derecho sin un reglamento. Es sencillamen-
te, reconocido el derecho, que el Ministerio lo regla-
mente. ¿Qué quieren evitar la proliferación de
miniasociaciones, localismos, etcétera? Señores, limi-
ten el número o señalen la cifra mínima para pertenecer
a una asociación.

Por estas razones, nosotros entendemos que es nece-
sario, de una vez por todas, hacer el avance, dar el paso
decisivo en este reconocimiento. Porque si el artículo
169 de las Reales Ordenanzas dice: El militar tiene los
derechos civiles y políticos reconocidos en la Constitu-
ción sin otras limitaciones que las impuestas por ella
—que no las impone—, por las disposiciones que la
desarrollen —sigue en base constitucional— y por
estas ordenanzas, lo que no puede ocurrir es que aquí
esté un señor, como están algunos, interpretando que
estas ordenanzas están por encima de las disposiciones
que desarrollan la Constitución y por encima de la pro-
pia Constitución española. Eso no lo puede tolerar un
sistema parlamentario democrático en el que estamos
tratando de normalizar para que no se levanten suspica-
cias, porque hasta este momento nadie ha dado una
explicación de esta obcecación en negar esta interpreta-
ción constitucional, ya avalada por una sentencia del
Tribunal Constitucional, ni ha dado nadie una interpre-
tación de la obcecación administrativa sobre estos
temas. Nosotros desearíamos que una proposición de
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ley como esta entrara a trámite. Estamos de acuerdo en
el fondo con lo que ha planteado en cuanto a la asocia-
ción y hacemos valer nuestras observaciones por cuan-
to entendemos que deben estar abiertas no solamente a
militares profesionales en activo sino también a milita-
res profesionales en la reserva y no restringir este dere-
cho porque precisamente las asociaciones que han
venido dando esta batalla —y ustedes lo saben perfec-
tamente—, las que han recurrido incluso ante el Cons-
titucional, con las que nos hemos reunido muchos dipu-
tados —incluso aquí se citaba la última con Euromil en
Sevilla hace dos semanas—, están constituidas funda-
mentalmente por militares de la reserva o en un tercer
estado en la situación administrativa que hubiera.

Hagamos que la gran familia militar se sienta cómo-
da con la Constitución, porque tienen encomendada su
defensa, tienen encomendada la seguridad del pueblo
español frente a cualquier agresión exterior, y quienes
mejor tienen que defender la Constitución, que somos
nosotros, como representantes del pueblo español, tam-
bién les representamos a ellos. Ellos no podrán ejercer
una opción política, pero sí tienen derecho a votar, y
todo voto es un compromiso y una obligación demo-
crática para todos nosotros.

Por estas razones, si esto fuera admitido a trámite,
presentaríamos las enmiendas correctoras pertinentes,
tal vez simplificando mucho más la ley, dejándola en
sus justos términos e instando al Gobierno a que trajera
el reglamento que deje tranquila a la Administración, si
es que tiene alguna suspicacia. En cualquier caso, con-
sideramos esta iniciativa positiva en la línea que este
diputado y mi grupo hemos defendido sistemática y rei-
teradamente ante esta Cámara, y por tanto vamos a
votar a favor de su toma en consideración.

Nada más. Muchas gracias, señora presidenta.

La señora VICEPRESIDENTA (Mariscal de Gante
Mirón): Muchas gracias, señor Mardones.

Por el Grupo Parlamentario Federal de Izquierda
Unida, tiene la palabra el señor Alcaraz.

El señor ALCARAZ MASATS: Con la venia, seño-
ra presidenta.

Señorías, el Grupo de Izquierda Unida ha solicitado
los derechos de asociación, participación, sindicación,
es decir, los derechos fundamentales y libertades públi-
cas de los militares durante un largo espacio de tiempo,
clamando en el desierto. Recuerdo una proposición no
de ley debatida en Comisión en 1996 y anteriormente,
incluyendo siempre este tema, puesto que estamos en
el seno de un Estado social y democrático de derecho,
en los sucesivos programas electorales.

Desde ese punto de vista, siempre nos hemos plante-
ado hasta qué punto cabe limitar en un Estado social y
democrático de derecho los derechos fundamentales a
unos ciudadanos que son funcionarios de un ministe-
rio, por muy peculiar que sea. Nos hemos planteado

siempre cómo puede releerse desde el punto de vista
democrático el principio de jerarquía, singularmente
afectado en una organización militar en el seno de un
Estado social y democrático de derecho. Para nosotros
la respuesta siempre ha sido la misma: hay que limitar
los derechos fundamentales y las libertades públicas de
los ciudadanos lo menos posible y siempre en el marco
de lo que permita la Constitución. Pero no sólo deci-
mos esto, no sólo decimos lo menos posible sino que, a
nuestro juicio, hay que llegar no a conceder sino a reco-
nocer el estatus de ciudadanía plena a los profesionales
españoles del Ejército, porque no cabe otra salida desde
el punto de vista de una lectura leal de la Constitución,
lectura que hasta ahora no se ha hecho. El tiempo nuevo
de la lectura no es que llegue ahora, era en 1978 cuando
tenía que haberse hecho, y no en función de previsiones
de otros Estados de la Unión Europea, como hay que
hacer aquí por contagio la lectura adecuada de la Cons-
titución que en su momento aprobamos.

La proposición de ley del Grupo Socialista nos pare-
ce en principio bien, tarde pero bien, porque nosotros
insistíamos en años anteriores en que esto debería reco-
nocerse y nunca obtuvimos la respuesta adecuada. Pero
no sigo por ese camino para no entristecer al señor
Moragues. En todo caso, sí quisiera hablar de algunas
limitaciones que contiene el texto del Grupo Parlamen-
tario Socialista, por ejemplo, el derecho a la sindica-
ción de los profesionales del ejército. No se recoge, y
nos parece que es un derecho fundamental. Si se lee de
manera literal, sin ningún tipo de interpretación, el
artículo 28.1 de la Constitución, vemos que dice que la
ley podrá limitar este derecho, pero al decir podrá tam-
bién quiere decir que podrá no limitarlo. Por lo tanto, si
nosotros queremos reconocer el estatuto de ciudadanía
plena a los profesionales del ejército, tendremos que
leer que la Constitución da la salida a no limitar este
derecho fundamental como es el derecho de sindica-
ción. Porque si se reconoce el derecho de asociación,
queramos o no, si a la vez no se reconoce el de sindica-
ción, las asociaciones se van a transformar en sindica-
tos encubiertos, aunque esta es una razón no de peso
sino táctica, derivada de la razón fundamental, y es que
el estatus de ciudadanía plena es o debe ser innegable.

No entendemos tampoco por qué se deja fuera del
ámbito de aplicación de esta proposición de ley a los
militares en la antigua situación de reserva transitoria.
No tiene ningún sentido a nuestro juicio. De otra parte,
consideramos que no aparece bien delimitada la cate-
goría de disciplina. No aparece bien descrita porque, a
partir de una descripción ambigua, no se aplica de
manera completa el ejercicio de los derechos funda-
mentales y las libertades públicas de los militares. Esto
sería imposible si la lectura que se hace de la categoría
de disciplina se hace con unas gafas del ejército; no,
tenemos que hacerlo con gafas civiles, gafas constitu-
cionales, para que el concepto de disciplina tenga una
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definición garantista que no impida el ejercicio real
concreto y diario de los derechos fundamentales.

A nuestro juicio, también se limitan excesivamente
las actividades políticas de los militares. Por ejemplo,
si muchos textos de los que aquí debatimos, incluso
aprobamos, están siendo tutelados por militares que tie-
nen que venir de tapadillo a indicarnos cosas y a mati-
zar cuestiones —y también al Grupo Parlamentario
Popular le asisten muchos militares—, ¿por qué no les
reconocemos el derecho pleno con respecto a su activi-
dad política normal y real? No los tengamos en la clan-
destinidad sino abramos el texto de manera que la acti-
vidad política sea plena también para los profesionales
del ejército.

Pensamos que no se tipifica bien el derecho de aso-
ciación de los militares. Es una lectura muy sui generis
la que hace el Grupo Socialista porque, por ejemplo, se
introducen controles materiales en los actos de registro
de las asociaciones militares, cuando la Constitución
sólo prescribe controles materiales para todo tipo de
asociaciones; se prohibe formar parte de los órganos de
Gobierno a los militares retirados; se modifica parcial-
mente el régimen disciplinario de los militares con tal
vaguedad y apertura que podríamos estar ante una vio-
lación de los principios de tipicidad penal y por tanto
del artículo 25 de la Constitución, y una serie de cues-
tiones que nos hacen ver que es un derecho que no se
puede encorsetar de la manera en que aparece en el
texto del Grupo Socialista.

Pues bien, a pesar de todo, vamos a apoyar la propo-
sición de ley, sabiendo además de la sensibilidad del
señor Moragues a la hora de aprobar las enmiendas que
sin duda interpondríamos a este texto que por ser el pri-
mero no está mal con respecto al ejercicio pleno de las
libertades y de los derechos constitucionales para los
militares españoles. Pero nos vamos a encontrar con un
tapón, porque el Grupo Parlamentario Popular es un
conspicuo debilitador del Estado social y democrático
de derecho en lo que se refiere a los derechos de los
profesionales del ejército y a otros muchos derechos
que ahora no viene a cuento evocar, y les voy a dar
algunas razones de esta singularidad del Grupo Parla-
mentario Popular, que restringe de tal manera la lectura
que nos coloca a los militares realmente en el frontispi-
cio, pero por la parte de fuera, de la Constitución.

En mayo del pasado año se filtra a la prensa que el
Gobierno sustentado y soportado por el Partido Popu-
lar pretende prohibir por ley el derecho de los militares
a asociarse. Lo leemos en los medios de comunicación
y un mes más tarde leemos que renuncia (suponemos
que por la presión pública que se establece, porque
releen bien el texto constitucional) a esa prohibición
por ley, pero anuncian que en su futura ley orgánica de
asociación los militares serán expresamente excluidos.
Meses más tarde, en noviembre del año 2001, el Tribu-
nal Constitucional pega un auténtico revolcón al Minis-
terio del Interior, convenientemente aleccionado en este

caso por el Ministerio de Defensa, y el tribunal conce-
de amparo constitucional a una asociación militar no
registrada de carácter reivindicativo. En este mismo
mes, varios grupos parlamentarios nos oponemos a la
nueva ley orgánica de regulación del derecho de aso-
ciación, entre otras cosas, por el tratamiento que da a
los derechos fundamentales y libertades públicas de los
militares españoles, y en estos meses nos hemos ente-
rado de cuál es el auténtico rostro del Partido Popular
con respecto a la materia del asociacionismo militar.
Excluyen, por ejemplo, también, en la última reforma
que hemos hecho de la Ley 17/1999, de las Fuerzas
Armadas, en cuanto a la participación en los órganos
representativos o en los órganos de participación, a los
inmigrantes que se alisten a las Fuerzas Armadas. O
sea que no tienen ustedes claro que se deba aplicar de
manera plena la Constitución por lo que respecta al
ejercicio de una profesión en el seno de un ministerio
singular, como es el de Defensa, pero ministerio en
definitiva.

Señorías, pensamos en consecuencia que la situa-
ción es grave, y por ello no sólo el Tribunal Constitu-
cional o la Audiencia Nacional española han tenido que
intervenir para frenar la forma que tiene el Partido
Popular de entender este asunto, sino que hasta la inter-
nacional europea de militares pidió en Sevilla —creo
que se ha dicho antes aquí— el pasado 25 de abril el
respeto al derecho de los militares españoles a asociar-
se libremente.

Esperemos que no se nos trate con exabruptos, sino
finamente, como acostumbra a hacer el señor Atencia,
y creo que en todo caso lo que le queda al señor Aten-
cia es anunciar elegantemente desde esta tribuna cuán-
do el Partido Popular va a cumplir la Constitución en
este tema.

La señora VICEPRESIDENTA (Mariscal de Gante
Mirón): Muchas gracias, señor Alcaraz.

Por el Grupo Parlamentario Catalán (Convergència i
Unió), tiene la palabra el señor Companys.

El señor COMPANYS SANFELIU: Muchas gra-
cias, señora presidenta.

Señoras y señores diputados, voy a intervenir breve-
mente para exponer nuestra posición sobre la admisión
a trámite de la proposición de ley que ha presentado el
Grupo Parlamentario Socialista.

Nuestro grupo ya apostaba en el debate del proyecto
de ley del personal de las Fuerzas Armadas por que se
avanzase en el tratamiento de los derechos y las liberta-
des de los militares e hizo propuestas que mejoraban
sensiblemente el proyecto de ley que presentó el
Gobierno. Se aceptaron varias enmiendas, una de ellas
a propuesta de nuestro grupo parlamentario, que fue
transaccionada posteriormente y en la que se obligaba
al Gobierno a que antes del 31 de diciembre de 2002
remitiera a las Cámaras los proyectos de ley necesarios
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para adaptar a la legalidad vigente el ordenamiento
legal de la defensa nacional y el régimen de derechos y
deberes de los militares. Por tanto, es una magnífica
ocasión para que, aprovechando esa situación, se dé un
paso en la línea de la adaptación del ordenamiento
vigente a la realidad actual y de una manera específica
por lo que se refiere al régimen de derechos y deberes
de los militares.

Los cambios en materia de defensa han sido especta-
culares en los últimos años: el fin del servicio militar,
la incorporación de la mujer, la creación de un ejército
profesional, la incorporación de extranjeros ahora, la
plena integración a la Alianza Atlántica, etcétera. Por
lo tanto, tenemos un ordenamiento vigente que hay que
adecuar a esa nueva situación, y un ejemplo claro
puede ser la necesidad de la modificación y sobre todo
la adaptación a la realidad vigente de las actuales Rea-
les Ordenanzas de los tres ejércitos. Afortunadamente,
disponemos de un ejército que nadie pone en duda que
responde a los parámetros de un Estado moderno, y hay
que continuar trabajando en ese sentido. Una normati-
va que regule los derechos y las libertades de los mili-
tares es, sin duda, un paso adelante. También somos
conscientes de que ese es un tema delicado que hay que
tratar con sumo cuidado. Por ese motivo, nuestro grupo
parlamentario no votará a favor de la admisión a trámi-
te de la proposición de ley que estamos debatiendo por-
que tenemos la firme convicción de que será el propio
Gobierno el que, de acuerdo con el contenido de la dis-
posición final séptima de la Ley 17/1999, hará una pro-
puesta que nos gustaría que, a pesar de las matemáticas
parlamentarias, estuviese lo suficientemente consen-
suada con las diferentes fuerzas políticas de la Cámara
y que nos permitiese disponer de una legislación avan-
zada también en esos temas.

Muchas gracias, señora presidenta. Muchas gracias,
señoras y señores diputados.

La señora VICEPRESIDENTA (Mariscal de Gante
Mirón): Muchas gracias, señor Companys.

Por el Grupo Parlamentario Popular, tiene la palabra
el señor Atencia.

El señor ATENCIA ROBLEDO: Con la venía,
señora presidenta.

Señoras y señores diputados, en nombre del Grupo
Parlamentario Popular voy a fijar nuestra posición en
relación con la iniciativa que acaba de ser defendida
por el Grupo Socialista con carácter de proposición de
ley orgánica reguladora de derechos fundamentales y
libertades públicas de los militares.

En primer lugar quisiera hacer alguna referencia a la
intervención del señor Moragues, que ha calificado de
oportunísimo el momento en que se plantea esta inicia-
tiva. Como después ustedes verán, nos encontraremos
en el dilema de si el término viene de oportunidad o de
oportunismo, señor Moragues. Y no es un chiste fácil,

porque usted ha hecho una lectura curiosísima de la
historia en la que olvida el cambio copernicano de su
grupo parlamentario, que no sólo negaba determinados
derechos que ahora quiere reconocer sino que además
estaba en contra —su grupo parlamentario en su con-
junto y algunos distinguidos miembros del mismo—
incluso del proceso de profesionalización que hoy
nadie discute, y que además como consecuencia de ello
plantean esta iniciativa, y yo creo que hay que poner
las cosas en sus justos términos.

En su iniciativa ustedes proponen que, con calidad de
ley orgánica, se regulen los derechos y libertades funda-
mentales de los militares en una ley específica por cua-
tro razones. Por una parte, porque las Reales Ordenan-
zas son anteriores a la Constitución; entraron en vigor
no sé si un día o dos antes de la Constitución. En la doc-
trina está perfectamente claro el debate sobre las reales
ordenanzas de las Fuerzas Armadas, pero en cualquier
caso creo que es un mero elemento de referencia. En
segundo lugar, ustedes quieren refundir en un solo texto
legal el ejercicio por los militares de estos derechos fun-
damentales, así como las particularidades y limitacio-
nes que les afectan. En tercer lugar, aspiran a contem-
plar la profunda transformación, que nadie discute, de
las Fuerzas Armadas, su modernización, etcétera, sin
tener en cuenta que es un proyecto legal. Por último, la
innovación más relevante es la regulación del derecho
de asociación, al que las señorías que hasta ahora han
intervenido han dedicado todo su tiempo.

En nombre del Grupo Parlamentario Popular, tengo
que decir, señorías, que entendemos que conviene cen-
trar la cuestión. Veamos cada uno de los aspectos que
se han planteado por separado aunque sea de forma
muy telegráfica. Conviene recordar, señorías, tal como
reconoce la propia exposición de motivos de la iniciati-
va del Grupo Socialista que estamos analizando, que el
catálogo de derechos y deberes del militar se contiene,
como hemos dicho, en las Reales Ordenanzas de las
Fuerzas Armadas españolas, concretamente en su trata-
do tercero, compuesto por dos títulos, en el primero de
los cuales —y no le hago ninguna referencia más preci-
sa— se regulan la totalidad de los derechos que se con-
tienen en el texto que el Grupo Socialista hoy nos pro-
pone. Por tanto, señorías, de prosperar la iniciativa del
Grupo Socialista, quedarían vacíos de contenido los
preceptos de las Reales Ordenanzas que componen
dicho título, con lo que estos perderían en gran medida
su sentido en su calidad de referentes últimos del códi-
go de valores propio de la institución militar, por cuanto
el conjunto de deberes y derechos constituyen expre-
sión esencial de dichos valores, tal y como se despren-
de de su artículo primero.

Un examen del articulado del texto que nos propone
el Grupo Socialista —y después veremos por qué el
Grupo Parlamentario Popular no lo va a respaldar—
permite descubrir, junto con la analogía existente entre
el contenido de la mayoría de los preceptos de la pro-
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posición de ley y sus homólogos de las Reales Orde-
nanzas, lo incompleto que resulta el catálogo de dere-
chos y libertades que se incluye en el texto de la propo-
sición, sin que se justifique la ausencia de derechos tan
primordiales como son los de la participación política,
la tutela judicial efectiva, la libertad de circulación o
los límites de su ejercicio motivados por la exigencia
de la disponibilidad, por citar los más destacados de
entre los que se contemplan en el título correspondien-
te de las Reales Ordenanzas cuya derogación se previe-
ne. Por otra parte, señorías, no parece congruente que,
con el propósito de reunir, como sin duda anima la ini-
ciativa del Grupo Socialista, en una norma específica
los derechos y las libertades fundamentales de los mili-
tares, ésta incluya algunos de sus deberes pero no todos
ni los más importantes, pues si el deber de neutralidad
política y la prohibición de sindicación —indebidamen-
te calificada por S.S. de neutralidad— son, junto con el
deber de reserva, manifestaciones importantes de la par-
ticular naturaleza de la relación que vincula al militar
con el Estado, no es menos cierto que los deberes con-
sagrados en el artículo 170 de las Reales Ordenanzas 
—limitaciones para el uso de la fuerza— o en el 186 
—ofrendar su vida en defensa de la patria— tienen
carácter prioritario, pues es a partir de ellos desde donde
cobran su exacto sentido el resto de las limitaciones al
ejercicio de los demás derechos y libertades cívicos.

Particular atención merece, por último, en esta intro-
ducción el tratamiento que se da al derecho de asocia-
ción, que ocupa un lugar destacable en la iniciativa del
Grupo Socialista, como he dicho anteriormente, tanto
por la extensión del precepto dedicado a regular su
ejercicio —el artículo 9 de la iniciativa que discuti-
mos—, como por la importancia que se otorga a dicha
regulación en la exposición de motivos, en la que se
califica como la innovación más relevante de la propo-
sición de ley del Grupo Socialista. Conviene recordar a
los miembros del Grupo Parlamentario Socialista que
han presentado esta iniciativa que ésta se registró en la
Cámara cuando aún estaba en discusión y en tramita-
ción parlamentaria en las Cortes Generales el proyecto
de ley orgánica reguladora del derecho de asociación.
Esta iniciativa se registra en el mes de febrero del pre-
sente año y la ley es aprobada definitivamente por el
Pleno de esta Cámara el 7 de marzo de este año, es
publicada en el Boletín Oficial del Estado del 26 de
marzo siguiente y entrará en vigor el próximo día 26
del presente mes de mayo. Señorías, creo que hubiese
sido más oportuno que hubiesen esperado a ver el con-
tenido de ese proyecto de ley y las referencias y remi-
siones que hacía a la legislación específica en relación
con los militares para ver si, además de otras cuestio-
nes, era el momento oportuno para plantear su iniciati-
va. Yo creo que con estas meras remisiones de carácter
general se vacía una parte importante de las Reales
Ordenanzas, y el derecho de asociación, al que ustedes
dan un carácter especial, está previsto en la ley orgáni-

ca que regula este derecho constitucional a través de una
remisión específica. Estas serían razones suficientes para
decir que, al margen de cualquier cuestión de fondo, en
el momento formal que se plantea y tal como se plantea,
no podemos respaldar esta iniciativa. Pero no me voy a
quedar en eso por respeto a esta Cámara y a S.S.

Hay una serie de razones que justifican sobradamen-
te que el Grupo Parlamentario Popular no pueda res-
paldar hoy este proyecto de ley. Señor Moragues, me
remito a la Ley 17/1999, de 18 de mayo, de régimen
del personal de las Fuerzas Armadas, que establece en
su disposición final séptima, como usted sabe, que el
Gobierno, antes del 31 de diciembre del año 2002,
deberá remitir al Congreso de los Diputados los pro-
yectos de ley necesarios para adaptar el ordenamiento
legal de la defensa nacional y el régimen de los dere-
chos y deberes de los militares al modelo de Fuerzas
Armadas profesionales. Como se ve, el Gobierno tiene
un mandato en una ley que respaldó ampliamente esta
Cámara para regular determinados aspectos que afec-
tan a la defensa nacional y especialmente los derechos
y libertades de los militares. Por tanto, esperemos a que
lo haga el Gobierno, que es el que tiene la iniciativa,
dentro del plazo que tiene establecido, y a partir de ahí
que cada uno aporte su propio mandato. Es un mandato
parlamentario, un mandato de carácter legal que no se
encuentra simplemente ante la tesitura de quién tiene la
capacidad legislativa, que sin duda la tienen esta Cáma-
ra, los grupos parlamentarios, las comunidades autóno-
mas, la iniciativa popular y el propio Gobierno, sino
que aquí expresamente se faculta al Gobierno. Por
tanto, no ha terminado el plazo y además, señorías, si
me permiten la expresión, la toma en consideración de
esta proposición supondría no sólo un adelanto del
mandato hecho por el legislador al Gobierno sino en
cierto modo un incumplimiento del mismo.

Hay una segunda cuestión a la que me gustaría hacer
referencia. La falta de carácter orgánico de las Reales
Ordenanzas a la que se alude en la exposición de moti-
vos de la iniciativa defendida por el Grupo Socialista
no parece justificar la proposición, ya que dicho carác-
ter viene amparado, como SS.SS saben, por otras nor-
mas. Entre ellas, cabe citar el artículo 150.1 de la Ley
del régimen del personal de las Fuerzas Armadas, que
determina que el régimen de derechos y libertades de
los militares profesionales es el establecido en la Cons-
titución, en las disposiciones de desarrollo de la misma
y, según lo previsto en la Ley orgánica por la que se
regulan los criterios básicos de la defensa nacional y la
organización militar, en las Reales Ordenanzas de las
Fuerzas Armadas. Asimismo, en la Ley reguladora del
derecho constitucional de asociación, de 26 de marzo
de este año 2002, que todavía no ha entrado en vigor
pero que ya ha sido aprobada definitivamente por esta
Cámara, se dice literalmente: Los miembros de las
Fuerzas Armadas o de los institutos armados de natura-
leza militar habrán de atenerse a lo que dispongan las
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Reales Ordenanzas para las Fuerzas Armadas y el resto
de sus normas específicas para el ejercicio del derecho
de asociación. Por tanto, señorías, los derechos y liber-
tades fundamentales de los militares, especialmente los
que se refieren a la asociación, tienen que ser regulados
en esa ley específica, en las Reales Ordenanzas, y no
en ninguna otra disposición que el Grupo Socialista,
legítimamente, aunque en mi opinión de forma erró-
nea, quiere ahora plantear de forma omnicomprensiva.

Por último, la naturaleza del texto único que propo-
ne el Grupo Socialista no es tal, y daré alguna referen-
cia. En el artículo 10 se dice lo siguiente: El militar
podrá ejercer el derecho de petición individualmente
en los casos y formalidades que señala la ley regulado-
ra del mismo. Su ejercicio nunca podrá generar el reco-
nocimiento de un derecho que no sea de conformidad
con el ordenamiento jurídico. Y se remite a otras nor-
mas, cuando usted quiere establecer una norma de
carácter general omnicomprensiva. Hay otras referen-
cias, como la Ley orgánica 4/2001, donde en concreto
se habla de la realización específica, referencia que
ahorro a SS.SS.

Por todo lo anterior, señora presidenta, señorías, el
Grupo Parlamentario Popular no puede compartir la
iniciativa que se somete hoy a consideración de esta
Cámara por razones de forma y de tiempo. Las cosas
hay que plantearlas en su momento oportuno, y me
refiero a la mención que específicamente hace la Ley
del régimen de personal de las Fuerzas Armadas, la
referencia al derecho de asociación que hace la ley
específica reguladora de este derecho constitucional, y
creo que habrá que actuar en esos términos.

En conclusión, señora presidenta, en primer lugar, la
técnica de regular los derechos y libertades de los mili-
tares en una norma específica al margen de las Reales
Ordenanzas supone privar a éstas de uno de sus conte-
nidos esenciales, vaciándolas en gran medida de su sen-
tido originario como referente último de los valores
específicos castrenses. En segundo lugar, el contenido
del texto articulado de la proposición de ley del Grupo
Parlamentario Socialista resulta incompleto por una
parte e incongruente por otra con sus pretensiones de
coherencia, totalidad y globalidad. En tercer lugar, los
derechos y libertades de los militares, por mandato de
la Ley del régimen de personal de las Fuerzas Arma-
das, debe regularse en el plazo que la propia ley esta-
blece. Tenemos un plazo que termina el 31 de diciem-
bre del presente año, y en ese ámbito es el Gobierno el
que tiene la legitimación de formularlo. En último
lugar, la regulación del derecho de asociación del dere-
cho de los militares, en su caso, se tiene que establecer
en las Reales Ordenanzas de las Fuerzas Armadas, tal
como establece expresamente —conviene recordarlo y
reiterarlo— la ley orgánica que regula el derecho cons-
titucional de asociación, cuestión que forma parte del
calendario legislativo de esta legislatura, primero de las
ordenanzas de cada ejército y finalmente del conjunto

de las ordenanzas de las Fuerzas Armadas españolas.
Por tanto, señorías, señora presidenta, el Grupo Parla-
mentario Popular no va a respaldar la iniciativa del
Grupo Parlamentario Socialista por razones de cohe-
rencia con las leyes aprobadas por las Cortes Genera-
les, por razones de técnica legislativa y de cumplimien-
to de los compromisos asumidos por el Partido Popular.
Por lo tanto, nuestro voto será negativo.

Nada más y muchas gracias. (Aplausos.) (La seño-
ra presidenta ocupa la Presidencia.)

MODIFICACIÓN DEL ORDEN DEL DÍA.

La señora PRESIDENTA: Señorías, ruego ocupen
sus escaños.

Antes de proceder a la votación de la toma en consi-
deración de la proposición de ley sobre derechos fun-
damentales y libertades públicas de los militares, pro-
pongo a la Cámara la siguiente modificación del orden
del día. Conforme al artículo 68.1 del Reglamento, la
presidencia, de acuerdo con los portavoces de los gru-
pos parlamentarios, propone al Pleno de la Cámara la
modificación del orden del día en el sentido de sustituir
la interpelación urgente del Grupo Parlamentario
Socialista que figura con el número 33 por otra del
mismo grupo parlamentario sobre objetivos y previsio-
nes en materia de pesca durante la presidencia española
de la Unión Europea.

¿Lo acuerda así la Cámara? (Asentimiento.)
Queda aprobada la modificación del orden del día.
Asimismo, señorías, la Mesa, oída la Junta de Porta-

voces y de conformidad con lo dispuesto en el artículo
150 del Reglamento, ha acordado someter a la aproba-
ción de la Cámara la tramitación directa y en lectura
única por el propio Pleno de la proposición de ley de
reforma parcial de la Ley de Enjuiciamiento Criminal.

¿Lo acuerda así la Cámara? (Asentimiento.)
Queda aprobada la tramitación directa y en lectura

única por el Pleno de la proposición de ley citada.

TOMA EN CONSIDERACIÓN DE PROPOSICIO-
NES DE LEY. (Continuación.)

— DEL GRUPO PARLAMENTARIO SOCIALIS-
TA, ORGÁNICA SOBRE DERECHOS FUN-
DAMENTALES Y LIBERTADES PÚBLICAS
DE LOS MILITARES. (Número de expediente
122/000184.)

La señora PRESIDENTA: Ahora, señorías, somete-
mos a votación la toma en consideración de la proposi-
ción de ley orgánica del Grupo Parlamentario Socialis-
ta sobre derechos fundamentales y libertades públicas
de los militares.

Comienza la votación. (Pausa.)



CONGRESO 21 DE MAYO DE 2002.—NÚM. 162

8186

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado:
votos emitidos, 290; a favor, 123; en contra, 165;
abstenciones, dos.

La señora PRESIDENTA: Queda rechazada.

— DEL GRUPO PARLAMENTARIO FEDERAL
DE IZQUIERDA UNIDA, SOBRE PROTEC-
CIÓN SOCIAL POR DESEMPLEO EN EL
NIVEL ASISTENCIAL. (Número de expedien-
te 122/000195.)

La señora PRESIDENTA: Toma en consideración
de la proposición de ley del Grupo Parlamentario Fede-
ral de Izquierda Unida sobre protección social por
desempleo en el nivel asistencial. Para su presentación
y defensa, tiene la palabra el señor Ruiz. (Rumores.)

Señorías, es preciso que continuemos con el debate.
Ruego abandonen el hemiciclo u ocupen sus escaños.
(Pausa.)

Adelante, señor Ruiz.

El señor RUIZ LÓPEZ (don Antero): Gracias,
señora presidenta.

Señorías, la propuesta que hoy presenta aquí el
Grupo Parlamentario Federal de Izquierda Unida va en
dirección contraria a la que impulsa el Gobierno con su
pretendida reforma del desempleo, a propósito de la
cual esperemos que esta tarde, en la reunión que tiene
el ministro con los sindicatos, se demuestre la respon-
sabilidad que ha de tener el Gobierno e impidamos una
conflictividad laboral a nuestro juicio innecesaria e
injustificable. En Izquierda Unida no creemos que el
desempleo sea voluntario, como parece creer el
Gobierno, no creemos que los parados sean un grupo
de vividores que obtienen rentas de esta situación,
como parece creer el Gobierno, ni creemos que la
mayoría de perceptores, especialmente los del subsidio
asistencial, tengan posibilidad de encontrar empleo
como también afirma el Gobierno.

Los hechos reales del actual sistema, cuya cobertura
pretendemos incrementar con esta proposición de ley,
son los siguientes. El sistema que tenemos cubre a poco
más del 42 por ciento de los parados según la encuesta
de población activa que se acaba de publicar. La inten-
sidad de la protección es de las más bajas de la Unión
Europea y de las más cortas —hay que recordar que al
menos en siete países los subsidios de desempleo son
indefinidos—. Las exigencias a los parados en nuestro
país son de las más duras; por el solo hecho de no acep-
tar un empleo se puede perder la prestación de manera
definitiva. El 51 por ciento de los que acceden a una
protección contributiva provienen de contratos tempo-
rales en permanente rotación. El fraude que se demues-
tra es muy bajo, no llega ni siquiera al uno y medio por
ciento. La mayoría de los trabajadores no agotan las
prestaciones que marca el sistema, que como saben son

de 24 meses. A todo ello hay que añadir el superávit en
este capítulo presupuestario, que es espectacular —dos
billones de pesetas acumulados desde 1998 hasta
ahora—, excedentes que confiscatoriamente se desti-
nan en general a cualquier finalidad distinta a la que
corresponde y en particular a subvencionar a las empre-
sas y a realizar rebajas fiscales regresivas. En este con-
texto el Gobierno ha marginado del crecimiento econó-
mico de esta legislatura a los grupos de renta más baja
y muy especialmente a los desempleados. En esta legis-
latura han descendido tanto la cuantía de las prestacio-
nes por desempleo como el número de trabajadores en
paro con derecho a la misma: se ha reducido en casi
450.000 personas. Además, se han agravado los vacíos
de protección en el caso de los trabajadores tempora-
les, de los que han agotado las prestaciones y de los
que no reúnen los requisitos de acceso y padecen una
situación de necesidad, en definitiva, de quienes po-
drían beneficiarse de un subsidio asistencial. Mientras,
se ha destinado una ingente cantidad de recursos, tanto
por la vía fiscal como a través del gasto, a beneficiar a
las empresas y a las rentas más altas. Las primeras han
incrementado sus beneficios más de un 70 por ciento
en esta legislatura.

Hemos insistido a lo largo de los últimos años en la
necesidad de reforzar la normativa para incrementar y
extender la protección por desempleo. Sin embargo, el
Gobierno ha practicado su habitual política de culpabi-
lizar a los parados y no ha tenido en cuenta la propues-
ta de las organizaciones sindicales. Yo ya sé que a con-
tinuación el portavoz del Partido Popular, que
seguramente será el señor Azpiroz, me dirá que nadie
ha dicho que los parados son unos vagos. Allá cada cual
con lo que quiera entender, con lo que dice el Gobierno
y con las pretensiones que se plantean en esa modifica-
ción que se pretende hacer del desempleo, pero desde
luego yo ayer escuchaba al señor ministro de Trabajo
en una comparecencia en la Comisión de Política
Social y Empleo, en la que efectivamente no les llama-
ba vagos, pero hablaba de la insolidaridad, y, por tanto,
será un calificativo más que tengamos que añadir a esta
carrera de despropósitos que se quiere poner en marcha
para justificar algo que es injustificable.

El Gobierno en esta legislatura ha mantenido un cri-
terio restrictivo en el acceso a las prestaciones que ha
provocado un alto nivel de desprotección de los para-
dos que sitúa a España en los niveles más bajos de la
intensidad de protección por desempleo de la Unión
Europea. Ya adelantaba antes que el sistema cubre a
poco más del 42 por ciento de los parados. En esta
legislatura, a través de las sucesivas leyes de acompa-
ñamiento, el Gobierno ha ido limitando cada vez más
el derecho a la protección por desempleo o ha reducido
su intensidad protectora. Así, por ejemplo, se han endu-
recido los requisitos para acceder a la prestación asis-
tencial; se ha restringido el alcance del desempleo par-
cial; se ha reducido la prestación de incapacidad
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temporal en las situaciones de desempleo y se ha elimi-
nado la retribución por horas extraordinarias del cálcu-
lo para fijar la base reguladora de las prestaciones por
desempleo. A través del presupuesto del INEM el
Gobierno, además de retirarse de la financiación de este
instituto, se ha apropiado de los excedentes por cuotas
para financiar otras políticas distintas en lugar de mejo-
rar la situación de los parados.

Es necesario y urgente dar un cambio radical a la
política que se está desarrollando en materia de protec-
ción por desempleo; reformar la actual normativa para
propiciar una mejora en las condiciones de acceso a la
prestación contributiva y asistencial y en la cobertura y
en la intensidad de las prestaciones; es decir, lo urgente
y necesario es hacer lo contrario de lo que impulsa el
Gobierno del Partido Popular. Nuestra propuesta se
refiere hoy al subsidio asistencial. Dicho subsidio en
realidad, aunque de forma indirecta, también es contri-
butivo al ser necesario haber pagado previamente para
poder acceder a la mayoría de los tipos de prestación.
En cualquier caso, su finalidad es cubrir situaciones de
necesidad. La principal restricción del acceso a este
subsidio está marcada por la estricta definición de la
suma de cargas familiares y el límite de rentas del 75
por ciento del salario mínimo interprofesional. El
grupo de edad con mayor participación en la percep-
ción del subsidio, de 55 a 59 años, representa el 32,6
por ciento del total de subsidios; el 73 por ciento de las
mujeres con derecho a prestaciones reciben este subsi-
dio asistencial. El protagonismo del subsidio es todavía
mayor si se acota el grupo de edad de 55 a 59 años,
dada la obligación de jubilarse anticipadamente de
todas las personas que cumplan con las condiciones de
acceso a la prestación contributiva del régimen general
de la Seguridad Social. En este grupo de 55 a 60 años
siete de cada diez prestaciones son asistenciales gracias
a la específica prestación existente para los mayores 
de 52 años, cuya posibilidad de encontrar empleo es
prácticamente nula. En definitiva, mujeres y personas
de más de 55 años son los grupos que mayoritariamen-
te perciben estas prestaciones. Si suman estos grupos,
tendrán el 82 por ciento de los perceptores del subsidio
asistencial, y para que no se hable de abuso en las pres-
taciones contributivas, debe saberse que son más los
perceptores que por la modalidad de contratación no
han tenido derecho a esta prestación, un 27 por ciento,
que aquellos que las han agotado, un 25 por ciento.
Nuestra propuesta se refiere a esos grupos sociales que
se dice desear proteger, es decir, a los mayores, a las
mujeres y a los inmigrantes, y pretende lo siguiente:
primero, eliminar barreras de entrada que derivan de la
injusticia que nace del sistema de contratación; segun-
do, establecer una duración que permita cubrir las espe-
ciales condiciones de necesidad que se expresan en este
colectivo y, tercero, establecer unas cuantías que per-
mitan una vida digna. La propuesta de nueva política
asistencial es coherente con un modelo de cohesión

social del que huye el Partido Popular. Deseamos una
integración social basada en una calidad de vida digna,
que sólo puede proceder de una red asistencial disponible
para hombres y mujeres que viven y trabajan en este país.

Nada más y muchas gracias. (Aplausos.)

La señora PRESIDENTA: Gracias, señor Ruiz.
¿Turno en contra? (Pausa.) ¿Grupos que desean fijar

posición? (Pausa.) En primer lugar, tiene la palabra el
señor Vázquez, del Grupo Parlamentario Mixto.

El señor VÁZQUEZ VÁZQUEZ: Muchas gracias,
señora presidenta.

Intervengo muy brevemente para decir que el Blo-
que Nacionalista Galego saluda la presentación de esta
iniciativa legislativa del Grupo Parlamentario de
Izquierda Unida que pretende la mejora de la protec-
ción por desempleo de los parados que tienen menos
recursos o con cargas familiares, una protección que,
en nuestra opinión, es elemental en un Estado demo-
crático y socialmente avanzado. Consideramos esta
proposición, además de oportuna, realizable, ya que la
actual situación financiera del INEM en los últimos
años presenta superávit —por ejemplo, entre enero y
noviembre de 2001 alcanzó los 3.000 millones de
euros—, lo que viene a significar que la protección por
desempleo se sufraga íntegramente por las cotizaciones
sociales, sin necesidad de recurrir a otros ingresos del
Estado, con lo que existe un margen de maniobra,
desde el punto de vista económico, para aumentar las
prestaciones por desempleo, como propone esta inicia-
tiva, y no reducirlas aún más, como pretende el Gobier-
no. De aprobarse el contenido de esta proposición de
ley, supondría aumentar el número de beneficiarios de
las prestaciones por desempleo en el Estado español,
algo que es necesario porque el régimen de protección
vigente presenta uno de los niveles más bajos de la
Unión Europea y con unas prestaciones cuyos periodos
de percepción son mas cortos, además de insuficientes,
y donde la intensidad protectora cae más rápidamente,
que es lo que se trata de combatir con la presente ini-
ciativa y, en consecuencia, alargar la intensidad protec-
tora en casos de rentas inferiores y cargas familiares.

Es un dato constatable que a la alta tasa de tempora-
lidad en el Estado español hay que añadir que el por-
centaje de trabajadores que perciben prestaciones por
desempleo es inferior a la media europea y que dentro
del Estado español, en algunas comunidades autóno-
mas, como por ejemplo Galicia, aún se dan niveles de
cobertura inferiores a esa media estatal. Por tanto, ante
esta situación y como ya hemos manifestado en otras
ocasiones, apoyaremos cualquier iniciativa que persiga
una mejora en la protección por desempleo, como la
que hoy defiende el Grupo Parlamentario Federal de
Izquierda Unida, y nos posicionaremos en contra de las
propuestas regresivas que bajo criterios estrictamente
economicistas ahondarían en una mayor desprotección
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de los desempleados, como pretende el Gobierno. Por
tanto vamos a votar favorablemente la toma en consi-
deración de esta proposición de ley.

Nada más y muchas gracias, señora presidenta.

La señora PRESIDENTA: Muchas gracias, señor
Vázquez.

Por el Grupo Parlamentario Vasco, tiene la palabra el
señor Txueca.

El señor TXUEKA ISASTI: Gracias, señora presi-
denta. Arratsaldeon, buenas tardes, señorías.

A la hora de exponer brevemente la posición del
Grupo Vasco sobre esta proposición de ley que nos pre-
senta Izquierda Unida, anticipo que nuestra postura va
a ser favorable a su toma en consideración, fundamen-
talmente para su debate. No vamos a entrar en si las
consideraciones de su exposición de motivos y el arti-
culado que se plantea para su eventual desarrollo son
los adecuados o no —probablemente podríamos mati-
zar algún aspecto—, pero en lo que sí coincidimos es
en la necesidad de abrir un intenso debate para abordar
la situación y el conjunto de medidas de protección
social que precisan aquellas personas que en general,
por diversos motivos, están siendo excluidos de la rea-
lidad laboral, yo diría que hasta social, en este país.

En esta proposición se aborda básicamente la situa-
ción de los desempleados sin derecho a prestación,
pero en general esta reflexión se debe realizar para el
conjunto de personas y colectivos que a pesar de los
ciclos económicos de bonanza como los actuales, a
pesar de los empleos creados, van a carecer de los recur-
sos básicos para sobrevivir, se hallan cada vez más fuera
de los circuitos laborales, carecen de trabajo y, por
tanto, de la posibilidad de ejercer sus derechos de ciu-
dadanos. Se necesita seguir estableciendo mecanismos
que equilibren y garanticen la solidaridad y la dignidad
humana en esta cada vez más sociedad de mercado.

No es el momento de debatir semántica o filosófica-
mente si estamos hablando de un subsidio asistencial,
de una renta mínima o, como plantea en este caso
Izquierda Unida, de protección social por desempleo.
Se trata de abordar en este Congreso de los Diputados
un debate muchísimo más amplio, que algunas comu-
nidades autónomas han abordado y yo diría que resuel-
to de diversas maneras y con diversas cuantías, y lo
digo con cierta satisfacción desde la propia Comunidad
Autónoma de Euskadi, que está poniendo en práctica
unas cantidades muy similares a las aquí planteadas
hoy por Izquierda Unida, pero desde el punto de vista
de rentas o salarios mínimos, que coinciden con las
cantidades propuestas. Por tanto lo que estamos propo-
niendo y por lo que apostamos es por que se abra ese
debate para que los ciudadanos que se encuentren en
las situaciones descritas sepan que ellos también son
objeto de derechos básicos que les garanticen los

medios mínimos para ejercer su dignidad como ciuda-
danos.

Muchas gracias.

La señora PRESIDENTA: Muchas gracias, señor
Txueka.

Por el Grupo Parlamentario Catalán (Convergència i
Unió), tiene la palabra el señor Grau.

El señor GRAU BULDÚ: Muchas gracias, señora
presidenta.

En nombre de Convergència i Unió quiero fijar nues-
tra posición con relación a la proposición de ley del
Grupo Federal de Izquierda Unida sobre la protección
por desempleo en el nivel asistencial. Anticipo nuestra
posición en contra que basamos, primero, en que estas
cuestiones se abordarán en el proyecto de ley de medi-
das de reforma de la protección por desempleo que ha
presentado el Gobierno en estos días y cuya concreción
esperamos en las próximas semanas. Convergència i
Unió ha manifestado su no aceptación de los plantea-
mientos actuales de la propuesta y la necesidad de esta-
blecer una enmienda a los mismos. Sabemos que estos
planteamientos deben ser revisados en profundidad y
por ello nuestra posición va más allá de la vía de la
corrección del proyecto de ley del Gobierno y daremos
apoyo a medidas alternativas. Como razón de oportuni-
dad, creemos que la propuesta que hoy se debate en esta
Cámara es una alternativa al proyecto de ley que el
Gobierno va a presentar dentro de pocos días y la apro-
bación legislativa de aquélla sería posterior a la de este
último. (La señora vicepresidenta, Mariscal de Gante
Mirón, ocupa la presidencia.)

Hechos estos prolegómenos, debemos indicar nues-
tra posición en relación al fondo de la proposición de
ley del Grupo Federal de Izquierda Unida. No somos
en absoluto contrarios al espíritu de esta iniciativa.
Convergència i Unió ha manifestado ya el objetivo de
la protección social de los colectivos con dificultades
especiales de inserción. Ya ha admitido o por lo menos
ha propugnado en la Ley de acompañamiento de los
presupuestos de este año la adecuación de fondos sufi-
cientes para tener cobertura en este sentido. La política
a llevar a cabo —ya se ha hecho en varias comunidades
autónomas con éxito desigual— tiene que contar con
un punto de actuación doble: en primer lugar, debe
tener recursos presupuestarios suficientes para que las
coberturas den a los colectivos asistencia social mante-
niendo una prestación por desempleo en los contratos
de reinserción. Por nuestra parte, anticipamos la pre-
sentación de una enmienda a la propuesta que ha hecho
el Gobierno en el sentido de que ciertos colectivos
especiales, como ex presidiarios, drogadictos o perso-
nas mayores, puedan acceder a prestaciones especiales
de desempleo, en coherencia con decretos existentes,
como la Orden de 19 de noviembre de 1997, de bases
reguladoras de la concesión de subvenciones públicas
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por parte del INEM en colaboración con la Administra-
ción general del Estado y con las comunidades autóno-
mas, o la Orden de 26 de octubre de 1998, sobre la con-
cesión de subvenciones del INEM a corporaciones
locales; en ambos se exige —o al menos se recomien-
da— la existencia de resultados socioeconómicos deri-
vados de la aplicación de estos proyectos de empleo. Si
se piden resultados socioeconómicos, esta Cámara
debe lógicamente exigir la aplicación del subsidio de
desempleo a estos casos de ocupación.

La mejor forma de llevar a cabo esta cobertura social
del desempleo es estimular a estos colectivos con polí-
ticas activas que permitan la formación y ocupación
directa de sus miembros mediante ayudas especiales a
contratos especiales, y que las ayudas pasivas sean con-
secuencia o corolario de estas acciones que redunden
en la creación de derechos reales de estas personas a
las que la Cámara quiere cubrir. Matizar las coberturas
con estos contratos y mediante la cobertura social del
desempleo debe ser nuestro objetivo. Nuestro grupo
entiende que cualquier cobertura especial con los fon-
dos provenientes de las cotizaciones laborales debe
incluir, junto con el espíritu de solidaridad que debe
llevarnos a asegurar los derechos de desempleo de
determinados colectivos, políticas activas con vistas a
la reinserción laboral.

Aun estando de acuerdo con el contenido de la pro-
puesta, nuestro grupo no lo está con la oportunidad de
su tramitación ni en cuanto a los resultados que espera
obtener, de manera que su posición será contraria a la
misma.

Muchas gracias, señora presidenta.

La señora VICEPRESIDENTA (Mariscal de Gante
Mirón): Muchas gracias, señor Grau.

Por el Grupo Parlamentario Socialista, tiene la pala-
bra la señora García.

La señora GARCÍA PÉREZ: Gracias, señora presi-
denta.

El debate que se plantea hoy en esta Cámara, y que
afecta a las prestaciones por desempleo en el nivel asis-
tencial, se encuadra, sin duda alguna, en una realidad
mucho más amplia: la situación sociolaboral por la que
pasa en estos momentos nuestro país. Una realidad ver-
daderamente preocupante, que están generando un
clima social tenso debido a la actitud totalmente regre-
siva del Gobierno y a las medidas puestas en marcha
sobre todos estos aspectos. No podemos obviar los
parámetros actuales del mercado laboral, la ruptura del
diálogo social y el recorte de los derechos de los traba-
jadores que ha provocado la reforma planteada por el
Gobierno en materia de protección a los desempleados,
basada en considerar defraudadora a la persona parada
y en buscar un ahorro en el presupuesto de las presta-
ciones.

El Grupo Parlamentario Socialista quiere hacer algu-
nas reflexiones que puedan centrar el debate. En cuanto
a la situación del mercado laboral en nuestro país,
debemos decir que las políticas puestas en marcha por
el Partido Popular han conseguido, sin duda alguna, la
devaluación de las condiciones laborales. Contamos
con una temporalidad del 31,7 por ciento, 19 puntos
por encima de la media de la Unión Europea. Sufrimos
una alta rotación en los puestos de trabajo; por poner
un ejemplo, el 57 por ciento de los contratos tempora-
les tienen una duración menor a tres meses. Podríamos
hablar también del aumento del subempleo en la pobla-
ción juvenil, dato referido ayer por el ministro en esta
Cámara. A esto unimos la alta siniestralidad laboral en
la que España está a la cabeza de las estadísticas de la
Unión Europea. En definitiva, una pérdida cada vez
mayor de la calidad en el empleo de nuestros trabaja-
dores y un mercado laboral cada vez más sensible a los
ciclos económicos. Frente a esta situación, el Gobierno
se ha venido vanagloriando en los últimos tiempos del
descenso del desempleo gracias a sus políticas en esta
materia. Pero hace unos días asistimos a la presenta-
ción de los datos de la EPA, que son totalmente escla-
recedores. El paro subió en 189.000 personas en el últi-
mo trimestre y se han destruido 65.000 empleos; la
primera vez, desde 1995. Siento decirles, señorías, que
esta realidad es poco halagüeña y se contradice por
completo con la propaganda que hemos tenido que
sufrir por parte del Gobierno en este sentido. Además,
debo recordarles que la reforma del mercado de trabajo
que se aprobó en esta Cámara hace aproximadamente
un año no ha cumplido en absoluto los objetivos que
tenía planteados y ha dado unos resultados sorprenden-
tes por su negatividad, algo que ya nuestro grupo parla-
mentario señaló en su momento. Ahora, ante esta reali-
dad, el Gobierno reacciona de forma totalmente
regresiva. Se plantea una reforma de las prestaciones
por desempleo que no pretende mejorar el sistema de
protección —necesario en estos momentos por el
aumento del paro—, sino la desprotección de los para-
dos además de considerarlos defraudadores. También
nos encontramos con que estas medidas de ahorro se
centran en las prestaciones por subsidio asistencial.
Como siempre, los que más dificultades tienen son los
que sufren los intentos de este Gobierno de conseguir
sus propósitos de estabilidad presupuestaria.

Izquierda Unida trae a la Cámara esta proposición
de ley relativa a la protección por desempleo en el nivel
asistencial. Respecto a su contenido, debemos hacer
una serie de matizaciones que deben ser tenidas en
cuenta. En referencia a los beneficiarios del subsidio,
esta iniciativa aumenta la cobertura de la protección,
aunque prescindiendo de dos elementos que configuran
el nivel asistencial, y que son la edad y las responsabi-
lidades familiares del beneficiario. Asimismo, esta ini-
ciativa restringe el ámbito de protección pues elimina a
un colectivo como son los menores liberados de un cen-
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tro de internamiento mayores de 16 años y aquellos que
han concluido un proceso de deshabituación de su dro-
godependencia. Por otra parte, sería aconsejable que
siguiera regulándose el concepto de carencia de rentas
propio del nivel asistencial. En cuanto a la duración del
subsidio, la iniciativa de Izquierda Unida plantea una
percepción indefinida lo que, a nuestro entender, desdi-
buja en cierta manera el nivel asistencial, por lo que
consideramos que es otro de los aspectos que podrían
ser modificables a través del debate. Serían necesarios
cambios en esta proposición de ley, por lo que vamos a
votar favorablemente su toma en consideración. Digo
esto en coherencia con lo que venimos sosteniendo en
el ámbito sociolaboral, sobre la necesidad de debatir y
dialogar sobre estos aspectos. Lo que realmente necesi-
ta la política de empleo en España es una mejora del
sistema y una negociación global sobre una reforma de
todo el servicio público de empleo, que debe hacerse
en el marco de un diálogo social que en estos momen-
tos está roto por el Gobierno. Debemos hablar en pro-
fundidad de las políticas activas de empleo, de forma-
ción y también, cómo no, de la adecuación de las
prestaciones, porque los socialistas entendemos posi-
ble la reforma de la protección por desempleo, pero no
a costa de desproteger a los desempleados sino con el
interés de avanzar en garantizar que tengan cubiertas
sus necesidades esenciales.

Votaremos favorablemente esta proposición con el
fin de propiciar este debate tan necesario en un momen-
to como el actual. Queremos decirle al Partido Popular
que, con ocasión de esta proposición, puede hacer una
demostración de ese espíritu dialogante del que tan fal-
tos andan últimamente.

Nada más y muchas gracias. (Aplausos.)

La señora VICEPRESIDENTA (Mariscal de Gante
Mirón): Gracias, señora García.

Por el Grupo Parlamentario Popular, tiene la palabra
el señor Azpiroz.

El señor AZPIROZ VILLAR: Buenas tardes. Gra-
cias, señora presidenta.

Señoras y señores diputados, lo primero que quiero
decir es que no voy a hablar —como ha hecho algún
portavoz— de las prestaciones de desempleo, porque
no se ajustan al objeto del debate que hoy nos ha pro-
puesto el Grupo de Izquierda Unida, que se refiere a
modificaciones relativas al subsidio de desempleo y no
a la prestación. Tampoco voy a entrar —ya lo hicimos
ayer en el debate en Comisión— en el juego de los des-
calificativos empleados en relación con el bloque de
medidas propuesto por el Gobierno respecto a la reor-
denación del sistema de protección de desempleo. Ayer
oímos frases tan lindas como criminalizar, que los no
trabajadores eran vagos o defraudadores, etcétera. Esto
no obedece en modo alguno a la verdad; parece que

tampoco sirve en demasía que uno los proclame en
público, porque luego se reitera que esto no es así.

No voy a entrar en ese debate porque mi obligación
hoy aquí, en representación del Grupo Popular, es mos-
trar las razones de obvia oposición a la iniciativa del
Grupo de Izquierda Unida en relación con el subsidio
por desempleo. Lo hacemos, como algún portavoz que
me precedió en el uso de la palabra dijo, desde la pers-
pectiva —el proponente al inicio de sus palabras lo
recordaba— de que hoy va a ser un día en el cual hay
una oportunidad, si existe voluntad entre todas las par-
tes, de avanzar en el diálogo e incluso de llegar a algún
acuerdo en relación con el bloque de medidas de reor-
denación del sistema de la protección por desempleo.

La iniciativa que hoy nos trae aquí se funda en la
modificación de los artículos 215, 216, 217 y 219 del
Real Decreto legislativo l/1994, constitutivo del texto
refundido de la Ley General de la Seguridad Social.
Izquierda Unida nos propone tres reformas: en primer
lugar, eliminar el requisito de exigencia de responsabi-
lidades familiares y/o, en su caso, el de la edad de 45
años. En segundo término, establece que la duración
máxima del subsidio por desempleo es indefinida, es
decir, seis meses renovables sin ningún control tempo-
ral y, por tanto, indefinida en todos los supuestos del
subsidio. En tercer lugar, nos propone modificar la
actual cuantía de la prestación, consistente en el 75 por
ciento del salario mínimo interprofesional, incremen-
tándolo hasta el cien por cien. Con carácter general,
vamos a contestar a cada una de estas tres globales con-
cepciones en que se funda la iniciativa. En primer lugar,
consideramos que la edad o las responsabilidades fami-
liares implican una mayor dificultad en el acceso al
empleo o una mayor necesidad de protección por parte
de quien tiene responsabilidades familiares que justifi-
can un trato, si se puede expresar así, más favorable
que otro, porque, como digo, tiene una mayor necesi-
dad o una mayor dificultad en su inserción laboral. En
cuanto a la duración indefinida del subsidio, entende-
mos que hay una diferente concepción filosófica. Hay
que decirlo con claridad porque es así. Me parece muy
legítimo lo que usted expone, pero no lo compartimos
porque ir a una duración indefinida del subsidio provo-
caría casi con plena seguridad una desincentivación de
la búsqueda de empleo, un aquietamiento en muchas
personas a la hora de ser agentes activos para encontrar
trabajo dentro de las expectativas y demandas del mer-
cado laboral. La duración ilimitada es en este aspecto
desproporcionada. En todo caso, el Gobierno y las
diversas modificaciones que a lo largo del tiempo se
han venido introduciendo han hecho que se hayan con-
templado supuestos relativos a casos en los que está
justificado dotar de intemporalidad al subsidio, por
ejemplo, aquellas personas mayores de 45 años que
hoy en día pueden acceder no sólo a prestaciones de
orden económico —pongo por caso del programa 
del RAI, la renta activa de inserción—, así como accio-
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nes formativas que fomenten un mayor grado de emple-
abilidad en la persona y no sean tan sólo un necesario
aporte y financiación económica de los mismos.

El tercer aspecto, pasar del 75 al cien por cien del
salario mínimo interprofesional, nos obliga a algunas
otras consideraciones. La primera —y me olvido del
gasto presupuestario— es que hay gente —400.000
personas se decía ayer en la Comisión de Política
Social y Empleo— que en nuestro país está trabajando
con la percepción de un salario equivalente al mínimo
interprofesional. Esas personas tienen que cotizar a la
Seguridad Social, por tanto, el neto que perciben es
inferior al salario mínimo interprofesional de algunos
de nuestros conciudadanos. Izquierda Unida propone
un subsidio de desempleo ilimitado y con una presta-
ción económica superior a la que van a tener algunas
personas que están trabajando hoy en nuestro mercado
laboral, lo cual supone un agravio, un absurdo y una
desmotivación para aquellas personas que se encuen-
tran realizando dicho trabajo en tales condiciones. Pero
hay más, resulta que muchos de los trabajadores que
están cobrando las prestaciones contributivas por
desempleo van a tener menor percepción en la presta-
ción contributiva que en la prestación no contributiva o
en el subsidio asistencial. Piense usted en cualquier tra-
bajador que haya ganado o cotizado 110.000 pesetas,
aplíquele el 60 por ciento a los últimos meses de su
prestación por desempleo y convendrá S.S. conmigo en
que esa cuantía es inferior en bastantes pesetas al sala-
rio mínimo interprofesional que ustedes postulan que
constituya la renta económica del subsidio de desem-
pleo. Todas estas razones que incurren, sinceramente,
en una desincentivación de la búsqueda de empleo, son
suficientes para rechazar la pretensión que ustedes
plantean hoy aquí.

Con carácter concreto también, he de hacer alguna
mención específica a la literalidad de su propuesta.
Hace escasos minutos en parte lo hacía en este debate
la representante y portavoz del Grupo Socialista en la
Cámara, cuando recordaba algo importante que
Izquierda Unida no ha tenido en consideración: su
reforma del artículo 215.1 letra c), al hablar del dere-
cho de aquellas personas liberadas de prisión está omi-
tiendo —supongo que no será voluntario, pero el hecho
cierto es que lo está omitiendo—, en primer lugar, a los
menores liberados de un centro de internamiento que lo
hayan sido por la comisión de delitos y al salir tengan
16 años o más; en segundo lugar, a aquellas personas
que hayan hecho un tratamiento de deshabituación de
drogodependencias y por tal motivo hayan visto remiti-
da la condena privativa de libertad que tenían por la
comisión de un delito, que es lo que establece en la
actualidad el artículo 87 del Código Penal. He de decir
que la incorporación a este ámbito de aplicación de
estos ciudadanos lo fue como consecuencia de la redac-
ción del artículo 1 de la Ley 36/1999, de 18 de octubre,
que ustedes quitan de su texto. Supongo que ha sido

involuntario, pero evidentemente lo hemos de manifes-
tar porque la realidad cierta es lo que acabo de decir:
quedan fuera del ámbito expreso de protección de la
iniciativa de Izquierda Unida aquellos menores que han
sido liberados de un centro de internamiento y aquellos
que han hecho un tratamiento de desintoxicación por
toxicomanías, como compensación y remisión de una
pena privativa de libertad.

Pero voy más allá todavía, y creo que nadie lo ha
expresado esta tarde, hasta el momento. En mi opinión,
su artículo 17 produce una paradoja. Lo voy a leer para
que quede claro que no soy yo quien lo dice, sino que
lo dicen ustedes. En el artículo 217.1 se hace una afir-
mación que yo entendía que era nuclear y genérica para
todos los que van a ser beneficiarios del subsidio por
desempleo asistencial. Dice: La cuantía del subsidio
por desempleo será igual al salario mínimo interprofe-
sional vigente en cada momento. Sin embargo, en el
punto 2 nos vienen a aclarar que no obligadamente esto
es siempre así. Nos dicen lo siguiente: No obstante lo
anterior, la cuantía del subsidio para mayores de 45
años se determinará en función de las responsabilida-
des familiares. ¡Hombre!, esto es algo que se contem-
pla en el texto en vigor y que ustedes en el artículo 215
han suprimido. Nos llevamos la grata sorpresa de que
finalmente ustedes también van a tener la elasticidad de
amoldarse a las circunstancias concurrentes en cada
persona, responsabilidades familiares. Cuando lo
vamos leyendo entendemos que a aquella persona que
sea titular de responsabilidades familiares se le va a
permitir un mayor grado de acceso, un mayor grado de
protección, un mayor grado de cobro económico, justa-
mente por ser titular de responsabilidades familiares.
La sorpresa es que esto no es exactamente así. Nos
dicen: No obstante lo anterior, la cuantía del subsidio
para mayores de 45 años se determinará en función de
las responsabilidades familiares del trabajador aprecia-
das conforme a lo dispuesto en el apartado 2 del
artículo 215, de acuerdo con los siguientes porcentajes:
a) Cuando el trabajador tenga uno o ningún familiar, el
75 por ciento. No acabamos de entender bien cuál es el
motivo por el que declaran con carácter general el cien
por cien y a quien tenga o no tenga una carga familiar
le dejan en el 75 por ciento anterior.

A todas estas razones, señora presidenta, señoras y
señores diputados, hay que unir la diferente concep-
ción filosófica en cuanto a que una cosa es mejorar la
protección que hay que dar a nuestros conciudadanos
en situaciones de necesidad, que hay que ser solidarios
y que hay que avanzar en ello y otra cosa es establecer
mecanismos que al final elaboren sistemas que limiten
la iniciativa, el quehacer, el compromiso y responsabi-
lidad de nuestros ciudadanos para que puedan desarro-
llar las posibilidades de empleo que existan, crear
riqueza, tener una dignidad laboral, un empleo mejor y
no quedarse en ocasiones —como pudiera ocurrir por
las razones que expuse— aquietados ante un subsidio
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indefinido que, como una especie de maná, algunos
acogerían cuando están en disposición de contribuir a
su sociedad y de participar en el progreso de la misma.

Muchas gracias. (Aplausos.)

La señora VICEPRESIDENTA (Mariscal de Gante
Mirón): Muchas gracias, señor Azpiroz. (La señora
presidenta ocupa la presidencia.)

La señora PRESIDENTA: Sometemos a votación la
toma en consideración de la proposición de ley del
Grupo Parlamentario Federal de Izquierda Unida, sobre
protección social por desempleo en el nivel asistencial.

Comienza la votación. (Pausa.)

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado:
votos emitidos, 287; a favor, 124; en contra, 163.

La señora PRESIDENTA: Queda rechazada.

PROPOSICIONES NO DE LEY.

— DEL GRUPO PARLAMENTARIO POPULAR
EN EL CONGRESO, SOBRE LOS MILI-
TARES DE COMPLEMENTO. (Número de
expediente 162/000505.)

La señora PRESIDENTA: Punto II del orden del
día: Proposiciones no de ley.

En primer lugar, proposición de ley del Grupo Parla-
mentario Popular en el Congreso, sobre los militares de
complemento.

Para la presentación y defensa de la misma, tiene la
palabra el señor Campoy. (Rumores.) Señorías, es pre-
ciso que continuemos con el debate, por lo cual ruego
que abandonen el hemiciclo, quienes lo vayan a hacer,
lo más rápidamente posible y en silencio.

Adelante, señor Campoy.

El señor CAMPOY SUÁREZ: Gracias, señora pre-
sidenta.

Señorías, el nuevo concepto de defensa que hoy pre-
domina en los países desarrollados como el nuestro ha
ido configurando un modelo de Fuerzas Armadas ade-
cuado a las nuevas necesidades de aquélla. En este
modelo, adoptado en la Ley 17/1999… (Rumores.)

La señora PRESIDENTA: Un momento señor
Campoy, por favor.

A ver si conseguimos que haya en la Cámara el míni-
mo nivel de silencio para que se le pueda escuchar.

Adelante.

El señor CAMPOY SUÁREZ: Como decía, en este
modelo, adoptado en la Ley 17/1999 de régimen de
personal, la profesionalización es el eje central de unas
Fuerzas Armadas modernas que tienen, en su mayor

parte, carácter temporal para permitir la necesaria reno-
vación. Los militares de complemento no han sido aje-
nos a este proceso de transformación, adaptándose a
las necesidades de la defensa en cuya configuración
están enclavados como pieza fundamental. Por defini-
ción, tanto en la Ley 17/1989, que los denominaba
entonces militar de empleo con la categoría de oficial,
como en su actual regulación, más detallada que la
anterior, se mantiene el mismo concepto de militar que
complementa o completa los cuadros de mando, esto
es, cubriendo la falta de efectivos en los dos primeros
empleos de la escala de oficiales y superior de oficia-
les. En consecuencia, su figura cobra valor en tanto en
cuanto permita atender esta necesidad haciendo viable
el modelo en lo que respecta al número de cuadros de
mando. De ahí que el carácter temporal, como ocurre
con los militares de tropa y marinería, sea consustan-
cial a su condición, de modo que cualquier medida que
no respetase esta premisa quebraría el modelo de Fuer-
zas Armadas con las graves consecuencias que ello
podría conllevar. Su carácter temporal no ha de ser
incompatible con el acceso a la condición de perma-
nente que —y hay que señalarlo— resulta sumamente
beneficioso para el conjunto de las Fuerzas Armadas,
ya que permite atender necesidades de la defensa
teniendo en cuenta su especial formación, preparación
y experiencia. Dentro del personal con compromiso
temporal, los militares de tropa y marinería, que com-
ponen la mayor parte, han sido potenciados por la ley
con un conjunto de medidas en relación con la promo-
ción interna, formación y reinserción laboral; medidas
que no tienen una extensión suficiente para los milita-
res de complemento.

En relación con las enmiendas presentadas, la firma-
da por el Grupo Socialista rompe, a nuestro juicio, el
equilibrio que mantiene nuestra legislación en materia
de personal de Fuerzas Armadas y no podemos admi-
tirla en ninguno de sus dos párrafos. El primero por
cuanto, aun no añadiendo nada al fondo de nuestro
texto, implica una aparente improvisación que en nin-
gún caso es admisible; antes al contrario, ya existe un
modelo planificado hasta 2014 en el que va a incidir de
manera clara la proposición no de ley del Grupo Popu-
lar si finalmente merece la aprobación de la Cámara.
En referencia al segundo párrafo de la enmienda del
Grupo Socialista y también al primer apartado de la
presentada por el Grupo Mixto, consideramos que uti-
lizar el recurso de la prórroga, expresa o tácitamente,
no haría sino empeorar la situación con el transcurso
del tiempo ya que, en vez de encaminarnos hacia los
objetivos de proporción entre cuerpos y escalas, supon-
dría un revés para el modelo adoptado, puesto que dila-
taría el tiempo de aplicación de una norma que es abso-
lutamente exigible, inevitable y necesaria; además de
producir agravios para cuantos no quedaran beneficia-
dos por la misma, nos conduciría al envejecimiento de
la escala, que es exactamente lo contrario al fin perse-
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guido. Del mismo modo, el segundo apartado de la sus-
crita por el Grupo Mixto tampoco puede ser atendido,
por cuanto el punto segundo de nuestra proposición no
de ley resuelve de forma más clara la misma intención.

Respecto a la enmienda del Grupo Parlamentario
Catalán, le ofrecemos una enmienda transaccional que
evita el defecto fundamental de su texto de atentar con-
tra el principio de igualdad, del que deberíamos ser los
máximos valedores en esta Cámara, y que paso segui-
damente a leer: Potenciar la ejecución de convenios con
empresas y organizaciones empresariales y la realiza-
ción de cursos de formación específicos que posibiliten
la inserción en el mercado laboral de los militares de
complemento que finalicen su relación de servicios con
las Fuerzas Armadas y preferentemente de aquellos
que, en virtud de lo dispuesto en el artículo 91 y en la
disposición adicional cuarta de la Ley 17/1999, de 18
de mayo, de Régimen de Personal de las Fuerzas Arma-
das, lo hagan a partir del 31 de diciembre y a lo largo
de los dos años próximos. Creemos que dicha transac-
cional enriquece nuestra iniciativa, respetando su espí-
ritu y el principio de igualdad, y esperamos que sea
acogida por el Grupo Parlamentario Catalán.

Para concluir nuestra valoración sobre las enmien-
das presentadas, consideramos que carecen de una
visión global, visión global de la que hasta ahora había
hecho gala el Grupo Socialista. También he de señalar
que adolecen de poner en relación los intereses del
colectivo con los del resto del personal y con la exigi-
ble adecuación de los medios a los fines. Asimismo, no
existe una ponderación que en justicia permita mante-
ner un equilibrio entre los derechos de los militares en
su conjunto y, más que integrar a un colectivo, agravia
al resto. Si las medidas que proponen chocan frontal-
mente con el modelo actual, deberíamos preguntarnos
si lo que pretenden es cuestionar el modelo.

A la vista de todo lo expuesto, el Grupo Parlamenta-
rio Popular ha presentado esta iniciativa, que es pro-
ducto de un análisis reposado y riguroso en el que
hemos estudiado cada una de las demandas y las solu-
ciones que fueran compatibles con nuestra legislación
y con el modelo aprobado por todos, resultante del dic-
tamen de la Comisión mixta reflejado en la ley, con el
que estamos decididamente comprometidos y obliga-
dos. De ahí que las medidas que proponemos, fieles a
los principios generales del dictamen, mejoren notable-
mente las condiciones que actualmente ostentan. Con-
sideramos que el instrumento elegido, es decir una pro-
posición no de ley, sirve perfectamente para la finalidad
perseguida, puesto que su aprobación compromete
igualmente al Gobierno en su cumplimiento con las
reformas legales oportunas. No podemos admitir que
ello signifique una falta de voluntad suficiente. Del
contenido de la misma queda manifiesta la determina-
ción de este grupo por mejorar la situación de las per-
sonas que componen este colectivo, pues hay que asu-
mir que si, por una parte, el modelo exige la necesidad

de contar con un número de efectivos con una relación
de carácter temporal, por otra parte, la viabilidad del
actual modelo exige proporcionar a los militares de
complemento posibilidades reales de formación, pro-
moción y reinserción laboral, por dos razones, para ase-
gurar el reclutamiento necesario ofreciendo mayor
atractivo y por el deber moral de proporcionar un futuro
profesional aceptable, que satisfaga las aspiraciones
personales de quienes voluntariamente prestan servicios
en las Fuerzas Armadas de manera temporal, aportando
una formación de alto nivel y cubriendo necesidades
que son imprescindibles para el buen funcionamiento
de la defensa. Por tanto, hemos sido sumamente sensi-
bles a la situación de los militares de complemento par-
tiendo del aspecto humano que siempre subyace, y
desde esta base hemos tratado de presentar propuestas
que no menoscabaran el equilibrio que he señalado.

En consecuencia, estamos satisfechos de haber
hallado medidas que permitirán mejorar las condicio-
nes laborales y que permitirán sobre todo una mayor
proyección profesional, y en consecuencia personal, de
forma que quienes quieran tengan posibilidades reales
de promoción interna. Sería incongruente que esto sig-
nificara la reserva de una plaza para cada uno de los
miembros que van cesando en su relación, es decir que
terminan su relación, porque no consideramos justifi-
cada la terminología que ha sido utilizada de manera
maniquea. Términos como echar, despedir o expulsar
no se corresponden con la verdad, que no es otra que
reconocer que toda relación laboral que no es perma-
nente tiene una fecha de finalización cierta y asumida,
de modo que el que suscribe un compromiso con las
Fuerzas Armadas conoce a priori el término del mismo.

Dicho esto, en la medida en que las plantillas lo per-
mitan, este grupo es partidario de aumentar progresiva-
mente el número de plazas de promoción interna para
los militares de complemento. Somos conscientes de
que el ministerio está realizando un esfuerzo en este
sentido, como lo prueba el hecho de que las plazas para
promoción interna de los militares de complemento
han experimentado el mayor crecimiento de la oferta
para este año, un 68 por ciento. Nosotros instamos al
Gobierno a que siga con este incremento hasta alcanzar
el 20 por ciento fijado, lo que permitirá que la mayor
parte de estos militares pueda aspirar a una plaza. Sin
embargo, por todo lo expuesto, también somos cons-
cientes de que una parte pequeña no podrá permanecer,
ya porque desee dejar las Fuerzas Armadas —que es
posible—, ya porque no conquistó la plaza o porque no
optó por la misma, pues hay que lamentar que queden
plazas desiertas en determinados cuerpos, lo cual acon-
seja que el ministerio provea fórmulas que impidan esta
situación de desaprovechamiento de plazas destinadas
a la promoción interna.

Para quienes no permanezcan, la proposición contie-
ne una serie de medidas que faciliten su salida laboral
si no cuentan con alternativas. En este sentido, habrá
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que ofrecer mayor grado de formación a los que se
encuentran en la última etapa del compromiso suscrito,
especialmente en los cuerpos generales. Así, propone-
mos dos vías que potenciarán alternativas para aquellos
que cesan; una, hacia la Administración general del
Estado, de manera especial donde mejor puedan seguir
ofreciendo su especial preparación y formación, en par-
ticular, dentro del propio Ministerio de Defensa o
Guardia Civil; medida que se completa con la conside-
ración como mérito del tiempo de servicios prestados,
que redundará en mayores y mejores oportunidades.
Otra dirigida hacia el sector privado, que se concreta en
una iniciativa innovadora y que posibilitará una fuente
de ofertas de empleo mediante la creación de un bolsa
de trabajo a través de convenios que el ministerio sus-
criba con empresas o con organizaciones empresaria-
les. Además, la proposición no de ley incluye un mayor
acceso a cursos de especialización, lo que mejorará su
formación y con ello aumentará también sus posibili-
dades de futuro.

Por último, en coherencia con la política que mantie-
ne el Partido Popular y su Gobierno en materia de con-
ciliación de vida familiar y laboral implementando la
igualdad hombre-mujer, instamos al Gobierno a elimi-
nar los posibles obstáculos que puedan impedir la
igualdad de condiciones en todo lo concerniente a prue-
bas de acceso, promoción y formación.

Para concluir, señora presidenta, señorías, el objeti-
vo de esta iniciativa es aumentar y mejorar las oportu-
nidades de promoción, formación y reinserción laboral
para todos los militares de complemento como parte
esencial de nuestras Fuerzas Armadas, de forma y
manera que reciban una valoración suficiente por el
servicio tan importante que realizan, a la vez que ofrez-
ca un valor añadido de atractivo que asegure los efecti-
vos necesarios. Conjugar justicia con seguridad ha sido
el fin que, modestamente, consideramos se ha alcanza-
do con esta iniciativa que he tenido el honor y la satis-
facción de presentar.

Muchas gracias. (Aplausos.)

La señora PRESIDENTA: Muchas gracias, señor
Campoy.

Para la defensa de las enmiendas presentadas a esta
proposición no de ley tiene la palabra, en primer lugar, por
el Grupo Parlamentario Socialista, el señor Moragues.

El señor MORAGUES GOMILA: Gracias, señora
presidenta.

El Grupo Popular nos presenta hoy para su debate
una interesante iniciativa dirigida al colectivo de oficia-
les de complemento de nuestras Fuerzas Armadas. No
estoy tan convencido de que la urgencia en presentar su
propuesta y el marco elegido para su debate —el Pleno
de este Congreso de los Diputados— sea lo mejor para
poder acercar posiciones, intercambiar opiniones y,
algo siempre conveniente cuando hablamos de temas

de personal militar, acordar un texto que satisfaga los
distintos puntos de vista que hasta el momento se
defienden en el interior de la Comisión de Defensa.
Digo esto, señorías, porque desde el grupo que repre-
sento no compartimos la manera en que se ha inducido,
preparado o impulsado este debate que tenemos hoy.
Todos los miembros del Grupo Popular de la Comisión
de Defensa saben muy bien que existen varias iniciati-
vas en comisión y en Pleno que persiguen el mismo fin
que hoy se nos propone. Quiero recordar que nuestro
grupo, a inicios del mes de octubre, presentó una pro-
posición no de ley sobre el apoyo a la promoción pro-
fesional de los militares de complemento sustancial-
mente parecida en esencia, y algunas veces también en
presencia, a la que hoy discutimos.

¿Por qué he dicho que no compartimos maneras si
podríamos estar de acuerdo en buena parte de lo que
hoy se nos propone? Muy sencillo, señorías, porque el
portavoz del Grupo Parlamentario Popular sabe perfec-
tamente que, así como hemos estado meses mantenien-
do contactos sobre cuál podría ser el procedimiento y
el contenido de una propuesta para intentar solucionar
o al menos paliar alguno de los problemas que el colec-
tivo de oficiales de la escala de complemento tiene hoy
planteados, esperábamos algún gesto o alguna invita-
ción para que se pudiera concitar un acuerdo mayorita-
rio a partir de la propuesta del Grupo Popular. Tan es
así, que nuestro grupo nunca quiso forzar el debate de
nuestra propuesta, a pesar de llevar, como he dicho
antes, más de siete meses presentada a la espera de
poder alcanzar, en el momento oportuno, un acuerdo de
base. Cuando, finalmente, el Grupo Popular dispone
del texto —me consta que trabajosamente negociado
con el Ministerio de Defensa—, se nos descuelga con
su rápida inclusión en el Pleno, sin darnos ninguna
opción al acuerdo ni tan solo a producir un debate o un
cambio de opiniones con los otros grupos.

No nos parece la mejor forma para que todos poda-
mos trabajar, aportar y reflexionar sobre temas como el
que hoy nos ocupa, sin que olvidemos ni por un
momento, señores del Grupo Popular, al menos para
este portavoz que les habla, la importancia que tienen
sus propuestas porque son las únicas que tienen garan-
tía de permanencia, las únicas que podrían solucionar,
si quisieran, los problemas que están planteados, por-
que cuentan con la fuerza de los votos necesarios para
ello. Señoras y señores diputados, esto es agua pasada
y debemos continuar, pero he creído conveniente dejar
constancia de nuestro malestar por unas formas de pro-
ceder que no nos han parecido las más adecuadas.

Con relación a la proposición objeto de debate, he de
decirles, en primer lugar, que la exposición de motivos
contiene, a mi entender, una importante inexactitud 
—quiero pensar que es esto— cuando recuerda que,
tras diversos avatares legislativos, la Ley 17/1999 supu-
so un cambio radical, ya que esta posibilitó el acceso
de los oficiales de complemento a la condición de per-
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manente. Sencillamente esto no es así. La Ley 17/1989
de Régimen Jurídico del Militar Profesional, en su
artículo 105, apartado 3, reconoce la posibilidad de que
los militares de empleo, como se llamaba entonces a
los que ahora conocemos como oficiales de comple-
mento, pudieran establecer una relación de servicios de
carácter profesional permanente, aunque ésta solo era
posible a través de la enseñanza militar de formación
prevista, porque —esto también lo dejaba muy claro la
Ley 17/1989— los militares de empleo prestaban sus
servicios con una relación de carácter profesional no
permanente, y pertenecer a estas escalas no significaba,
ni ha significado nunca, que fuese una puerta de acceso
para la permanencia por muy buenos profesionales que
todos estos militares puedan ser, que me consta lo son.

Actualmente, la Ley 17/1999 abunda en lo dicho al
remitir en su artículo 43, apartado 3, a que los militares
de complemento, para acceder a una relación de servi-
cios de carácter permanente, tendrán que optar por
ingresar en los centros docentes militares de formación.
Es más, quiero recordar, asimismo, que la Ley 17/1989,
que tuvo entre otros cometidos el de implantar un
nuevo modelo de Fuerzas Armadas introduciendo
importantes cambios en la estructura de sus cuerpos y
escalas, se preocupó muy mucho de la situación de este
colectivo de cuadros de mando no permanentes e inten-
tó resolver, mediante un proceso de excepción, la cues-
tión de los militares de empleo permitiendo su integra-
ción automática a los que llevaban más de seis años y
el acceso a la condición de militar de empleo, que se
creaba con esta ley, a los que llevaban menos tiempo.
Aunque también es verdad que tanto la Ley 17/1989
como la Ley 17/1999 han creado una extensa casuística
en los tribunales, donde continúan dirimiéndose recla-
maciones sobre derechos presumiblemente conculca-
dos por esta legislación que afecta también a nuestro
colectivo de oficiales de complemento.

Me he permitido esta digresión, señorías, para decir
ante la Cámara que nuestro grupo, que estuvo de acuer-
do con el concepto de no permanencia de los oficiales
de empleo en la Ley de 1989, continúa manteniendo la
misma postura sobre la no permanencia para los oficia-
les de complemento en el año 2002, con una nueva ley
impulsada por el nuevo Gobierno conservador en 1999.
En este sentido, compartimos planteamiento con el
grupo mayoritario, pero no podemos estar satisfechos
con el texto resolutivo que se nos presenta, puesto que
no hace más que reiterar, y de forma igualmente vapo-
rosa, es decir, sin compromisos tangibles, lo que en
múltiples ocasiones han declarado altos cargos del
ministerio, ministro incluido, y que nunca se ha cum-
plido. A saber, que el ministerio debe impulsar para los
militares no permanentes procedimientos que sirvan
para que, al finalizar su compromiso con las Fuerzas
Armadas, los militares de complemento que no hayan
optado por alguna de las plazas de promoción interna
puedan volver a la sociedad civil con las menores difi-

cultades, o mejor dicho, con las mayores ventajas posi-
bles tras haber dejado en los ejércitos los mejores años
de su vida. Este es el compromiso, incluso con carácter
normativo y en vigor, que se tiene con estos militares y,
por no haberse cumplido, debe encontrarse una solu-
ción; solución que, siento decirlo, no es la que nos pre-
senta el Grupo Popular porque la suya no es una solu-
ción global y, al no ser global, es injusta, porque
discrimina, máxime cuando las medidas que se propo-
nen y las previsiones ya contempladas por la norma
eran obligaciones de la Administración con estos pro-
fesionales; medidas y obligaciones que ya no podrán
aplicarse a los militares de complemento que finalizan
su compromiso a partir de este mismo año y que difí-
cilmente podrán aplicarse a los que en los inmediatos
años deberán proceder a su baja en los ejércitos. De ahí
el contenido de nuestra enmienda, por mucho que el
portavoz del Grupo Popular nos acuse de que nuestra
enmienda no tiene visión global. Al contrario, nuestra
enmienda quiere tener en cuenta todas las promocio-
nes, incluidas las primeras, las que terminan su com-
promiso el 31 de diciembre de 2002, que ustedes, en su
propuesta, no tienen en cuenta. De ahí que en nuestra
enmienda propongamos, en primer lugar, la prórroga
hasta el 31 de diciembre de 2006 de todos los compro-
misos de los militares de complemento que finalicen
antes de esta fecha, para que también ellos puedan ser
beneficiarios de las medidas que el Ministerio de
Defensa deberá articular en cumplimiento del acuerdo
que hoy saldrá de esta Cámara y que nos propone el
Grupo Popular.

La otra medida que proponemos es que, de una vez
por todas, con la máxima urgencia posible y para que
todos puedan conocer las posibilidades futuras de acce-
so y de promoción, se establezca un modelo genérico
de provisión de plazas en las Fuerzas Armadas, con la
planificación a medio plazo de las plazas para el acceso
a militar de complemento y de las de promoción inter-
na reservadas a estos para el acceso a las escalas de
militares de carrera, de forma que todos conozcan
desde el primer día de su permanencia en las Fuerzas
Armadas cuáles son las previsiones y las posibilidades
de ser militares de carrera. Esto tampoco es ninguna
novedad, sino la reiteración de una previsión estableci-
da por la Ley 17/1999 en su artículo 21.1, que tampoco
ha cumplido el Gobierno, por mucho que el portavoz
del Grupo Popular nos diga que tienen modelo hasta 
el 2014. No es verdad; es verdad que tienen un modelo,
pero no un modelo de provisión de plazas. Tan es así
que, a preguntas del diputado que les habla, el Gobier-
no contestó, con fecha 21 de mayo de 2001, que era
intención del Ministerio de Defensa aprobar el modelo
genérico de provisión de plazas dentro del segundo
semestre de 2001 y, que yo sepa, hasta el momento no
se ha hecho nada.

En resumen, señorías, la problemática que se plantea
a los componentes de la escala de complemento en la
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mayoría de sus extremos es en mucha parte consecuen-
cia de la inoperancia del Ministerio de Defensa. Si
hubiera cumplido lo previsto en la legislación y se
hubieran hecho realidad algunas de las intenciones que
en su momento se explicitaron por parte de sus respon-
sables, hoy no se verían en la situación en que se
encuentran.

Por nuestra parte, tengo que decir que si no se acep-
tan nuestras enmiendas —como creo que va a pasar—
no podremos votar afirmativamente el contenido de
esta proposición, a pesar de que, como ya he dicho
anteriormente, podamos compartir el tenor de su texto
resolutivo.

Para terminar, sólo me queda lamentar que de las
palabras dichas por el portavoz del Grupo Popular en la
sesión de la Comisión de Defensa del día 8 de mayo,
cuando se pronunció por negociar las enmiendas que
los grupos pudieran presentar y a lo que nos animó rei-
teradamente, nada más se supo —al menos, este porta-
voz nada más supo—, por lo que quiero manifestar
públicamente la voluntad de nuestro grupo parlamenta-
rio de participar, si ello fuera posible, en hallar una
solución especial para estas primeras promociones de
oficiales de complemento, para quienes difícilmente
pueden ser de aplicación las soluciones que puedan
encontrarse hoy o mañana, o lo serán en peores condi-
ciones que para el resto de componentes de la escala de
oficiales de complemento.

Nada más. Muchas gracias. (Aplausos.)

La señora PRESIDENTA: Muchas gracias, señor
Moragues.

Para la defensa de las enmiendas del Grupo Parla-
mentario Mixto, tiene la palabra el señor Rodríguez.

El señor RODRÍGUEZ SÁNCHEZ: Gracias, seño-
ra presidenta.

Conviene recordar que en el año 1989 se creó la figu-
ra del militar de empleo, categoría de oficial, como una
forma de interrelacionar la sociedad y las Fuerzas
Armadas y como una forma también de utilizar a un
personal cualificado de tipo universitario para que, de
forma dúctil y versátil, pudiese desempeñar determina-
do tipo de funciones y actividades en las Fuerzas Arma-
das. Fue en el año 1991 cuando estos oficiales militares
de empleo llegaron a realizar sus cometidos a las pri-
meras unidades y pudieron comprobar que había un
claro vacío legal al respecto. En 1994 se desarrolló un
reglamento que no venía más que a delimitar las fun-
ciones y a crear además las perspectivas de la figura
que se había propuesto en la Ley de 1989. Así, este
reglamento dice textualmente: La consecución del fin
perseguido se ve facilitada con la implantación de un
sistema que dé respuesta favorable a las aspiraciones
personales de promoción y estabilidad en el empleo
proporcionando oportunidades claras de acceso a mili-
tar de carrera mediante la ampliación al máximo de los

cuerpos y escalas a los que pueden acceder por este sis-
tema y facilitando la realización de estudios y la obten-
ción de títulos que, además de permitir el cambio de
cuerpo al que complementa, facilite la reincorporación
a la vida civil.

Obsérvese que el reglamento dice específicamente
un claro acceso a la carrera militar. De todas maneras
pasados los años, cuando llega la Ley 17/1999, en rela-
ción con la profesionalización de las Fuerzas Armadas,
se vuelve otra vez a la denominación de oficiales de
complemento, precisamente para completar las escalas
de oficiales, y de nuevo se promete una integración
clara en el ejército o bien un acceso o vuelta a la vida
civil en condiciones óptimas.

Pues bien, señorías, nos encontramos con que 900
profesionales del ejército se pueden encontrar, a partir
del 31 de diciembre de este año, con que poco a poco
tendrán que volver a sus casas, a pesar de que es obvio
que el ejército español necesita más personal. De esta
forma, las personas que hayan cumplido 38 años de
edad o tengan 12 años de servicio en activo verán que
tienen que volver a la vida civil a pesar de que ninguna
de las promesas se ha cumplido. En efecto, llevamos 11
años en que prácticamente no hubo vacantes para su
ingreso como militares de carrera, por lo menos de
forma clara y notoria y como se podría haber hecho; en
segundo lugar, no se realizaron los cursos debidos para
que se pudiese volver a la vida civil en condiciones
óptimas y, en tercer lugar, no se dieron facilidades para
integrarse en la vida civil a través de cualquier otro tipo
de proceso.

Es por eso que nos encontramos en un momento en
el que caben tres posibilidades, dos de ellas lógicamen-
te inasumibles para el Bloque Nacionalista Galego.
Una de ellas es irse a casa y aceptar las consecuencias
de una interpretación totalmente errada, y diríamos que
interesada, de la ley. La segunda es lograr una prórroga
de las condiciones actuales mientras no se logre una
inserción laboral mayoritariamente en otros órganos de
la Administración civil del Estado, como viene a pro-
poner en cierta manera el Partido Popular. Una tercera,
que es la que defiende el Bloque Nacionalista Galego,
sería la modificación de la ley vigente para que los que
lo soliciten puedan ser militares de carrera al superar
un curso de adaptación. Defendemos esta posición no
solamente por motivos humanos —los muchos de estos
militares que pueden tener mujeres e hijos especial-
mente y que pueden acabar sin oficio ni beneficio a una
edad ya avanzada—, sino porque nos parece coherente
no solamente con el espíritu del reglamento citado, que
desarrolló la Ley de 1989, sino también con las prome-
sas de la Ley de 1999, porque no se atenta a la profe-
sionalización del ejército y porque pensamos además
que están desempeñando funciones para las que están
perfectamente capacitados. Es por esto que hemos
registrado una proposición de ley, en la línea que aca-
bamos de defender, para modificar la Ley 17/1999.
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Estas modificaciones parten de un concepto de militar
profesional que engloba a los militares de carrera que
constituyen los cuadros de mando con una relación de
servicios de carácter permanente, a los militares de
complemento que completan los anteriores con una
relación de servicios de carácter temporal, que puede
transformarse en permanente cumpliendo determina-
dos requisitos, y a los militares profesionales de tropa y
marinería que constituyen los efectivos de esta catego-
ría de los ejércitos que mantienen una relación de 
servicios de carácter temporal y, al igual que los milita-
res de complemento, su relación de servicios puede
transformarse en permanente cumpliendo determina-
dos requisitos.

Por otra parte, también pensamos que hay que hacer
una nueva definición de los cuerpos y escalas, así como
de los cometidos de sus miembros y las funciones que
ejercen, con el objetivo de buscar una mayor permeabi-
lidad entre las diferentes escalas. Aquí cabría precisa-
mente la integración de los afectados de los que hoy
estamos hablando.

Por todo ello hemos presentado dos enmiendas de
modificación, en concreto a los apartados 1 y 2 de la
proposición no de ley del Grupo Popular, en el sentido
de acabar con las vaguedades, asumir las responsabili-
dades del Gobierno en la esfera del Ministerio de
Defensa y, por supuesto, nada tenemos en contra de que
se busquen soluciones para la vida civil tanto en la
empresa privada como en la Administración pública,
pero queremos que quede claro, primero, que se debe
de suspender cualquier tipo de proceso de cese de los
militares de complemento de origen universitario que
cuenten con 38 años o doce de servicio activo en las
Fuerzas Armadas, primer tipo de compromiso; y segun-
do compromiso, proceder a las reformas reglamenta-
rias oportunas y, en su caso, proponer las legales nece-
sarias para garantizar procesos de promoción interna
que supongan la integración real como militares de
carrera de los militares de complemento de proceden-
cia universitaria que deseen permanecer en activo en
las Fuerzas Armadas.

Nada más y muchas gracias.

La señora PRESIDENTA: Muchas gracias, señor
Rodríguez.

Para la defensa de la enmienda presentada por el
Grupo Parlamentario Catalán de Convergència i Unió,
señor Companys.

El señor COMPANYS SANFELIÚ: Muchas gra-
cias, señora presidenta.

Señoras y señores diputados, en primer lugar, tengo
que felicitar al Grupo Popular por su rapidez en presen-
tar y debatir esta propuesta, que analizaremos a lo largo
de esta mi primera intervención.

Hay dos temas importantes y que quedan claros: que
efectivamente el Grupo Parlamentario Popular es cons-

ciente de que existe un problema en el ejército por lo
que se refiere a la continuidad de algunos colectivos y
que parece que ha estudiado el tema y quiero entender
que está buscando una solución, aunque vista la transac-
ción que me han hecho llegar, estoy dudando de si real-
mente quiere resolver el problema de una forma clara.

De todas formas, si nos ceñimos a la proposición no
de ley, hay que destacar varios aspectos. En la propia
exposición de motivos —que como saben SS.SS. no se
vota pero que sirve para expresar la voluntad del legis-
lador— de una forma absolutamente clara, después de
explicar que la modificación de la Ley 17/1999 supuso
un cambio radical que posibilitó el acceso de oficiales
de complemento a la condición de permanentes, se
dice: el acceder a la condición de permanentes median-
te el correspondiente proceso de promoción interna no
sólo es aconsejable, sino que resulta beneficioso para el
conjunto de las Fuerzas Armadas. Repito, no sólo es
aconsejable, sino que resulta beneficioso para el con-
junto de las Fuerzas Armadas.

En el punto 2 de la proposición no de ley existe un
claro mea culpa que a mi entender les honra, porque no
es normal que se reconozcan las propias deficiencias
cuando de una forma clara se afirma que una de las prin-
cipales reivindicaciones que están haciendo al Gobierno
—dice textualmente— es que lleve a cabo una política
de promoción interna efectiva que facilite concurrir a
las correspondientes pruebas a todos los militares de
complemento que deseen la integración permanente en
las Fuerzas Armadas, en la mayor proporción posible
que las plantillas reglamentarias permitan.

¿Cuál es el problema? Que si los oficiales de com-
plemento quieren ser militares de carrera sólo tienen la
posibilidad de promoción interna, vía que en realidad
prácticamente no ha existido, como claramente se reco-
ge en la proposición no de ley.

En aplicación de la disposición adicional cuarta de
la Ley 17/1999, a partir del 31 de diciembre de 2002 y
a lo largo de los próximos dos años cesarán su relación
con el ejército alrededor de 140 oficiales, que además
no podrán presentarse a los procesos selectivos porque
algunos tendrán más de 37 años. ¿Qué pretende el
ministerio? Disponer de gente joven técnicamente bien
preparada, cuya formación no le haya costado nada,
con unos sueldos pequeños y disponer de ellos en los
mejores años de su vida para, luego, a los 37 años, si te
he visto, no me acuerdo. Personalmente creo que es
uno de los hechos que más negativamente han influido
en la captación de soldados profesionales. Pero como
entendemos que la voluntad del legislador en la 
Ley 17/1999 no se cumplió por lo que se refiere a 
las reales posibilidades de promoción, creemos que se
ha cercenado un derecho personal. Como consecuencia
de ello, hay que poner en marcha los mecanismos ade-
cuados para permitir la integración de forma efectiva
del mayor número de oficiales de complemento en las
Fuerzas Armadas. El Gobierno debería de articular
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mecanismos adecuados para impulsar cursos de forma-
ción para el acceso a los cuerpos y escalas que comple-
menten a los oficiales que cesen en su relación de servi-
cio en los próximos dos años, establecer un porcentaje
de plazas de promoción interna que permitan mantener
al máximo este potencial de recursos humanos al servi-
cio de las Fuerzas Armadas, así como evitar, a través de
las normativas adecuadas, que los colectivos que real-
mente no han tenido los mecanismos de promoción
profesional y estabilidad en el empleo que les recono-
ció la legislación anterior se vean obligados a abando-
nar las Fuerzas Armadas. Por ese motivo, hemos pre-
sentado una enmienda de adición que es absolutamente
light, absolutamente de mínimos, con la voluntad de
encontrar un consenso que abra la luz a ese colectivo.

Después de la intervención del portavoz del Grupo
Parlamentario Popular, es difícil que nuestra enmienda
pueda prosperar. Entendemos que la transacción que
nos ofrece está pensada más en la recolocación que en
la continuidad. Para recolocación ya tenemos al INEM.
En todo caso, yo intervengo a favor de la vocación de
gente en las Fuerzas Armadas. Muchas gracias, señora
presidenta, muchas gracias señoras y señores dipu-
tados. (El señor Mardones Sevilla pide la palabra.)

La señora PRESIDENTA: Muchas gracias, señor
Companys.

Por el Grupo Parlamentario de Izquierda Unida,
tiene la palabra el señor Alcaraz.

Un momento, señor Mardones, porque parece ser
que hay una enmienda presentada por el Grupo Parla-
mentario de Izquierda Unida.

El señor ALCARAZ MASATS: Con la venia, seño-
ra presidenta. 

Señorías, el Grupo Parlamentario Federal de Izquier-
da Unida ha presentado una enmienda de sustitución
—que se ha traspapelado, por cierto, pero que aparece-
rá para la votación— a la proposición no de ley del
Grupo Parlamentario Popular. En el debate sobre la
reforma de la Ley 17/1999 nosotros no retiramos las
enmiendas que se referían a los cabos primeros y mili-
tares de complemento, no lo hicimos a pesar de un cier-
to compromiso que en el seno de la Comisión emitió el
portavoz del Grupo Parlamentario Popular; un cierto
compromiso nada más porque utilizó el verbo estudiar
varias veces pero nunca el verbo solucionar en el marco
del debate, en función de los términos que allí se esta-
ban utilizando por los enmendantes, que éramos sólo el
Grupo de Convergència i Unió y el Grupo Parlamenta-
rio Federal de Izquierda Unida. Fuimos, eso sí, vapule-
ados varias veces porque se nos decía que una ley de
reforma de la Ley l7/1999 que afectaba sólo a la inte-
gración de los inmigrantes en el ejército no teníamos
por qué reformarla desde otro punto de vista. Primero,
dijimos que el Reglamento nos amparaba perfectamen-
te, y segundo, que nos parecía un tema de justicia que
el ejército no había cumplido y tenía que cumplir, y que

por eso manteníamos la enmienda. Por cierto, aprove-
cho para saludar a los afectados, porque están dando
una batalla que nos parece absolutamente justa, que
comprendemos y que estamos avalando desde nuestra
numéricamente modesta posición.

Se ha demostrado que el Grupo Popular no quería
solucionar el problema, no lo va a solucionar en los
términos justos en que debiera solucionarlo. Por eso
mantenemos esa enmienda, que esperemos que sea
votada, aunque ya sabemos la posición del grupo
mayoritario, que con su mayoría absoluta va a macha-
car esta posibilidad.

Estamos tratando un problema que afecta a algo
menos de un millar de hombres y mujeres españoles
diplomados y licenciados universitarios a los que las
Fuerzas Armadas hace unos años llamaron para que
con su trabajo contribuyeran al sostenimiento de un
servicio público. Esto no es una razón de familia, de
herencia, de quiénes son los militares y quiénes no, esto
es un servicio público y estos hombres y mujeres han
cumplido de manera adecuada. El hecho de que esté
ocurriendo esto demuestra una vez más la falta de pro-
yecto del Partido Popular, la falta de modelo de ejérci-
to. No sólo tiene un modelo de ejército mal dimensio-
nado, el compromiso que realiza con los soldados
profesionales no sólo es malo, ambiguo, incierto y la
gente o no entra o se va, sino que en un momento en
que no se cumplen las expectativas con respecto al
número de soldados profesionales que tienen que
ingresar, en un momento en que hay una pérdida cuan-
titativa y cualitativa en el ejército, se pierde también,
por una falta de solución, de decisión y de apoyo a un
modelo racional por parte del Partido Popular, una can-
tidad y sobre todo una calidad de gente en las Fuerzas
Armadas que debieran estar ahí mejorando ese modelo
y mejorando las Fuerzas Armadas de España. Las Fuer-
zas Armadas no han cumplido con estos cientos de
mujeres y hombres españoles pues no les han permiti-
do acceder como militares de pleno derecho a la carre-
ra militar ni se les ha formado adecuadamente para
reinsertarse en el mercado laboral. Basta comprobar el
ridículo número de militares de complemento a los que
se les ha permitido integrarse como oficiales de pleno
derecho de las Fuerzas Armadas, o la ausencia total de
cursos de formación y capacitación profesional. Eso no
lo puede negar el Partido Popular. Hay aquí un fracaso
serio, un incumplimiento muy serio, una falta de pala-
bra. Se está jugando con la gente. No sólo se está
jugando con los soldados profesionales, con ese com-
promiso incierto e ilegal que suscriben, sino que, a
nuestro juicio, se está jugando con esta gente. Este
ensañamiento con los militares de complemento es
incomprensible en un contexto en el que las Fuerzas
Armadas profesionales no terminan de cumplimentar
su diseño, su futuro. Y no valen negaciones de la reali-
dad, compañeros de Cámara; no valen porque no tienen
aval racional. A este colectivo se les ha exigido sus
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obligaciones profesionales de manera estricta y, sin
embargo, no se ha cumplido en las Fuerzas Armadas
con sus derechos. No se ha respondido, no ha habido la
contraprestación lógica y leal que tiene que haber, es
decir, el acceso a una carrera militar y/o la formación
profesional para la reinserción laboral. No se ha cum-
plido. Y ahora se intenta hacer una redacción que
invierte la lógica de las cosas, la lógica del compromi-
so y que rompe la lealtad.

El señor Trillo creía que esto iba a pasar desapercibi-
do, pero al enmendar tanto Convergència i Unió como
el Grupo Federal de Izquierda Unida, el Grupo Popular
ha visto esta presión parlamentaria y también mediáti-
ca que se ha interpuesto en su camino y por eso esta-
mos viendo aquí hoy esta proposición no de ley que va
a arreglar algunas cosillas, algunos matices, con comi-
llas, pero que no entra en el fondo de la cuestión. El
Grupo Popular se ha visto obligado a presentar este
tema por estas circunstancias de la presión parlamenta-
ria a la que me acabo de referir. Sea como fuere, es evi-
dente que los cabos primeros y los militares de comple-
mento están en una mala situación por falta de
sensibilidad del Partido Popular. Es evidente que las
administraciones anteriores —y no sólo la que ahora
ostenta el poder político— tampoco han sido sensibles
a esta presión legal, leal y lógica que han hecho estos
cuerpos de complemento y de cabos primeros. Parece
que nunca se les ha aceptado dentro de las Fuerzas
Armadas por eso del pedigrí militar y, al final, se les ha
buscado una salida que no es lógica ni adecuada y a la
que nos oponemos.

La proposición no de ley del Partido Popular es lo
mínimo que se despacha en botica, lo mínimo que
podían hacer; pero un mínimo que no cubre ninguna de
las esperanzas ni reivindicaciones de los militares de
complemento, porque en ella se pierden de vista
muchas cosas. Los militares de complemento tienen,
antes que nada, señores del PP, derecho a una carrera
militar plena; esto en primer lugar, este es el primer
derecho: el acceso a una carrera militar en plenitud de
derechos. Sólo en su defecto, en segundo lugar y de
manera muy subsidiaria —en caso de que se rechace la
posibilidad anterior con motivos bien argumentados—,
tienen derecho a la formación profesional adecuada
para su reinserción en el mercado privado civil. Pero el
proceso no funciona en sentido contrario; no es justo
que lo haga, como ocurre en la moción que presenta el
Partido Popular. No se trata de mandar al mercado pri-
vado o civil a los que sea y que se puedan integrar en la
carrera militar sólo unos pocos en condiciones que no
creemos aceptables. De hecho, lo que demanda la legis-
lación en vigor es exactamente lo contrario, lo mismo
que demanda el sentido común y la cultura del servicio
público. Porque estamos ante un servicio público; por
mucha metafísica que quieran ustedes echarle al ejérci-
to, este es un servicio público más. Dejémonos de his-
torias, arrogancia y demás; esto es un servicio público

y hay que cumplirlo como tal: hay que aprovechar al
máximo unos recursos humanos formados con dinero
público para el servicio público. Hemos formados con
dinero público unos recursos humanos de calidad y
ahora les decimos: puerta. No es lógico y no es correcto.

Nuestra enmienda intenta solucionarlo sin obviar el
problema real. Pensamos que el problema debe solu-
cionarse en todos sus apartados con una enmienda de
sustitución, teniendo en cuenta, naturalmente, las con-
diciones a que acabo de referirme: el Congreso de los
Diputados insta al Gobierno de la nación a iniciar un
proceso de consolidación de puestos de trabajo en las
escalas de adscripción para todos los militares de com-
plemento que lo soliciten y que durante los años 2002,
2003, 2004, 2005 y 2006 resulten afectados por el
artículo 91.1 de la disposición adicional cuarta, aparta-
do segundo, de la Ley 17/1999. Instamos también a res-
petar todos los principios que en el proceso de consoli-
dación de los puestos de trabajo de los militares de
complemento hemos reseñado a lo largo del debate en
Comisión de la reforma de la Ley 17/1999.

Ustedes no van a responder con sensibilidad, no van
a responder con respeto a lo que hemos invertido con
dinero público en un servicio público; van a responder
con cicatería. No van a responder al trabajo que se ha
hecho, no van a responder al impacto en la calidad que
supondría no preservarlos para las Fuerzas Armadas
como servicio público; van a hacer una limpieza de
gente que merece estar en las Fuerzas Armadas y que,
en todo caso, merece una preparación para su reinser-
ción en la sociedad civil, cosa que tampoco se ha
hecho.

Muchas gracias.

La señora PRESIDENTA: Muchas gracias, señor
Alcaraz.

En nombre del Grupo Parlamentario de Coalición
Canaria, tiene la palabra el señor Mardones.

El señor MARDONES SEVILLA: Con la venia,
señora presidenta.

Señorías, en estos temas de colectivos profesionales,
sobre todo de los que están prestando un servicio al
Estado, a España, en la milicia, mi grupo ha mantenido
siempre el criterio de tratar de aunar las voluntades de
los grupos parlamentarios de la Cámara y venir con ini-
ciativas firmadas o presentadas por los diversos grupos
parlamentarios de la Cámara huyendo siempre de un
criterio unicista, que nosotros respetamos pero que no
practicamos porque entendemos que está condenado al
fracaso; tampoco venimos aquí a hacer una exhibición
de defensa de derechos legítimos pero con la perspecti-
va de que no se va a ganar.

El Ministerio de Defensa en estos momentos nos
plantea una política muy contradictoria. Acabamos de
aprobar en Comisión un proyecto de ley sobre la inte-
gración, la recepción en las Fuerzas Armadas de
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extranjeros, después de un debate en Pleno y que ahora
está camino del Senado. Con ello hemos hecho ya una
modificación de la Ley 17/1999, del régimen de perso-
nal de las Fuerzas Armadas, y resulta que nos viene
aquí una iniciativa para meter dentro de las Fuerzas
Armadas a personal de tropa y marinería extranjeros.
Metemos al Ministerio de Defensa en el jardín de solu-
cionar un problema laboral y de inmigración vía utili-
zación de las Fuerzas Armadas, cosa que ya tuvimos
ocasión de criticar aquí. Las Fuerzas Armadas no están
para eso. Pues bien, mientras se abren esas puertas a
personal extranjero de tropa y marinería, resulta que a
un personal vocacional, a lo que era y es la escala de
oficiales militares de complemento, se les dice que se
vayan de las Fuerzas Armadas por unas cuestiones
puramente reglamentarias. Esto tendrá que explicarlo
alguien porque si para tapar la carencia de demanda de
personal de tropa y marinería —que era la verdadera
razón de fondo de lo que está ocurriendo— se recurre a
traer extranjeros, ¿cómo se hace esta expulsión en
nuestros cuadros de oficiales cuando son hombres y
mujeres que han sabido compatibilizar una doble voca-
ción, la profesional correspondiente a su carrera o titu-
lación universitaria de origen con la vocación militar?
Es muy peligroso en una política de defensa olvidarse
de un valor de sus profesionales como es la vocación.
No están ahí solamente por una cuestión universitaria,
académica o de estudios, sino por una adscripción a un
nuevo valor profesional que exige vocación. Son tam-
bién ciudadanos de uniforme, como decíamos hace
pocas horas en el debate que teníamos sobre las asocia-
ciones militares. Lo que no se puede hacer es tratar de
resolver un problema que tiene que solucionar interna-
mente el Ministerio de Defensa endosándoselo a la
sociedad civil, al sector empresarial industrial del mer-
cado laboral. Esto no es Estados Unidos donde hay una
comunicación inmediata entre Fuerzas Armadas e
industria de defensa que absorbe a los profesionales
militares que por cuestión de edad reglamentaria tienen
que pasar a un servicio civil. No se puede poner en el
primer punto que se les facilite el tránsito al mercado
laboral civil. ¿Quién garantiza esto? ¿Cómo se puede,
con las dificultades que hay ya para emplear a personas
de edad, endosar esto a la sociedad civil? Tampoco se
puede endosar la solución del problema a las adminis-
traciones públicas porque en el punto 4 de la iniciativa
del Grupo Parlamentario Popular, que recojo porque
debe estar reflejando la teoría o doctrina que le han
impuesto en el Ministerio de Defensa, se viene a decir
que sea mérito para su ingreso en las administraciones
públicas. En el punto 5 se habla de Administración
general del Estado. Señorías, en estos momentos, la
creación de puestos de trabajo civiles corresponde a las
comunidades autónomas. El propio ministro de Admi-
nistraciones Públicas, señor Posada, ha dicho que hay
que reajustar las plantillas de los servicios centrales de
los ministerios porque han sido tantas las transferen-

cias hechas a las comunidades autónomas que el perso-
nal de los ministerios se ha quedado, por así decirlo,
sin nada que hacer; o se facilita su traslado a las admi-
nistraciones autonómicas o esto no funciona. ¿Qué
garantías hay para que los oficiales de complemento 
—que no están todos en Madrid, sino en las distintas
regiones militares que o bien coinciden unas y otras o
están superpuestas— puedan acceder a puestos de las
administraciones autonómicas? ¿Dónde está ese com-
promiso aceptado por las comunidades autónomas de
hacerse cargo de un personal procedente de las Fuerzas
Armadas? Es que la solución de este problema no se le
puede endosar ni al mercado laboral ni a las adminis-
traciones públicas de las comunidades autónomas. Por
tanto, resuélvase dentro del Ministerio de Defensa, que
tiene posibilidades de hacerlo.

Aquí se han hecho unas aportaciones, que mi grupo
quiere valorar, a través de las cuatro enmiendas, con la
que ha presentado últimamente el señor Alcaraz por el
Grupo de Izquierda Unida, que creo que tratan de solu-
cionar un problema que no admite demora en la medi-
da en que, como propone la enmienda socialista 
—nosotros estaríamos de acuerdo y lo apoyaríamos si
se hubiera aceptado por el Grupo Parlamentario Popu-
lar—, se lleve hasta el 31 de diciembre del año 2006
una prórroga para solucionar estos problemas persona-
les y profesionales. Nos parece también de sentido
común lo que ha planteado el Bloque Nacionalista
Galego, el señor Rodríguez, porque si tienen 38 años y
tienen 12 años de servicio en activo en las Fuerzas
Armadas, eso no se puede eliminar del patrimonio pro-
fesional que tienen nuestras Fuerzas Armadas, no se
puede eliminar a personas vocacionalmente adaptadas
a la cuestión militar.

De la iniciativa del Grupo Parlamentario Popular,
dejando aparte el punto 7 porque no tiene que ver nada
la conciliación familiar con estos problemas que esta-
mos planteando ahora, diría que votaría favorablemen-
te el punto número 2, porque si lo lee bien el Gobierno
(y creo que el portavoz del Grupo Parlamentario Cata-
lán de Convergència i Unió lo ha señalado al ver las
contradicciones que hay en la exposición de motivos,
que dedica más párrafos al tema de tropa y marinería,
que no tiene que ver nada con esto, salvo en lo que se
refiere a la contratación temporal) se daría cuenta que
no es de recibo comparar una situación de temporali-
dad en las Fuerzas Armadas, los tres años que se seña-
lan para tropa y marinería, con los años que lleva ya la
oficialidad de complemento. Vamos a buscarle una
lógica y un sentido a la política del Ministerio de
Defensa, que no puede despatrimonializarse. Ya está
bien de desguazar hospitales militares; ya está bien de
vender patrimonio militar, lo que no podemos encima
es enajenar el patrimonio humano profesional que tie-
nen nuestras Fuerzas Armadas, verdadera columna ver-
tebral de todo el sistema profesional vocacional que
tiene que existir ahí.



CONGRESO 21 DE MAYO DE 2002.—NÚM. 162

8201

El punto número 2 dice: Llevar a cabo una política de
promoción interna efectiva que facilite concurrir a las
correspondientes pruebas a todos los militares de com-
plemento que deseen una integración. Lo de deseen una
integración sobra porque el que no quiere integrarse de
sobra está, pero no creo que nadie con un título profe-
sional quiera cambiar un sueldo militar por irse a la
eventualidad de un sueldo civil, si es que están valoran-
do en ese momento el título de médico, abogado, inge-
niero, perito o aparejador. Esto desde luego tiene que
hacer reflexionar al propio Ministerio de Defensa. Me
quedaría con una iniciativa que se hubiera circunscrito
solamente al punto 2: que tome conciencia el Ministerio
de Defensa de que, al amparo de la Ley 17/1999, tiene
capacidades para solucionar internamente este proble-
ma y, vuelvo a decir, sin necesidad de endosarlo —por-
que no me parece serio y desde luego siempre he trata-
do a estos colectivos cuando he hablado con ellos desde
el principio del respeto y la solidaridad y sobre todo
tratando con seriedad su problema—, de desviar toda
la solución de este problema a otras entidades que no
tienen absolutamente nada que ver con esto ni se ha
pactado con ellas para solucionarlo. Aquí se está reco-
nociendo por pasiva que algo está fallando en la políti-
ca de promoción interna a la que se había comprometi-
do la Ley 17/1999, porque aquí viene una acusación
implícita, y el Ministerio tiene que entender que lo
debe resolver por sus propios medios.

Nosotros desearíamos que hubiera habido aquí un
gran consenso de integración para solucionar con serie-
dad este problema, en unos momentos en que la profe-
sionalidad de nuestras Fuerzas Armadas pasa por una
situación difícil, que tiene problemas de desmotivación
y problemas vocacionales. Puede discutirse la puesta
en almoneda de cualquier activo patrimonial, pero lo
que no se admite en un sistema democrático y de valo-
res es faltar a la seriedad de unos profesionales que
cumplen con un servicio, en este momento de uniforme,
al Estado o a la nación y sencillamente buscarles desde
dentro la solución. Si se utiliza esta vía nosotros sí
vamos a votar cualquier iniciativa que pase por esta
Cámara porque, como se dice, menos aceite da un ladri-
llo. Como he puesto de manifiesto, es únicamente donde
está el compromiso y no en el mercado libre, industrial,
empresarial o en las administraciones públicas, porque
nadie las ha llamado ni ellas están en disposición de
ofrecer esos puestos de trabajo, enfrentándose con los
sindicatos. Esto tiene que tener una solución que creo
que la seriedad en el tratamiento de las Fuerzas Arma-
das exige. Basta con que el Ministerio ponga la volun-
tad y el deseo de solucionar un problema en el que es
perentorio que todos estemos de acuerdo.

Nada más. Muchas gracias, señora presidenta.

La señora PRESIDENTA: Muchas gracias, señor
Mardones.

Grupo Parlamentario Vasco (EAJ-PNV) (Pausa.)

Señor Campoy, esta presidencia ha podido deducir
de su intervención que no admite la enmienda del
Grupo Parlamentario Socialista, tampoco la enmienda
del Grupo Parlamentario Mixto. De la intervención del
señor Companys he creído entender que no acepta la
transaccional que le plantea el Grupo Parlamentario
Popular.

Señor Campoy, tiene la palabra a los solos efectos de
indicar la aceptación o rechazo de la enmienda que ha
defendido el Grupo Parlamentario Federal de Izquierda
Unida y que no había sido distribuida a los grupos por-
que habían referenciado con error el número de expe-
diente de esta iniciativa parlamentaria.

El señor CAMPOY SUÁREZ: Gracias, señora pre-
sidenta.

Con el riesgo que conlleva haber tenido nada más
que un minuto para ojear la enmienda presentada por el
Grupo de Izquierda Unida, podemos comprobar que va
en la misma línea de siempre de despropósitos y vulne-
ra frontalmente nuestra proposición no de ley y la legis-
lación vigente en estos momentos. Por tanto, la vamos
a rechazar.

Muchas gracias, señora presidenta.

La señora PRESIDENTA: Gracias, señor Campoy.
Sometemos a votación la proposición no de ley del

Grupo Parlamentario Popular, sobre los militares de
complemento, en sus propios términos al no haber sido
aceptadas las enmiendas presentadas.

Comienza la votación. (Pausa.)

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado:
votos emitidos, 292; a favor, 152; en contra, 139;
abstenciones, una.

La señora PRESIDENTA: Queda aprobada.

— DEL GRUPO PARLAMENTARIO SOCIALIS-
TA, DE MEDIDAS URGENTES CONTRA LA
INSEGURIDAD EN LA COMUNIDAD VALEN-
CIANA. (Número de expediente 162/000497.)

La señora PRESIDENTA: Proposición no de ley,
del Grupo Parlamentario Socialista, de medidas urgen-
tes contra la inseguridad en la Comunidad Valenciana.

Para la defensa de la iniciativa, tiene la palabra el
señor Pla. (Rumores.)

Señorías, ruego ocupen sus escaños y guarden silencio.
Adelante, señor Pla.

El señor PLA DURÁ: Señora presidenta, señorías,
hace solo tres meses, el 20 de febrero, el presidente del
Gobierno, señor Aznar, nos instaba desde esta misma
tribuna a no creer, ni mucho menos, que una mayoría
de los españoles piensa que la inseguridad ciudadana
es un grave problema, ni siquiera en España. Una vez
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más, nos dejó atónitos la perspicacia de la que hizo gala
el presidente del Gobierno, pero lo cierto es que, piense
lo que piense el señor Aznar, la inseguridad ciudadana
es un grave problema, y lo es mucho más en la Comu-
nidad Valenciana, donde se han alcanzado las tasas de
delincuencia más altas de toda su historia. En la Comu-
nidad Valenciana asistimos, desde hace meses, a un cre-
cimiento incontrolado de la delincuencia, y eso es difí-
cilmente discutible. La tasa de criminalidad en la
Comunidad Valenciana es la segunda más alta de todas
las comunidades autónomas: 20,5 puntos más que la
media nacional por cada 1.000 habitantes. El número
de delitos registrados el pasado año, según datos del
propio Ministerio del Interior, ha aumentado un 25 por
ciento respecto al año anterior. Solo en el primer tri-
mestre de este año ha habido un incremento del 12,8
por ciento respecto al mismo trimestre del año anterior,
más del doble del incremento que ha habido en el con-
junto de España. El año pasado se quemaron en Valen-
cia 342 coches; sólo en lo que llevamos de año se han
quemado 114 vehículos. La provincia de Valencia tiene
el dudoso honor de contar en nuestro país con el mayor
número de municipios donde se supera la ratio de cri-
minalidad anual: un total de 85 municipios. La provin-
cia de Alicante registra incrementos importantes. Sólo
en lo que va de año, en este trimestre, un 20,2 por cien-
to, por no hablar del centro de la propia ciudad de Ali-
cante, donde el aumento es del 137,9 por ciento. En el
sur de la provincia, batimos todos los récords. Solo en
Torrevieja, en el mes de enero, se produjeron 32 deli-
tos diarios. Al norte, en la provincia de Castellón, la
inseguridad creció el año pasado un 29 por ciento res-
pecto al año 2000. Una de cada tres familias ha sido
víctima de algún delito, y de esto no somos responsa-
bles los socialistas. Ustedes llevan ya gobernando
seis años y, por tanto, no vale ya la política del retro-
visor. Tienen ustedes la responsabilidad política
plena en el gobierno de la nación y en muchas de las
principales instituciones del país. De la actual situa-
ción, tampoco son responsables los inmigrantes, pese
a que desde el Gobierno se insiste con reiteración en
responsabilizarlos.

Quiero citar, por su importancia, las afirmaciones de
Enrique Beltrán, fiscal jefe del Tribunal Superior de
Justicia de la Comunidad Valenciana, quien entiende
—y cito textualmente—: Que los inmigrantes no son
los responsables del aumento de la delincuencia. Las
cifras que se dan desde el Gobierno y que culpabilizan
a los inmigrantes en abstracto se deben, según el propio
fiscal, al triste fenómeno de la inmigración mal tratada
que no tiene más remedio que delinquir. A mayor abun-
damiento, ustedes saben perfectamente que los inmi-
grantes con trabajo presentan índices de delincuencia
inferiores a los de los nacionales con trabajo. Por tanto,
para empezar a actuar de verdad en esta materia lo que
tienen que hacer es no buscar excusas y asumir sus res-
ponsabilidades, las responsabilidades del Gobierno que

tiene que gobernar. Fíjense, la dotación presupuestaria
destinada a las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del
Estado ha sufrido un continuo descenso desde que
gobierna el Partido Popular. En 1996 el presupuesto
destinado a las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del
Estado suponía el 0,63 por ciento del PIB, mientras que
en el presente año sólo alcanzará el 0,52 por ciento.
Desde que gobierna el Partido Popular la plantilla del
cuerpo nacional de Policía ha disminuido en un 6,5 por
ciento, y si se trata de medios materiales y recursos téc-
nicos el descenso ha sido mucho mayor, un 16 por cien-
to. Por cierto, el Gobierno desoyó claramente en el últi-
mo debate sobre los Presupuestos Generales del Estado
las propuestas del Grupo Parlamentario Socialista que
exigía un aumento de los fondos destinados a la seguri-
dad ciudadana.

El resultado es que, en estos momentos, en Valencia
ciudadanos anónimos cierran comercios, joyerías y
gasolineras hartos de que les atraquen continuamente.
El ejemplo más claro es el de los ciudadanos conocidos
y voy a citar algunos de ellos. Una fallera mayor de
Valencia, que abrió ilusionada su joyería ha anunciado
que va a cerrarla después de sufrir cinco atracos conse-
cutivos en el último año. Como ya comenté en otra oca-
sión, en otra comparencia, la anterior delegada del
Gobierno fue asaltada en dos ocasiones, la última en
presencia de sus escoltas. Como ustedes saben, hace
unos días un hipermercado de Alaquás fue asaltado por
encapuchados en presencia del director general de la
Policía, señor Cotino, y de sus escoltas. La situación,
por tanto, siendo compleja, tiene que ser afrontada
desde esa responsabilidad y con decisión en la articula-
ción de medidas de ámbito policial, judicial y social. El
ámbito de acción social debe ser afrontado de manera
más clara y efectiva por la comunidad autónoma y en
este sentido se ha presentado por nuestro Grupo una
iniciativa al respecto en el Parlamento valenciano.

Con carácter previo y en este sentido, quería señalar
que mi grupo va a aceptar las dos enmiendas de adición
presentadas por el Grupo Parlamentario Federal de
Izquierda Unida, ya que responden a la filosofía y al
fondo de nuestra proposición. Esta proposición no de
ley busca una mejor respuesta del Estado a la delin-
cuencia en la Comunidad Valenciana en torno a cuatro
ejes. En primer lugar, se demanda un incremento efec-
tivo de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado.
Se trata de una de las principales reivindicaciones de
los sindicatos policiales en un conflicto que ya se está
alargando con la Dirección General de la Policía.
Según nuestros cálculos, serían necesarios para cubrir
las actuales necesidades, al menos, 1.500 policías
nacionales y 500 guardias civiles más, no los poco más
de 300 que anuncian ahora que van a enviar. En segun-
do lugar, pedimos una mejor organización de estos
efectivos, creando unidades especializadas para traba-
jar en determinado tipo de delitos que por sus caracte-
rísticas especiales así lo exijan, creando comisaría de
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Policía en aquellos núcleos urbanos cuya población
real y número de delitos así lo aconsejen e incremen-
tando convenientemente la presencia policial en las
zonas de afluencia masiva de población de forma esta-
cional, fenómeno habitual en los municipios de nuestra
comunidad. Sólo por poner un ejemplo, en Gandía 
—una ciudad conocida por todos ustedes— el pasado
verano la dotación del cuerpo nacional de Policía era
de dos vehículos para hacer frente a un incremento de
más 60.000 personas. Planteamos, asimismo, coordinar
la actuación de la Policía nacional con la local, algo
que no ocurre en la actualidad. En estos momentos, las
juntas locales de seguridad —mecanismo legalmente
previsto— están claramente infrautilizadas. En tercer
lugar, solicitamos una respuesta judicial más ágil y efi-
caz y eso pasa por la implantación de juicios rápidos,
sí, pero de forma efectiva, esto es, dotando de los recur-
sos necesarios a los juzgados valencianos, tanto mate-
riales como personales. El presidente del Tribunal
Superior de Justicia de la Comunidad Valenciana ya ha
advertido que ve difícil implantar los juicios rápidos
antes del verano, dado el incremento de las diligencias
penales en la comunidad, salvo que se arbitren las con-
venientes medidas, que no es otra cosa que medios
humanos y técnicos, y sobre esto todavía no hemos
oído una palabra al Gobierno. En cuarto y último lugar,
nuestra proposición no de ley persigue la asistencia
adecuada a las víctimas. La Comunidad Valenciana
está, como en otras tantas cosas, a la cola de España en
cuanto a oficinas de asistencia a las víctimas y, por des-
gracia, España está a la cola del resto de países europe-
os. El propio secretario de Estado de Justicia, José
María Michavilla, recordaba recientemente en Valencia
lo impotente que se sintió tras sufrir un robo y tener
que renovar todos sus documentos.

Bueno sería por tanto que tomaran las medidas que
proponemos, pero sobre todo quiero incidir en un sec-
tor que es especialmente vulnerable y al que nos referi-
mos en la proposición no de ley: el de las mujeres mal-
tratadas. Sobre esta cuestión les daré sólo un dato. En
la Comunidad Valenciana uno de los incrementos más
destacados es el de los delitos relacionados con la vio-
lencia familiar, con la violencia doméstica. Las denun-
cias han aumentado en el año 2001 un 42,67 por ciento.
Durante el pasado año la Fiscalía inició 769 procedi-
mientos en el Servicio de Violencia Familiar, 230 más
que en el año 2000. Somos conscientes de que la prác-
tica totalidad de estas medidas implica importantes
desembolsos de dinero, cómo no, pero más importante
que ello es dar solución a uno de los problemas más
graves de este país, que los ciudadanos y ciudadanas
sufren cada día en primera persona. Lo que pedimos
por tanto en esta proposición no de ley no son medidas
novedosas, efectivamente, lo que pedimos es simple-
mente que ustedes actúen y que se comprometan desde
el respaldo a medidas concretas en una forma de inten-
tar empezar a cambiar la tendencia que cada día es más

nefasta. El Gobierno tiene la obligación de ponerse a
solucionar de verdad los problemas de los ciudadanos.

Nos gustaría que no insistiesen, como vienen hacien-
do, en argumentos que el día a día pone en cuestión,
como que el Gobierno ya ha tomado medidas, que ya
vienen a la comunidad más efectivos, que han acorda-
do establecer juicios rápidos o que ya se están coordi-
nando, porque sus palabras ya no son suficientes, por-
que ya no se las cree nadie. Les recuerdo que el anterior
titular del ministerio vaticinó un crecimiento cero de la
criminalidad para el cuatrienio 1997-2000; también
dijeron que el Plan Policía 2000 iba a ser la panacea, y
ahí estamos ahora. Tampoco vale el argumento de que
la eficacia policial ha aumentado, porque eso no es
cierto, en primer lugar, en términos absolutos, porque
el número de delitos ha aumentado; en segundo lugar,
en términos relativos, porque por un lado la tasa de
infracciones esclarecidas ha disminuido en los tres pri-
meros meses del año del 23,2 por ciento al 22,4 por
ciento y, por otro lado, porque el número de detenidos
por cada 1.000 infracciones ha descendido el último
año de 115,4 a 109,9. Frente a estos datos no vale
decir, como suele hacer el Gobierno, que durante los
años 2001 y 2002 se ha producido la mayor oferta de
empleo público de los últimos años —en la actualidad
salen del cuerpo nacional de Policía más agentes de
los que entran a través de la academia de Policía de
Ávila—, al contrario, lo que se avecina en los próximos
años es un descenso todavía mayor del número de efec-
tivos, que sólo volverá a crecer, y ustedes lo saben, a
partir del año 2004, cuando se incorpore la actual ofer-
ta. Así pues, las medidas que el Gobierno dice haber
tomado estos meses siguen siendo claramente insufi-
cientes y no han servido para resolver el problema de la
delincuencia en nuestra comunidad. No queremos más
promesas que se lleva el viento. Queremos compromi-
sos firmes, recogidos en esta proposición no de ley, en
euros contantes y sonantes. Queremos soluciones y no
propaganda. Queremos hechos y no palabras. En eso
consiste nuestra proposición no de ley.

Muchas gracias. (Aplausos.)

La señora PRESIDENTA: Muchas gracias, señor
Pla.

Para la defensa de la enmienda presentada por el
Grupo Parlamentario Federal de Izquierda Unida, señor
Alcaraz.

El señor ALCARAZ MASATS: Gracias, señora
presidenta.

El Grupo Federal presenta dos enmiendas, intentan-
do cambiar el terreno de juego, cosa que es imposible
porque la proposición no de ley tiene una lógica interna
que no se puede cambiar si no es con una sustitución
global. Quiero decir esto porque no estamos de acuer-
do con el terreno de juego en el que se está jugando este
tema tanto por el Partido Popular como por el Partido
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Socialista Obrero Español. Mañana mismo nosotros
vamos a presentar un amplio documento sobre insegu-
ridad ciudadana, que después vamos a transformar en
iniciativa parlamentaria, intentando cambiar el conti-
nente, intentando cambiar el enfoque, la óptica. No nos
parece que en función de temas proporcionales estadís-
ticos, sabiendo que la seguridad ciudadana es siempre
un tema que se puede elaborar y se está elaborando
subjetivamente, se pueda llegar a una serie de medidas
también proporcionales de aumento de la Policía, por
ejemplo. Hay que recordar que España posiblemente
sea el país europeo con mayor dotación policial. Otra
cosa es la falta absoluta de coordinación. Parece ser
que la Guardia Civil, con 70.000 integrantes, actúa sólo
en el 25 por ciento de los delitos y que la Policía nacio-
nal, con menor número, interviene en el 60 por ciento
de los delitos. Se trata de una Guardia Civil que debie-
ra ser civil, que debiera estar ya desmilitarizada y coor-
dinada de manera adecuada con el resto de Fuerzas y
Cuerpos de Seguridad del Estado, incluyendo las fuer-
zas y cuerpos de las comunidades autónomas.

El tema de fondo es que no se puede confundir con-
secuencia con causa, no se puede atacar la consecuen-
cia abstrayéndola del contexto general de un análisis
integral pensando que así se soluciona el tema. No es
posible. No es posible rodear a cada delincuente de
policías y pensar que la situación social de España, que
es una gran fábrica de delincuentes, no va a seguir pro-
duciendo delincuentes. Pues claro que va a seguir pro-
duciendo delincuentes. ¿Por qué? ¿Porque no hay segu-
ridad ciudadana? No, no, porque no hay seguridad
social en el sentido amplio del término. Si no se amplía
la seguridad en el trabajo, en la vivienda, en la protec-
ción al desempleo, la seguridad social en general —esa
es la fábrica de la marginalidad y la exclusión cuando
se hace una política como la que actualmente empieza
a hacerse de manera mucho más acelerada que antes,
desaprovechando absolutamente el crecimiento econó-
mico y creando mayores distancias entre los que más
tienen y los que menos tienen—, se está contribuyendo
a una inseguridad ciudadana latente y permanente a la
vez que están intentando que todos nos despistemos
mirando al dedo cuando éste señala la luna. No, no,
nosotros miramos a la luna y la luna es que la seguri-
dad ciudadana es una consecuencia. Efectivamente hay
que mejorar la coordinación, hay que darle competen-
cias a la Policía municipal, que no tiene, para pequeñas
cuestiones, hay que dar Policía de barrio. En todo eso
estamos de acuerdo, pero el tema de fondo es otro. El
tema de fondo es que hay que trabajar en los gastos
sociales en un contexto social que no permita lo que
actualmente se está produciendo.

Por lo tanto, nosotros no vamos a trabajar en la
dirección de crear una especie de histeria colectiva en
la que está trabajando tanto el Partido Popular como
algunos debates que se realizan en esta Cámara, que
afectan a otros partidos, sino que vamos a ir en una

dirección distinta. No creemos que haya que dar ese
terreno a la derecha como ha ocurrido en Francia, en
Holanda, en Bélgica, en Austria, en Italia, en las elec-
ciones municipales del Reino Unido. No vamos a entrar
en ese debate por la puerta que se está entrando, vamos
a entrar por otra puerta, sin necesidad de olvidar el
futuro de coordinación y de mejorar el funcionamiento
de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado, pero
sin creer que esa es la solución, porque entonces iría-
mos a una involución social y política de gran tamaño
que es la que se está empezando a operar en este país.
Como consecuencia hemos presentado dos enmiendas,
porque tampoco podemos negarnos a votar positiva-
mente la proposición no de ley, pero anunciamos que
nuestra óptica es otra. Si se aprueban las enmiendas
votaremos a favor y anunciamos que nosotros vamos a
intentar cambiar el terreno de juego de este debate.

La primera de las enmiendas dice: El Congreso de
los Diputados manifiesta que la mejor forma de garan-
tizar la seguridad ciudadana no es sólo a través de las
políticas de Policía, sino mediante políticas sociales
públicas tendentes a garantizar el disfrute efectivo y
pleno de los derechos sociales de la ciudadanía. El
empleo estable de calidad y con derechos, la asistencia
social, las viviendas públicas, la sanidad, la educación,
la cobertura contra el paro, las pensiones públicas de
calidad y otra serie de instrumentos del Estado social
son, sin duda, la mejor manera de producir justicia
social y con ello disfrutar de tasas bajas de criminali-
dad y de una alta sensación subjetiva de seguridad ciu-
dadana. La segunda enmienda de adición dice: El Con-
greso de los Diputados muestra su rechazo a los
intentos de ciertas fuerzas políticas e instituciones
públicas por vincular inmigración y extranjería con el
incremento de la delincuencia, cuando es evidente que
el origen de la delincuencia, en la mayor parte de los
casos, se encuentra en la exclusión social y en la penu-
ria económica y no en el origen cultural, nacional, étni-
co o espiritual de los delincuentes. Por ello, el Congre-
so de los Diputados insta al Gobierno a que ponga fin a
sus políticas de exclusión de los inmigrantes y adopte
medidas efectivas y reales de inclusión social de este
colectivo.

Señorías, si se demuestra al final que el Gobierno ha
falseado las cifras con respecto a los inmigrantes, mez-
clando siempre inmigración con delincuencia, con res-
pecto a extranjeros con necesidades sociales que han
delinquido, y casi ha duplicado ese número, nos encon-
traríamos con una forma de hacer política que alimenta
el racismo y la xenofobia, cosa que ya incluimos como
tipo delictivo en la reforma del Código Penal última-
mente realizada en esta Cámara. Si se demuestra que se
ha hecho eso, sería la constatación de un hecho muy
grave que hay que invertir de ahora en adelante en los
discursos políticos que estamos haciendo los responsa-
bles de esta casa, los padres y las madres de la patria,
que no seríamos responsables de cara a un futuro legal,
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tranquilo y equilibrado en este país. Hoy en este país
sólo hay un millón de inmigrantes, una cifra muy por
debajo de las cifras medias en distintos países europe-
os. Si empezamos a sacar el miedo, si empezamos a fal-
sificar cifras, si empezamos a implementar racismo y
xenofobia, me parece que el camino es un camino de
espinas, un camino absolutamente negativo. Yo pido a
todos aquellos que disponen de los medios de comuni-
cación con una facilidad tremenda en estos temas que
piensen las cosas, que sopesen la realidad que podemos
crear, una realidad absolutamente subjetiva. Si lo que-
remos solucionar sólo con un armamento cada vez más
superior del Estado en cuanto a Fuerzas y Cuerpos de
Seguridad, no nos vamos a encontrar con una solución,
nos vamos a encontrar en el camino con partidos políti-
cos, con fuerzas políticas, que afortunadamente no tie-
nen votos por ahora en el Congreso, que no son en
absoluto deseables para la democracia española.

Muchas gracias.

La señora PRESIDENTA: Muchas gracias, señor
Alcaraz.

¿Grupos que desean fijar posición? (Pausa.)
En primer lugar, Grupo Parlamentario de Coalición

Canaria. (Pausa.)
Grupo Parlamentario Vasco (EAJ-PNV). (Pausa.)
Grupo Parlamentario Catalán (Convergència i Unió),

señora Pigem. (La señora vicepresidenta, Mariscal
de Gante Mirón, ocupa la presidencia.)

La señora PIGEM I PALMÉS: Muchas gracias,
señora presidenta.

Señor Pla, vaya por delante que desde mi grupo,
desde el Grupo Parlamentario Catalán de Convergència
i Unió, compartimos algunas de las reflexiones, algunas
de las argumentaciones que nos ha dado, en especial
aquellas que se refieren a la radiografía, al diagnóstico
de la situación. No tanto la ceñida a la Comunidad
Valenciana sino a la situación en general de que por
parte de los ciudadanos hay una preocupación con res-
pecto al tema de la seguridad que hoy nos ocupa. 

El pasado día 8 de mayo y con motivo de la interpe-
lación que sobre el tema de seguridad ciudadana for-
muló mi grupo parlamentario, mi compañero el diputa-
do Jordi Jané tuvo ocasión de exponer desde esta
tribuna la sensación de perplejidad que tienen los ciu-
dadanos al conocer que hay personas que son deteni-
das, y fíjese bien que digo detenidas, lo cual es necesa-
riamente fruto de una actividad de las Fuerzas y
Cuerpos de Seguridad del Estado, de las policías auto-
nómicas o de las policías locales, son detenidas una y
otra vez, hasta 150 veces en un año una persona en con-
creto pero en el 60 por ciento de los casos son reinci-
dentes. Una vez detenidas, esas personas realizan unas
declaraciones en el juzgado y seguidamente son pues-
tas en libertad sin que se les aplique la prisión preventi-
va, porque jurídicamente es imposible aplicársela. Es

evidente que ello crea perplejidad en la opinión pública
y así lo expusimos. Esta situación de entrar los deteni-
dos por una puerta y salir por la otra —si se me permi-
te esta expresión tan coloquial— es percibida por los
ciudadanos como una señal de que algo no funciona y
es entendida por la delincuencia como que la tónica es
la de una cierta impunidad.

Mi grupo parlamentario, señor Pla, comparte la
necesidad de que la seguridad ciudadana ocupe un
lugar preferente en la agenda política de todos aquellos
que tienen responsabilidades al respecto. Esta preocu-
pación la plasmó mi grupo en una propuesta de resolu-
ción en el debate de política general del mes de junio
de 2001, propuesta que fue aprobada por una amplia
mayoría de esta Cámara, y además ha llevado a mi
grupo a formular, en el marco del pacto de Estado para
la justicia, a través del diputado Manuel Silva, propues-
tas concretas, entre otras un nuevo tratamiento de la
multirreincidencia y la inmediata implantación del
enjuiciamiento rápido de determinados delitos y faltas,
los llamados juicios instantáneos, y a articular otras ini-
ciativas al respecto, como la interpelación, a la que ya
he hecho alusión, del pasado día 9 de mayo y la consi-
guiente moción, que se verá esta misma tarde y que, de
aprobarse, supondrá un mandato al Gobierno para, entre
otras medidas, impulsar el procedimiento abreviado
para el enjuiciamiento inmediato de determinados deli-
tos y faltas y para que el Gobierno prosiga con el incre-
mento de plantillas policiales, que indudablemente se
deben aumentar y no sólo en la Comunidad Valenciana.

Más allá de compartir la preocupación por la seguri-
dad ciudadana, y yendo a la iniciativa concreta que hoy
nos propone el Grupo Socialista, anuncio ya que mi
grupo no la va a apoyar. Su iniciativa viene a solicitar
el conjunto de medidas que a su juicio debieran adop-
tarse para resolver el problema de inseguridad en la
Comunidad Valenciana. Si me lo permiten, quizá un
marco más adecuado para hacer este debate hubiera
sido el propio Parlamento de la Comunidad Valenciana
—usted ha dicho que se va a hacer también allí—, de
manera que se trajeran a esta Cámara sólo aquellas pro-
puestas que fueran de competencia estatal. Porque
abordar en esta institución, en el Congreso de los Dipu-
tados, la solución de un problema como es la seguridad
pública, que afecta a los ciudadanos de todo el Estado,
y hacerlo únicamente desde la perspectiva de un terri-
torio concreto, en este caso la Comunidad Valenciana,
les obliga en su iniciativa a adoptar una óptica a nues-
tro juicio un tanto distorsionada. No sería así, no sería
distorsionada, si el contenido de la proposición versara
únicamente sobre un tema, por ejemplo el incremento
de las plantillas de la Policía Nacional en la Comuni-
dad Valenciana, en el que indudablemente la compe-
tencia es estatal. Tampoco sería así si lo que estuviéra-
mos debatiendo fuera una propuesta que hubiera
aprobado el Parlamento de la Comunidad Valenciana
solicitando la toma en consideración en esta Cámara de
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una iniciativa legislativa, pero, a nuestro juicio, su pro-
posición adolece de ser un totum revolutum, una amal-
gama de medidas de distintos ámbitos competenciales,
porque reclamando medidas generales para aplicar a un
territorio concreto están solicitando al Gobierno la
implantación de algunas políticas —por ejemplo, la
que en su proposición figura con el número 6, elaborar
un plan de centros de emergencia, casas de acogida y
pisos tutelados para mujeres maltratadas— con las que
evidentemente estamos de acuerdo, pero sobre las que
la competencia es autonómica, y en cambio hay otras
—como la que figura con el número 4, la implantación
efectiva de juicios rápidos— que también nos parecen
adecuadas, pero no estamos de acuerdo en que se
implementen sólo en la Comunidad Valenciana. Esta
sería una primera objeción. Nuestro grupo parlamenta-
rio cree —y así lo plantea en sus iniciativas— que una
efectiva solución de este problema debe ser forzosa-
mente integral. Debe abordarse, naturalmente, la sufi-
ciente o insuficiente dotación de recursos humanos y
materiales, pero también la necesidad del replantea-
miento del tratamiento legal que nuestro Código Penal
vigente da a la multirreincidencia.

Señorías, es evidente que la situación actual que
comentaba al principio, esa de que un delincuente entre
por una puerta y salga por la otra, que es una percep-
ción que tienen nuestros ciudadanos, no obedece tanto
a una insuficiente actuación de las fuerzas de seguri-
dad, que actúan bien, ni obedece sólo a una falta de
efectivos policiales, sino también a la deficiente regula-
ción del tratamiento penal que el Código de 1995 da a
la multirreincidencia. Si estos temas no se abordan
paralelamente la solución no será efectiva. Habrá más
policías, posiblemente se podrá detener a un número
mayor de presuntos delincuentes, pero si no abordamos
las modificaciones de tipo penal todos seguirán salien-
do por la otra puerta. En la iniciativa que estamos vien-
do no se alude a esta cuestión de la multirreincidencia
ni en una sola ocasión y centra casi exclusivamente la
problemática en las plantillas policiales, que no duda-
mos que deben seguir aumentándose y, como he dicho,
no sólo en la Comunidad Valenciana. Pero centrar la
solución de la inseguridad ciudadana únicamente en el
aumento de plantillas es a nuestro entender dar una
visión no sólo sesgada sino también ineficaz. Por esto,
y además de algún acuerdo con las consideraciones
hechas tanto por el señor Pla como por el señor Alca-
raz, sobre todo la instancia de la no estigmatización de
la inmigración respecto de la inseguridad ciudadana,
anuncio, como ya he hecho al principio, que nuestro
grupo no va a apoyar esta iniciativa.

Nada más y muchas gracias.

La señora VICEPRESIDENTA (Mariscal de Gante
Mirón): Gracias, señora Pigem.

Por el Grupo Parlamentario Popular, tiene la palabra
el señor Gil Lázaro.

El señor GIL LÁZARO: Señora presidenta, señorías.
Ciertamente, señor Pla, hay veces que una imagen

vale más que mil palabras. Hoy, en esta tribuna, el secre-
tario general del Partido Socialista del País Valenciano-
PSOE plantea un asunto que en la consideración y en el
tono del discurso del interviniente es de máxima grave-
dad, de máxima urgencia en la Comunidad Valenciana, y
el secretario general del Partido Socialista del País Valen-
ciano-PSOE, llevando un tema, según él, de principalísi-
ma urgencia, se encuentra en la más rotunda y absoluta
de las soledades, acompañado tan sólo por cuatro —he
contado— ilustres señoras y señores diputados de las cir-
cunscripciones valencianas (Rumores.) mientras que en
mi grupo, ahí enfrente, están todos los diputados de las
circunscripciones valencianas, todas las diputadas de las
circunscripciones valencianas, apoyando sin lugar a duda
lo que en esta tarde lamentamos, señor Pla —lamenta-
mos en términos políticos y también en términos perso-
nales—, tener que decirle. Porque nos gustaría que el
tono fuera otro, porque nos gustaría que el contenido
fuera otro y porque nos gustaría realmente que existiera
una capacidad de aportación a un debate tan importante
como es el debate de la seguridad, señor Pla, y tengo que
manifestar que a lo largo de su intervención, pero sobre
todo a tenor de lo que ustedes han propuesto en este docu-
mento, carecen por completo de alternativa.

Usted se ha situado en un doble plano. En primer
lugar ha querido entrar en las ya conocidas disquisicio-
nes generales del discurso demagógico, vacío de conte-
nido y con un cierto tufo reaccionario que en materia
de seguridad viene empleando en las últimas semanas
el Partido Socialista Obrero Español, y ha querido utili-
zar parte de ese tiempo creo yo que para no tener que
entrar en los contenidos específicos de su moción. Por
cierto, anunciaba usted durante días anteriores que esa
moción suponía una auténtica alternativa novedosa al
problema de seguridad que tiene planteado la Comuni-
dad Valenciana y hoy, probablemente consciente de que
ya estaba el toro en la plaza y que había que torear ese
toro, hoy ha dicho usted que no, que ciertamente estas
no son medidas novedosas. Pues claro que no son
medidas novedosas, señor Pla. A lo que no se puede
venir a esta tribuna es a intentar retratar una situación
catastrófica que no se da y al mismo tiempo plantear
como alternativas exactamente lo que ya está haciendo
el Gobierno y lo está haciendo bien.

Descubrir a estas alturas, como usted pretende hacer,
la operación verano en el litoral valenciano demuestra o
una cierta mala fe, que no quiero reconocerle, o una pro-
funda ignorancia. ¿Sabe usted, señor Pla, que el año pasa-
do en esa operación verano tan novedosa que usted ahora
nos propone se incorporaron a la comunidad 400 nuevos
efectivos de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Esta-
do y se complementaron con 3.600 jornadas extraordina-
rias —jornadas extraordinarias supone jornada remune-
rada del funcionario policial que presta servicio en sus
días de vacaciones— y además con una dotación impor-
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tantísima adicional de medios terrestres, de medios aére-
os, de medios marítimos, de medios de comunicaciones,
con una red de oficinas móviles de denuncias del Cuerpo
Nacional de Policía y de la Guardia Civil situada en los
puntos estratégicos del litoral? Pues no lo sabe, señor Pla,
y si lo sabe no sabemos por qué pretende S.S. articular
esta operación verano como su gran aportación novedo-
sa. Por cierto, lo que S.S. desde luego ignora es lo que
este Gobierno y especialmente, porque está en el ámbito
de su competencia, el Gobierno de la Generalitat Valen-
ciana ha hecho en materia de atención a mujeres víctimas
de malos tratos. Claro que han aumentado las denuncias,
señor Pla, claro que han aumentado, gracias precisamen-
te a los nuevos sistemas de denuncias implementados por
el Cuerpo Nacional de Policía y gracias a la eficacia de la
actuación de la red de centros que tiene a su disposición
la Generalitat Valenciana.

Presenta usted una especie de desierto en esta cues-
tión y no dice a la Cámara que la red de centros de la
Comunidad Valenciana en materia de acogida a muje-
res víctimas de malos tratos es la cuarta del país, que dis-
pone de 19 centros, que en este año se han puesto en fun-
cionamiento cuatro centros nuevos. Lo peor es que no
cuenta usted a la Cámara —yo supongo que su grupo
parlamentario en las Cortes valencianas sí que lo habrá
transmitido— la aprobación el pasado 15 de enero de un
plan integral por parte de la Generalitat Valenciana de
protección a las mujeres víctimas de malos tratos. S.S.
reclamaba euros contantes y sonantes. Si simplemente
se hubiera leído dicho plan, no hubiera hecho falta que
dijera lo de los euros, señor Pla, porque este plan, sola-
mente para dos años, está dotado con 16 millones de
euros, 2.700 millones de pesetas. Es una cuestión sim-
plemente de que se lo lea su señoría. Como si S.S. se
leyera también otras cosas sabría por ejemplo, en mate-
ria de preparación de las bases materiales para la aplica-
ción de los juicios rápidos, una vez que el nuevo proce-
dimiento esté aprobado en esta Cámara, que desde el
mes de marzo de este año se está poniendo en práctica
una experiencia piloto en la ciudad de Alicante que ha
permitido ya, desde el mes de marzo de este año hasta la
fecha, celebrar 250 juicios en un período de quince días
comprendido entre el inicio del procedimiento y la emi-
sión de la sentencia. O si usted quisiera decir la verdad
sobre esta cuestión, o simplemente conociera la cuestión
en profundidad, podría citar, a partir del principio de
territorialización que se ha realizado de los juzgados de
lo penal, la larga relación de nuevos juzgados de lo penal
que ya se han creado en la Comunidad Valenciana y los
que está previsto crear en este mismo año.

En ese mismo contexto de cosas, señor Pla, le fallan
a usted hasta las anécdotas, porque no sé quién se lo
habrá contado pero lo del señor Michavila desasistido
en Valencia no es así. La anécdota del señor Michavila
viene referida a hace muchos años —déjeme que no le
diga cuál, para que no me diga usted que ya estamos en
la cantinela de siempre— y en la ciudad de Madrid.

Pero a la cantinela de siempre tenemos que volver,
señor Pla, porque este Gobierno está realizando un
importantísimo esfuerzo en materia de plantillas. Usted
no ha tenido más remedio que reconocerlo. En el últi-
mo año se ha producido la mayor oferta de los últimos
quince años en materia de nuevas plazas, nuevas pla-
zas, insisto, para el Cuerpo Nacional de Policía. Mien-
tras que eso se ha producido así, se había producido
con anterioridad una larga secuencia de años en la más
pura y dura imprevisión de manera que ustedes enveje-
cieron las plantillas, y, al envejecer las plantillas, las
redujeron. Señor Pla, el esfuerzo realizado por el
Gobierno en términos de política general para planti-
llas, especialmente en la Comunidad Valenciana, ha
tenido que ser muy notable. ¿Usted no sabe o no ha
dicho que en el período 1997-2001 ha crecido un 10
por ciento la plantilla de la Guardia Civil en la Comu-
nidad Valenciana? No lo ha dicho y no lo ha dicho ade-
más en el contexto, vuelvo a repetir, en el contexto, que
hace mucho más importante ese esfuerzo, de un enve-
jecimiento y disminución de las plantillas heredadas
como consecuencia de sus imprevisiones.

No voy a entrar en otras consideraciones que están
archidichas. Usted puede empeñarse en lo que quiera,
pero los datos de verdad son los datos. España ocupa el
undécimo lugar en tasa de criminalidad en el conjunto
de la Unión Europea. La tasa de criminalidad en la
Comunidad Valenciana no es superior a la tasa de cri-
minalidad española. Las inversiones en materia de polí-
ticas de seguridad desde 1997 hasta el año 2001 han
aumentado en un 17,54 por ciento. La inversión estra-
tégica en dotaciones para las Fuerzas y Cuerpos de
Seguridad del Estado, solamente en el último año, ha
crecido en un 36,54 por ciento. Y así, señoría, en una
larga serie de cuestiones. Usted ahora me pretende des-
cubrir el Mediterráneo al reclamar la colaboración y la
puesta en común de las bases de datos de Policía local
y Cuerpo Nacional de Policía. ¿Ignora S.S. que desde
hace mucho tiempo, desde 1996, pero vamos a decir
que desde hace mucho tiempo, las dos bases de datos
más importantes del Cuerpo Nacional de Policía, que
son precisamente las de personas reclamadas y las de
vehículos sustraídos, están cruzadas y en común con
las policías locales? Es ciertamente sorprendente, señor
Pla, que alguien le haya metido a usted en esta embos-
cada para hablar en los términos en que S.S. ha habla-
do, desde ese catastrofismo y desde esa profunda igno-
rancia real de los datos, de una cuestión en la que
pretende como novedad decir que se haga lo mismo
que ya está haciendo el Gobierno, pero bien. Bien por
parte del Gobierno, mal desde la indefinición de una
proposición no de ley que no aporta nada, que va por
detrás de lo que está haciendo el Gobierno por eso, pre-
cisamente porque estamos preocupados, siempre desde
la autoexigencia, desde el convencimiento de que se
están haciendo las cosas bien, pero que siempre hay
que responder mejor.
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Precisamente porque estamos preocupados por
implementar y complementar las políticas globales de
seguridad y naturalmente también las de la Comunidad
Valenciana, hoy le vamos a decir que no, haciéndole
además el favor de tenderle la mano, señor Pla, de decir
que usted puede representar una alternativa en la
Comunidad Valenciana y que no se deje usted meter en
estas emboscadas. Mientras que a usted hoy alguien le
ha metido en esta emboscada, hoy mismo el presidente
de la Generalitat Valenciana ha mantenido una reunión
de trabajo, en el contexto de las muchas y discretas reu-
niones de trabajo que mantiene con el vicepresidente
primero del Gobierno y ministro del Interior, precisa-
mente para implementar una serie de medidas que se
anunciarán en los próximos días. Nosotros, como tene-
mos la convicción de que estamos haciendo las cosas
bien, le decimos no, en beneficio de los intereses de la
comunidad, al texto que usted nos propone. Y se lo
decimos todas las diputadas y diputados de la Comuni-
dad Valenciana juntos, lamentando la soledad en la que
otros han dejado a su secretario general.

Muchas gracias. (Aplausos.—Rumores.)

La señora VICEPRESIDENTA (Mariscal de Gante
Mirón): Señor Pla, tiene la palabra a los efectos de
aceptación o rechazo de las enmiendas.

El señor PLA DURÁ: Había manifestado que acep-
taba las dos enmiendas presentadas.

La señora VICEPRESIDENTA (Mariscal de Gante
Mirón): Muchas gracias, señor Pla. (La señora presi-
denta ocupa la presidencia.)

La señora PRESIDENTA: Señorías, sometemos a
votación la proposición no de ley del Grupo Parlamen-
tario Socialista, de medidas urgentes contra la inseguri-
dad en la Comunidad Valenciana, con la incorporación
de las enmiendas del Grupo Parlamentario Federal de
Izquierda Unida que han sido aceptadas.

Comienza la votación. (Pausa.)

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado:
votos emitidos, 278; a favor, 117; en contra, 161.

La señora PRESIDENTA: Queda rechazada.

MOCIONES CONSECUENCIA DE INTERPELA-
CIONES URGENTES.

— DEL GRUPO PARLAMENTARIO FEDERAL
DE IZQUIERDA UNIDA, SOBRE LA SEGURI-
DAD EN LAS CENTRALES NUCLEARES
ESPAÑOLAS Y EL FUTURO DE LA ENERGÍA
NUCLEAR EN LA PLANIFICACIÓN ENERGÉ-
TICA. (Número de expediente 173/000132.)

La señora PRESIDENTA: Punto III del orden del
día: Mociones consecuencia de interpelaciones urgen-
tes. En primer lugar, del Grupo Parlamentario Federal
de Izquierda Unida, sobre la seguridad en las centrales
nucleares españolas y el futuro de la energía nuclear en
la planificación energética.

Para la presentación y defensa de la misma, tiene la
palabra la señora Urán. (Rumores.)

Señorías, les ruego guarden silencio.
Adelante, señora Urán.

La señora URÁN GONZÁLEZ: Gracias, señora
presidenta.

Señorías, hace casi dos semanas discutimos en esta
Cámara una interpelación sobre la seguridad de las cen-
trales nucleares en nuestro país y sobre el futuro de este
sistema de producción de energía eléctrica en el Estado
español y en la Unión Europea. Lo hacíamos a raíz de
dos sucesos: la entrada en una central nuclear de un
grupo ecologista, cuyos componentes accedieron a la
cúpula de la central José Cabrera, y las declaraciones
de la comisaria de la Unión Europea, la señora Loyola
de Palacio, sobre este hecho. A nuestro grupo parla-
mentario le preocupan los dos aspectos: la seguridad y
el futuro que pueda tener la energía nuclear en nuestro
país y en la Unión Europea, pero sobre todo en nuestro
país, que es el que a nosotros nos compete examinar, y
la línea de actuación que se mantiene en este asunto.

Del debate sostenido con el ministro de Agricultura,
aunque pueda parecer extraño, se desprendía claramen-
te algo que ya sabíamos: que en España, tras la promul-
gación de la Ley del sector eléctrico, existe libertad de
ubicación y de elección del sistema de generación y
que en realidad si hoy no estamos hablando de una
nueva instalación de una central nuclear, es porque eco-
nómicamente no les resulta rentable a las empresas
eléctricas. Desde nuestro punto de vista, señorías, el
Gobierno central tiene la obligación de plantear políti-
camente, aunque sólo sea con una planificación indica-
tiva, hacia dónde debe dirigirse la generación de ener-
gía eléctrica, con qué parámetros y con qué sistemas.
Nos parece que es bastante importante, entre otras
cosas, señorías, porque creemos que no se puede hablar
solamente de la necesidad de mantenimiento de las
centrales nucleares sobre la base de la diversificación
energética y del respeto o la necesidad de cumplimien-
to del Protocolo de Kioto porque las centrales emiten
menos gases de efecto invernadero. Hay problemas
mucho más graves que ya se pusieron de manifiesto en
la interpelación. De ahí, señorías, que mi grupo parla-
mentario plantee en el primer punto de su moción que
se produzca una modificación del marco legislativo
existente —y nos referimos en concreto a la Ley del
sector eléctrico— por la quede establecido de manera
clara y rigurosa que en nuestro país no se va a instalar
ninguna nueva central nuclear para generación eléctri-
ca. Señorías, creemos que existen argumentos suficien-
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tes para poder defender de manera seria y rigurosa un
planteamiento de estas características, porque no nos
podemos permitir, y desde luego, señorías, mi grupo
parlamentario no va a aceptar, que el Gobierno diga que
es un mero gestor administrativo, que las competencias
en materia territorial son de las comunidades autóno-
mas y de los ayuntamientos y que la elección es de los
empresarios, en este caso de las empresas del sector
eléctrico. El Gobierno tiene la obligación de marcar al
menos una línea política de actuación de hacia dónde
quiere que se establezcan sus recursos y sus formas de
generación de la economía para que sean las más res-
petuosas con el medio ambiente y el entorno.

A partir de ahí, señorías, volvemos a incidir, y segui-
remos haciéndolo, en esta materia por la necesidad de
que se inicien los trámites necesarios para que se cie-
rren de manera inmediata las centrales de José Cabrera
y Santa María de Garoña. Son centrales que han cum-
plido ya su periplo, que han cumplido sus necesidades
de producción, que están amortizadas, que generan
muchos problemas de seguridad y que, a pesar de todas
las inversiones que los propietarios puedan hacer en la
planta, nunca llegarán a ser totalmente seguras o al
menos tener la seguridad total que se plantea según los
parámetros del Consejo de Seguridad Nuclear. No lo
decimos sólo nosotros, lo dice el propio Consejo de
Seguridad Nuclear.

Creemos, señorías, que para poder mejorar determi-
nados aspectos y, desde luego, para garantizar que no
pueden existir realmente incidentes o accidentes nuclea-
res, es necesario establecer un programa de cierre paula-
tino de centrales nucleares para que se puedan ir sustitu-
yendo por fuentes de generación de energía renovable e
incluso menos contaminante. Existen ya nuevas tecno-
logías que permiten hacer esta sustitución en un plazo
de tiempo que ni siquiera pretendemos acotar, sino que
sería el que se pueda acordar con todos los sectores
implicados en el tema de la energía eléctrica. Además,
señorías, no podemos dejar de lado la dependencia eco-
nómica que existe en los municipios afectados por las
centrales nucleares. La instalación de estas centrales ha
impedido un desarrollo económico de estas zonas
generándoles lo que hemos llamado un monocultivo,
que se ciñe única y exclusivamente o en un porcentaje
muy elevado en torno a la central nuclear. Creemos que
todas las administraciones pero también el Gobierno
central tienen la obligación de establecer los recursos
adecuados y los programas necesarios para que estos
municipios puedan ver favorecido un desarrollo distin-
to que no les haga dependientes económicamente ni de
la actuación económica de la central ni de los recursos
que a través de Enresa se destina a los municipios afec-
tados por centrales nucleares.

Señorías, creemos que esto es totalmente necesario,
en beneficio de la calidad de vida de los ciudadanos,
para evitar riesgos de accidentes nucleares, cuyas con-
secuencias creo que todos conocemos y que aunque

sean mínimas, son inmensas. Creemos, desde luego,
señorías, que la obligación la tiene el Gobierno central,
aunque ellos pretendan ser un mero gestor administra-
tivo, y no solamente las comunidades autónomas y los
ayuntamientos. El Gobierno tiene que marcar una polí-
tica en materia energética, porque aunque en el borra-
dor que estamos discutiendo en la subcomisión que se
ha creado para las infraestructuras energéticas no se
hable de energía nuclear, es algo que está latente y que
se sigue argumentando constantemente fuera del ámbi-
to parlamentario, no dentro de él, y creemos que es
necesario dejar claro de una vez por todas que en nues-
tro Estado la política del Gobierno pretende no fomen-
tar este tipo de energía, y para ello qué mejor que esta-
blecer la pauta necesaria en la Ley del sector eléctrico
y el cierre, aunque sea en muchos años, de las centrales
nucleares.

Nada más. Muchas gracias.

La señora PRESIDENTA: Muchas gracias, señora
Urán.

Para la defensa de las enmiendas presentadas, por el
Grupo Parlamentario Socialista interviene el señor Gar-
cía Breva.

El señor GARCÍA BREVA: Señora presidenta,
señorías, en nombre del Grupo Socialista voy a defen-
der las enmiendas que hemos presentado a la moción
de Izquierda Unida. Son cuatro enmiendas, pero me
voy a detener fundamentalmente en la enmienda por la
que pedimos la decisión de cierre de la central nuclear
de Zorita y en la segunda enmienda, que se refiere a
que en el horizonte de la planificación energética que el
Gobierno ha presentado al Parlamento se acuerde la
negociación con los titulares de un programa de cierre
ordenado de todas las centrales nucleares en un periodo
de tiempo suficiente para que se garantice la sustitución
de la potencia perdida, teniendo en cuenta las tecnologí-
as existentes y las necesidades de abastecimiento.

Quiero empezar diciendo que en la memoria econó-
mica del presupuesto para el año 2002 del Consejo de
Seguridad Nuclear se decía que la liberalización de los
mercados energéticos iba a producir una reducción en
las inversiones de seguridad nuclear. Nosotros no creía-
mos en octubre o noviembre del año pasado que eso
iba a tener una demostración tan palpable el pasado 
día 25 de abril en Zorita. No obstante, se lo pregunta-
mos a la presidenta del Consejo de Seguridad, que nos
contestó que los que dicen esas cosas no saben de qué
hablan. Posteriormente pedimos también al Consejo de
Seguridad Nuclear el montante que representaban las
inversiones que las centrales nucleares españolas esta-
ban haciendo en seguridad nuclear, y no nos pudieron
dar respuesta o no nos la supieron dar, y ahora se lo
hemos preguntado al Gobierno para ver si nos responde.

Pero las contradicciones del Gobierno son mayores
todavía. Mientras el ministro de Economía mantiene un
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silencio sobre el debate nuclear, el señor Folgado ha
hablado ya de abrir ese debate en el año 2005, mientras
que en el documento de planificación que ha presenta-
do el Gobierno se dice que prácticamente hasta el año
2010 no hay que abrir ese debate, olvidándose de que
en ese periodo de planificación termina la vida útil de
dos centrales nucleares como son la de Zorita y la de
Garoña. Y mientras las señoras Loyola de Palacio y
Estevan Bolea dicen que la energía nuclear es la más
limpia, la más segura y la más barata, el ministro de
Medio Ambiente prácticamente la descarta para el
cumplimiento de los compromisos de Kioto. (La seño-
ra vicepresidenta, Mariscal de Gante Mirón, ocupa
la presidencia.)

Pero con la central de Zorita hay más contradiccio-
nes todavía. Mientras la presidenta del Consejo de
Seguridad Nuclear habla de diez años más para esta
central, dice a la vez que es una central obsoleta y que
presenta fallos de funcionamiento y mientras tanto
autoriza exenciones en las especificaciones técnicas de
funcionamiento el pasado mes de enero. Sin embargo,
tengo que decir que en los dos últimos años no he
encontrado ningún informe del Consejo de Seguridad
Nuclear que garantice la viabilidad futura de la central
nuclear de Zorita, incluso los técnicos del Consejo de
Seguridad Nuclear han manifestado en la ponencia de
la Comisión de Economía el año pasado y este año otra
vez que la central de Zorita está funcionando al margen
de las bases de diseño y de las especificaciones técni-
cas de funcionamiento y que incluso no podrá cumplir
las normas internacionales de seguridad porque son
posteriores a la entrada en funcionamiento de la cen-
tral, de tal forma que hoy Zorita no sería licenciada por
el Consejo.

El pasado 25 de abril fallaron muchas cosas, pero
eso no es lo más grave, señorías: pedimos el cierre por-
que su plan de mejoras de seguridad no garantiza ni la
viabilidad futura de la central ni la solución a los pro-
blemas de seguridad que presenta la sala de control de
la central nuclear de Zorita. Yo la visité el pasado vier-
nes y tengo que manifestarles que es una verdadera
ratonera. Cuando he preguntado cuál es la viabilidad de
esa central a partir del año 2008, nadie me ha contesta-
do hasta ahora. Realmente, lo que desea en privado el
sector nuclear es una primera experiencia de cierre pro-
gramado. Por eso nosotros pedimos en nuestra enmien-
da que se tome la decisión de cerrar la central nuclear
de Zorita en octubre de 2002.

Con respecto a la enmienda al punto 3, tenemos que
manifestar que en la subcomisión de planificación
energética nadie ha hablado de hacer nuevas centrales
nucleares. La estrategia del Gobierno del Partido Popu-
lar se basa en la potenciación del gas y las energías
renovables. Incluso las inversiones de las empresas
eléctricas y gasísticas están ya decididas y orientadas
en los próximos diez años hacia esos sectores, prescin-
diendo de la energía nuclear. Mientras tanto, siguen sin

resolverse temas gravísimos como son los de la seguri-
dad nuclear y la gestión de residuos, que las empresas
no están dispuestas a internalizar y que seguramente
seguiremos pagando todos los consumidores. Por eso
hemos planteado la enmienda al punto número 3 que
he leído al principio de mi intervención, porque cree-
mos que es el momento de debatir y diseñar una estra-
tegia energética para España basada en el ahorro, la efi-
ciencia y la diversificación de fuentes de energía, de
manera que se vayan sustituyendo las fuentes más con-
taminantes por las más limpias y seguras y en un hori-
zonte en el que paulatinamente podamos ir prescin-
diendo de la energía nuclear.

Anuncio también que retiramos la enmienda de
supresión al punto 1 y mantenemos una enmienda de
adición que propone añadir un punto 5 a la moción de
Izquierda Unida que diría que habría que adecuar el
marco jurídico e institucional a las nuevas circunstan-
cias, actualizando la ley de energía nuclear, del Conse-
jo de Seguridad Nuclear y de la Empresa Nacional de
Residuos Radiactivos.

Nada más. Muchas gracias. (Aplausos.)

La señora VICEPRESIDENTA (Mariscal de Gante
Mirón): Muchas gracias, señor García Breva.

¿Grupos que desean intervenir en fijación de posi-
ciones? (Pausa.)

Por el Grupo Parlamentario Catalán (Convergència i
Unió), tiene la palabra el señor Sedó.

El señor SEDÓ I MARSAL: Muchas gracias, seño-
ra presidenta.

Voy a empezar por el final. Nuestro grupo no va a
apoyar la moción que hoy se nos presenta porque no
creemos que esté en consonancia con la realidad de la
interpelación y con lo que creemos que debe estudiarse
para el futuro de la energía nuclear en la planificación
energética.

La interpelación, que seguí desde el monitor y cuyo
debate leí muy detenidamente en el «Diario de Sesio-
nes», prometía mucho, porque además la respuesta del
ministro de Agricultura, como se limitó a dar lectura de
la documentación que le debía haber preparado quien
correspondiera, contenía una serie de datos muy bien
organizados y orientados, cuyo estudio nos permite lle-
gar a algunas conclusiones que podrían llevarnos a dar
el no que algún día deberá llegar.

Ahora bien, la interpelación hablaba de seguridad en
las centrales nucleares españoles y del futuro de la
energía nuclear en la planificación energética. En la
primera parte de la interpelación se citaban los hechos
tanto por la interpelante como por el señor ministro,
con una diferencia: la interpelante hablaba de ocho per-
sonas que subieron a la cúpula —en las fotos se ve a
ocho personas— y el ministro hablaba de seis perso-
nas; curiosamente, dicen los medios que la mayoría de
ellas eran extranjeras. Decía la interpelante: Afortuna-
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damente, sólo era una protesta ecologista, y ahí nos
hemos quedado. Las centrales funcionan correctamen-
te, decía el 16 de abril la presidenta del Consejo de
Seguridad Nuclear. Y de este hecho resulta que el Con-
sejo de Seguridad Nuclear propone un expediente san-
cionador a la empresa porque se empieza a hablar de si
hay reducción de plantillas y no hay suficientes perso-
nas para vigilar la seguridad. Y yo pienso: ¿Quién debe
llamar la atención al Consejo de Seguridad Nuclear?
¿Por qué? Pues sencillamente porque como la vigilan-
cia de los planes del Consejo de las centrales nucleares
depende en parte del Consejo de Seguridad Nuclear,
ellos tienen una cierta responsabilidad. En cuanto a los
planes de seguridad interiores y exteriores, ¿quién ha
estado mirando al cielo sin ver lo que pasaba? ¿El
grupo ecologista debe quedarse tan tranquilo? En reali-
dad hubo una ocupación ilegal. Decía la interpelante:
Sólo querían protestar. Pero ¿por dónde pasaron, seño-
rías? Antes de escalar la cúpula, atravesaron dos zonas
de alto riesgo. Sabían muy bien lo que hacían. Ni el
vigilante podía entrar en esta zona por ser restringida, y
se produce la anécdota de que cuando se avisa a la
Guardia Civil y se le dice que es un grupo ecologista,
dicen que suban y pongan la pancarta, que no pasará
nada. Muy bien, pero yo me planteo estos interrogan-
tes, y en su momento haré lo posible para ver qué se ha
hecho para resolver estas cuestiones.

Señorías, hay que ser serios, y la moción de hoy no
refleja nada respecto a este punto. Por tanto, no pode-
mos dar nuestro apoyo. La moción concreta en todos
sus puntos el futuro de la energía nuclear y la planifica-
ción energética. El ministro y la interpelante dijeron
que se podía abrir el gran debate de este futuro, pero en
un debate hay que tomar decisiones técnicas, económi-
cas, medioambientales y políticas. Puede ser un gran
debate, pero ni la moción ni las enmiendas quieren
entrar en él, ya está todo decidido, es una decisión polí-
tica sin más. Posiblemente llegaremos a la conclusión
de decir que no a las centrales nucleares, pero no a tra-
vés de la moción de hoy sino como resultado de un
debate real. Cuando llegue este debate, nuestro grupo
estará alineado, si es necesario, con el no a las centrales
nucleares. Por ello, hoy no podemos dar nuestro voto
afirmativo a la moción.

Nada más y muchas gracias.

La señora VICEPRESIDENTA (Mariscal de Gante
Mirón): Muchas gracias, señor Sedó.

Por el Grupo Parlamentario Popular, tiene la palabra
el señor Gómez Darmendrail.

El señor GÓMEZ DARMENDRAIL: Gracias,
señora presidenta.

Señorías, trataré de fijar con toda brevedad la posi-
ción del Grupo Popular sobre los cuatro puntos de la
moción de Izquierda Unida. Comenzaré diciendo que
lo que propone la moción en su primer punto con el

cambio de normativa es una vuelta al marco legal esta-
ble, y eso significa volver a intervenir las decisiones de
inversión, volver a planificar las materias primas y, en
consecuencia, volver a asumir el riesgo que ahora
soportan las empresas.

Este modelo ya lo conocemos, señoría, porque es el
que tuvimos entre 1985 y 1995, y por eso sabemos
varias cosas. En primer lugar, sabemos que es sustan-
cialmente más caro. La prueba es que entre 1996 
y 2001 se ha reducido la tarifa eléctrica un 18 por cien-
to, un 30 por ciento real, y hemos ahorrado a los consu-
midores 3.000 millones de euros, medio billón de pese-
tas antiguas. En segundo lugar, sabemos también que
entorpece las inversiones. Entre 1990 y 1997 sólo se
instalaron 1.700 nuevos megavatios en generación; sin
embargo, tras la aprobación de la Ley del sector eléctri-
co, han surgido proyectos para instalar más de 34.000
megavatios en ciclos combinados, lo que supone, seño-
rías, renovar casi el 70 por ciento del parque de genera-
ción instalado. En tercer lugar, es incompatible con una
norma europea que se basa en la liberalización, en la
apertura del mercado y en la competencia.

En el segundo punto de la moción piden que el
Gobierno cierre las centrales de Cabrera y Garoña. Sus
señorías, que conocen la legislación actual, coincidirán
conmigo en que es al Consejo de Seguridad Nuclear,
organismo independiente del Gobierno, al que corres-
ponde proponer la normativa de seguridad nuclear y
velar por su cumplimiento. Esto significa que será el
Consejo de Seguridad Nuclear el que verifique las con-
diciones de seguridad de las centrales y proponga al
Gobierno, y no al revés, señorías, si deben prorrogarse
o no las autorizaciones de funcionamiento y durante
cuánto tiempo. También quiero manifestar a SS.SS. que
aprobar esta medida supondría politizar una decisión
que hoy por hoy corresponde al Consejo de Seguridad
Nuclear, que, como todos sabemos o deberíamos saber,
es un organismo técnico e independiente y debe seguir
siéndolo.

El tercer punto propone una moratoria nuclear.
Señorías, no parece adecuado que el debate sobre polí-
tica energética con vistas al futuro se plantee en térmi-
nos de energía nuclear sí o energía nuclear no. De lo
que se trata es de considerar todas las opciones energé-
ticas que actualmente se encuentran disponibles,
teniendo en cuenta de forma particular sus efectos
sobre el medio ambiente, y en ese sentido, señorías, la
posición del Gobierno para los próximos 10 años está
recogida en el documento de planificación energética,
que ha sido remitido a la subcomisión de seguimiento
de las infraestructuras energéticas. Sé que el Grupo
Parlamentario Federal de Izquierda Unida se abstuvo
en la votación para la creación de dicha subcomisión.
Pero si ven el documento, verán que se opta por incre-
mentar el gas y las energías renovables y por mantener
el parque de producción de energía nuclear, lo que sig-
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nifica que su peso en la estructura de abastecimiento se
reducirá en el año 2010.

En cuanto a los países que han promovido iniciati-
vas para desmantelar sus instalaciones nucleares, hay
que decir que han planteado períodos transitorios lo
suficientemente largos como para asegurar que se lle-
gará al final de la vida útil de las instalaciones y a la
total amortización de las inversiones: Alemania en el
año 2020; Suecia, ya ha decidido prorrogar la fecha
que se estableció hace 20 años, en el 2010, etcétera.

Respecto al cuarto punto, quiero decir que ya existen
instrumentos suficientes para aplicar la política de desa-
rrollo regional allí donde resulte necesaria: FEDER,
incentivos regionales, programa de reindustrialización,
plan de la minería y desarrollo alternativo de las comar-
cas mineras, etcétera. La eficiencia de estos instrumen-
tos, señorías, pasa por una mayor coordinación de los
programas existentes y no por impulsar una mayor dis-
gregación.

Por estas razones, señorías, y por algunas más que
nos hemos dejado en el tintero por falta de tiempo,
quiero anunciar que el Grupo Parlamentario Popular
votará en contra de la moción presentada por el Grupo
Parlamentario Federal de Izquierda Unida.

Nada más y muchas gracias, señora presidenta.
(Aplausos.)

La señora VICEPRESIDENTA (Mariscal de Gante
Mirón): Gracias, señor Gómez Darmendrail.

Señora Urán, a los efectos de aceptación o rechazo
de la enmienda presentada.

La señora URÁN GONZÁLEZ: Gracias, señora
presidenta.

Señoría, al haber retirado la primera enmienda de
supresión el Grupo Parlamentario Socialista, se admi-
ten el resto de las enmiendas.

La señora VICEPRESIDENTA (Mariscal de Gante
Mirón): Muchas gracias, señora Urán. (La señora pre-
sidenta ocupa la presidencia.)

La señora PRESIDENTA: Señorías, sometemos a
votación la moción consecuencia de interpelación urgen-
te del Grupo Parlamentario Federal de Izquierda Unida
sobre la seguridad en las centrales nucleares españolas y
el futuro de la energía nuclear en la planificación energé-
tica, con la incorporación de la enmienda del Grupo Par-
lamentario Socialista que ha sido aceptada.

Comienza la votación. (Pausa.)

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado:
votos emitidos, 270; a favor, 110; en contra, 160.

La señora PRESIDENTA: Queda rechazada.

— DEL GRUPO PARLAMENTARIO SOCIALIS-
TA, SOBRE LOS PLANES PARA COMBATIR
EL RACISMO Y LA XENOFOBIA Y SU 
TRATAMIENTO PÚBLICO CON RESPECTO
A LA INMIGRACIÓN. ( Número de expedien-
te 173/000133.)

La señora PRESIDENTA: Moción consecuencia de
interpelación urgente del Grupo Parlamentario Socia-
lista sobre los planes para combatir el racismo y la
xenofobia y su tratamiento público con respecto a la
inmigración. Para la presentación y defensa de la
misma tiene la palabra la señora Rumí. (Rumores.)

Señorías, es preciso que continuemos con el debate.
Adelante, señora Rumí.

La señora RUMÍ IBÁÑEZ: Gracias, señora presi-
denta.

Señorías, el Grupo Parlamentario Socialista trae hoy
a la Cámara una moción cuya aprobación debería cons-
tituir el necesario desenlace de un debate al que, tam-
bién por iniciativa de este grupo, dimos inicio apenas
hace dos semanas. Todos debemos extraer las lecciones
oportunas de los ascensos electorales experimentados
por fuerzas y movimientos políticos de la ultraderecha,
que en un número de países europeos son ya significa-
tivos. Es lamentable que se haya tratado de sacar pro-
vecho político del fortalecimiento de la extrema dere-
cha con lecturas tan oportunistas como desafortunadas,
porque la batalla contra el racismo y la xenofobia no la
vamos a ganar incorporando al discurso público,
siquiera por razones tácticas, algunos de sus plantea-
mientos; ese sí que sería un triunfo de los intolerantes.
Detrás de cualquier manifestación, por circunstancial
que esta sea, de racismo o de xenofobia se encuentra
siempre un peligro cierto de fascismo, de intento de
imponer a la mayoría de los ciudadanos proyectos de
naturaleza excluyente o totalitaria. Esta realidad obliga
a todos los demócratas a no bajar la guardia, a no des-
preciar los riesgos potenciales que se ciernen sobre
nosotros y a reforzar los instrumentos para combatir
con eficacia a quienes se aprovechan de la tolerancia de
los demócratas para despreciar las reglas de la propia
democracia. La inmigración es la coartada a la que
recurren los intolerantes con el propósito de tratar de
ganar alguna cobertura social y, más tarde, no lo duden,
algún respaldo electoral en torno a posiciones políticas
ya explícitas. Sin embargo, es toda la sociedad la que
acaba por convertirse en la destinataria de las acciones
de los violentos, que poco a poco, también en nuestro
país, se hacen notar en nuestra vida más cotidiana,
ahora en un estadio deportivo, más tarde en otros luga-
res públicos y finalmente hasta agrediendo a las perso-
nas en el momento de la manifestación de sus creencias
u opiniones.

Con oportunidad de la interpelación que ha dado
lugar a esta moción, pedíamos a la Cámara, y de mane-
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ra especial al Gobierno y al Partido Popular, un ejerci-
cio de responsabilidad para evitar que las dramatiza-
ciones a la hora de trasladar mensajes a la sociedad
sobre la llegada de inmigrantes a España acaben por
convertirse en un aliento para quienes buscan en el ima-
ginario colectivo de nuestro país y acaben por polari-
zarse entre españoles e inmigrantes. Nos preocupa el
tratamiento que desde el Gobierno y la mayoría se con-
cede a un fenómeno como el migratorio. Deben aban-
donar cualquier deslizamiento en el discurso político
con respecto a la inmigración, porque así desvirtúan la
realidad, favorecen la estigmatización de todo un colec-
tivo y alimentan recelos y actitudes defensivas en rela-
ción con los inmigrantes. Desechen la tentación de
hacer de la inmigración un motivo de confrontación
electoral, porque resulta sumamente peligrosa para
nuestra convivencia. Además, ahora el Grupo Socialis-
ta quiere apelar una vez más a la responsabilidad de los
grupos y de las fuerzas políticas para comenzar a lide-
rar desde el Parlamento la batalla que la política demo-
crática se halla obligada a librar contra los intolerantes,
contra todos aquellos cuyos actos, por minoritarios que
resulten todavía, se repiten cada vez con mayor fre-
cuencia en nuestras calles, convirtiéndose en fundado
motivo de preocupación para los ciudadanos. No deje-
mos que la impunidad acabe por convertirse en el mejor
aliado de quienes se amparan en ella para desafiar la
vigencia del Estado de derecho, porque los enemigos
de la democracia no admiten excepciones, merecen una
respuesta firme e inequívoca desde la fortaleza de la
legalidad democrática. Por ello les proponemos un
catálogo de actuaciones que configuran una auténtica
estrategia pública para combatir con mayor eficacia el
racismo y la xenofobia, con la puesta en marcha de un
conjunto de instrumentos legales para perseguir con
efectividad cualquier manifestación racista y xenófoba.
En nuestra propuesta cobra especial significación la
constitución del observatorio español contra el racismo
y la xenofobia.

Señorías, la legalidad pone a nuestro alcance la capa-
cidad para combatir con acierto cualquier brote racista
y xenófobo. Lo que reclamamos ahora los socialistas es
la decisión necesaria e ineludible para luchar con ener-
gía y sin una sola vacilación contra quienes defienden y
amparan dichas posiciones, impidiendo que puedan
ganar adeptos. No podemos permanecer con los brazos
cruzados, porque con la pasividad pierden los demó-
cratas y sólo ganan los violentos. Asegurar el futuro de
nuestra convivencia exige que las instituciones sean
capaces de anticiparse a los problemas para evitar que
se agraven hasta estallar. Confiamos en que la enmien-
da transaccional que conoce ya toda la Cámara sea res-
paldada por todos los grupos. Desde luego, he de decir
que desde este grupo se ha hecho un esfuerzo por incor-
porar en ella las enmiendas que se han presentado, por-
que creemos que es importante que se dé el mayor
grado de respaldo en este ámbito. Así, señorías, inicia-

ríamos una nueva etapa en la lucha contra la intoleran-
cia sin duda alguna.

Muchas gracias. (Aplausos.)

La señora PRESIDENTA: Muchas gracias, señora
Rumí.

Para la defensa de la enmienda presentada por el
Grupo Parlamentario Catalán de Convergència i Unió,
tiene la palabra el señor Grau.

El señor GRAU BULDÚ: Señora presidenta, nues-
tro grupo ha transaccionado ya la enmienda con el
grupo proponente; por lo tanto sólo nos queda manifes-
tar nuestra posición. ¿Lo hacemos ahora o posterior-
mente?

La señora PRESIDENTA: Vamos a ver qué plantea
el otro grupo enmendante. Un momento, señor Grau.

Por el Grupo Parlamentario Popular en el Congreso,
tiene la palabra el señor Gil Lázaro para la defensa de
su enmienda. (Pausa.)

Señor Grau, el portavoz del Grupo Parlamentario
Popular me dice que ellos están en la misma situación,
por lo que parece razonable que intervenga usted pri-
mero y, a continuación, el Grupo Parlamentario Popu-
lar, dado que han sido los dos grupos enmendantes que
transaccionan con el Grupo Parlamentario Socialista, y
después lo hará el resto de los grupos en turno de fija-
ción de posición.

Adelante, señor Grau.

El señor GRAU BULDÚ: Muchas gracias, señora
presidenta.

Nuestra intervención es únicamente para fijar posi-
ción en tanto en cuanto nuestro grupo ha establecido ya
un consenso con el Grupo Popular y el Grupo Socialis-
ta para presentar una moción con el voto unánime de
todos los grupos de esta Cámara. Realmente nos com-
place que se haya obtenido este resultado porque lo que
pretendemos aquí es promover una serie de medidas
que fomenten la cohesión social, la integración de los
inmigrantes, el respeto a la pluralidad y, en definitiva,
que no hagamos un juego político de un tema tan frágil
y espinoso como es el de una convivencia de colectivos
que forman parte de nuestra comunidad, que han veni-
do a veces en circunstancias penosas, que han llegado
con elementos legales incompletos y que muchas veces
conviven con nosotros existiendo una cierta separación
de la sociedad. Todo ello puede crear guetos o separa-
ción de grupos en nuestra convivencia y promover la
fractura social. Es una problemática que afecta a las
personas que viven en nuestra sociedad y a las que van
a venir. Se trata de un problema que va a continuar y en
esta Cámara los grupos políticos no podemos hacer un
discurso en el que este tema sea objeto de confronta-
ción o de diferencias políticas en nuestras propuestas.
Por ello nos felicitamos por haber llegado a este con-
senso y por haber propuesto esta solución, precisamen-
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te en unos momentos en los que, por ejemplo, en Cata-
luña, en Premià de Mar, hemos tenido una manifesta-
ción importante con motivo de la instalación de una
mezquita, lo que ha producido una fractura social debi-
do al repudio por parte de un determinado grupo de
vecinos a que se levantara en su barrio, lo cual ha gene-
rado diferencias políticas entre los grupos presentes en
aquel ayuntamiento. Este repudio puede ser como el
que se podría haber dado ante la instalación de una dis-
coteca o cualquier otra que los vecinos consideraran
inadecuada para su barrio, no específicamente por
causa de los árabes o musulmanes que intentan cons-
truir allí su mezquita, sino como un problema de cohe-
sión social o de diferenciación. Por tanto esperamos
que los instrumentos que se proponen en esta moción,
así como su posterior desarrollo legislativo, permitan a
esta Cámara mejorar y dar soluciones a estos proble-
mas de convivencia y que el espíritu que nos ha llevado
a aprobar esta moción por unanimidad sea el mismo
que nos lleve a hacerla operativa y dar soluciones en el
futuro. Nuestro discurso no tiene que consistir en lo
que mucha gente quiere oír, porque a los políticos no
nos corresponde hablar así; nuestro discurso tiene que
establecer los elementos de integración, de pluralidad y
de convivencia que permitan a nuestra sociedad mante-
ner la integración de personas en nuestro Estado de
derecho, de forma que puedan convivir y participar, y
nosotros debemos respetar la pluralidad que todos
deseamos. En este espíritu nuestro voto será favorable
y deseamos que el futuro desarrollo de esta moción,
con las soluciones legislativas que se incorporen, tenga
el mismo grado de consenso y de solución de cara al
futuro.

Muchas gracias, señora presidenta.

La señora PRESIDENTA: Muchas gracias, señor
Grau.

Señor Gil Lázaro, por el Grupo Parlamentario Popular.

El señor GIL LÁZARO: Muchas gracias, señora
presidenta.

Ciertamente creo que hoy es ocasión en la que la
Cámara puede congratularse de poder formular, como
no podía ser de otra forma, una declaración marco en la
que pudiéramos converger todos los grupos frente a un
fenómeno tan detestable como es el racismo y la xeno-
fobia. El ejercicio de responsabilidad, de sentido
común y de compromiso democrático del que hoy
hemos dado fe todos los grupos de la Cámara al ser
capaces de articular este texto de consenso es cierta-
mente un nuevo punto en el suma y sigue de los
muchos que el conjunto de fuerzas políticas democráti-
cas, las instituciones y la sociedad española vienen
poniendo en práctica frente a este fenómeno; fenómeno
que me resistiría a calificarlo de tal, afortunadamente,
en el ámbito de nuestra sociedad. La sociedad españo-
la, quizá porque tiene experiencias muy específicas

articuladas en torno al mundo de la inmigración y tam-
bién porque tiene dramáticas experiencias articuladas
en torno al autoritarismo y la intolerancia, es y seguirá
siendo siempre —estoy convencido de ello— una
sociedad profundamente tolerante, integradora y abier-
ta. Cierto es que en los últimos años —y en los últimos
días incluso— se han producido hechos puntuales,
hechos aislados, que han podido acreditar el riesgo 
—siempre existe ese riesgo— de que actitudes violen-
tas, actitudes intolerantes, actitudes radicales pudieran
tratar de levantar una bandera tan oscura y tan negra
como la bandera del racismo y de la xenofobia, pero yo
creo que, afortunadamente, esa es una expresión muy
minoritaria y muy puntual en nuestro país. En el 
año 2000 se produjeron 165 actos que técnicamente se
pueden calificar como racistas o xenófobos. En el 
año 2001, afortunadamente, se redujeron hasta la cifra
de 116, pero el problema es que exista un solo acto de
carácter racista o xenófobo; el problema es que algunos
puedan tratar, efectivamente, como ha sucedido, en tér-
minos, sí, de fenómeno, y de fenómeno preocupante en
otros países de nuestro entorno, que otros, digo, pue-
dan tratar de articular esa estrategia para, desde ahí 
—como señalaba la señora Rumí en su intervención—,
intentar traducir en la sociedad española proyectos cier-
tamente insolidarios, ciertamente radicales, ciertamen-
te violentos, proyectos que, en definitiva, vulneran los
contenidos más profundos, más rigurosos y más inten-
sos de lo que es una convivencia en pluralidad, de lo
que es una convivencia en libertad, de lo que es una
convivencia en el conjunto de una sociedad democráti-
ca. Creo que afortunadamente en España esos actos son
y seguirán siendo actos aislados. Esta sociedad no per-
mitirá que en su seno pueda brotar el germen de esa
negra manifestación que es el racismo y la xenofobia.

Nuestro país, con la contribución de todos, con la
contribución principalísima de esta Cámara y de los
grupos que la integran, dispone de una legislación con-
tundente contra el racismo y la xenofobia. En nuestro
país afortunadamente existen elementos institucionales
para la integración social de todas las personas que en
términos legales vengan a trabajar aquí; en nuestro país
afortunadamente existe, gracias al apoyo y la colabora-
ción de todos, una acción sostenida, comprometida y
eficaz contra los grupos racistas y xenófobos y, en otro
orden de cosas, contra aquellos individuos, contra
aquellos grupos que tratan de desarrollar una actividad
criminal tan detestable como es el tráfico de personas.
Sin embargo, este diagnóstico no debe servir en modo
alguno para conformarnos, sino, por el contrario, para
seguir exigiéndonos más en esa actuación comprometi-
da y vigilante frente a este fenómeno. Hoy, y con esto
concluyo, señora presidenta, creo que la Cámara da un
importante paso adelante a través de esta declaración
de consenso, a través de los valores que se vuelven a
reiterar en el punto declarativo de la moción y a través
de las medidas concretas que después, en el punto
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segundo, hemos especificado de común acuerdo y que
vienen a ser precisamente eso: un recordatorio de lo
que ya se está haciendo y, al mismo tiempo, de la nece-
sidad y el compromiso de actuar siempre en esa línea.

La señora PRESIDENTA: Señor Gil Lázaro, su
tiempo ha concluido.

El señor GIL LÁZARO: Concluyo, señora presi-
denta, agradeciendo a todos los grupos de la Cámara, y
especialmente al Grupo Parlamentario Socialista como
autor de la moción, el ejercicio que todos hemos hecho
para llegar a este acuerdo.

Nada más. Muchas gracias.

La señora PRESIDENTA: Muchas gracias.
¿Grupos que desean fijar posición? (Pausa.)
Por el Grupo Parlamentario de Coalición Canaria,

tiene la palabra el señor Mardones.

El señor MARDONES SEVILLA: Muchas gracias,
señora presidenta.

Mi grupo se congratula doblemente en este debate.
En primer lugar, felicitamos al Grupo Parlamentario
Socialista por la iniciativa que ha tenido, muy oportuna
y muy necesaria, yo diría que imprescindible ante las
circunstancias que estamos viviendo en Europa e inclu-
so en España. En segundo lugar, nos congratulamos por
tener un texto consensuado a partir de la iniciativa ori-
ginaria del Grupo Parlamentario Socialista, con la
suma de aquellas enmiendas en el mismo sentido que
han presentado los grupos parlamentarios Catalán
(Convergència i Unió) y Popular, a las cuales ahora se
suma mi grupo al votar favorablemente este texto con-
sensuado. Esto lo decimos en nombre de Coalición
Canaria, desde una zona fronteriza con problemas de
inmigración, sobre todo los que proceden del continen-
te africano, por la llegada de personas de la zona subsa-
hariana o del Magreb, que han venido, digamos, propi-
ciando algunos conatos de racismo y xenofobia.
Afortunadamente, no ocurre lo mismo con aquella
inmigración —Canarias es tierra de recepción de inmi-
grantes, legales o ilegales—, que se integra perfecta-
mente cultural y religiosamente y en todos los órdenes
sociales y sociológicos, que procede del continente
americano, concretamente de Venezuela, Cuba, Méxi-
co, Chile, Argentina, que incluso son de sangre origina-
ria española, hijos y descendientes de antiguos emi-
grantes. Estos se integran perfectamente y no generan
este fenómeno, pero otros sí. Eso es lo que queremos
evitar, que fuerzas políticas, al amparo de una demo-
cracia de libertades como tenemos en España, traten de
canalizar hacia sus fines políticos principios que esta-
mos rechazando por racistas y xenófobos; que no nos
perturben la convivencia y el debate democrático entre
fuerzas democráticas, porque podemos discrepar en
principios que son legislativos para el orden constitu-
yente pero que siempre son armonizables, para no caer

en la pugna electoral ni en la batalla política de fuerzas
extremas que traten, como digo, de llevar ese agua a su
molino, algo totalmente irreprochable en este momento
desde un punto de vista de técnica democrática pero
reprochable ética y moralmente.

A ese consenso se suma nuestro grupo, señora presi-
denta, entendiendo que se propone una serie de medi-
das desde este observatorio que tiene que hacer el estu-
dio en contra de todo brote de racismo o de xenofobia
para tenerle tomado el pulso a todo el Estado español
en cualquiera de sus partes en que se pudiera dar este
fenómeno. Entendemos que son positivas todas las
acciones que las fuerzas de seguridad del Estado lleven
a cabo para cortar de raíz cualquier brote que vaya con-
tra esta convivencia que aquí estamos proclamando en
este momento y trate de llevarla a un enfrentamiento a
veces violento —siempre violento al final— en las
localidades españolas en que se pudiera dar; que esto
se instrumentalice y se adecue también con aquellas
medidas que se están adoptando a través de la política
de inmigración y de una ordenación para que ninguna
parte de la población española se sienta agredida y
nadie vaya a recaudar un voto espureo por no saber dar
satisfacción a una voluntad de los ciudadanos y que se
vaya a reflejar después en un rechazo a través del racis-
mo y la xenofobia. Por todas estas razones, más lo que
se explicita en el documento que hemos consensuado,
va nuestro voto de apoyo afirmativo y positivo para su
aprobación.

Nada más y muchas gracias.

La señora PRESIDENTA: Muchas gracias, señor
Mardones.

Por último, Grupo Parlamentario Federal de Izquier-
da Unida, señor Centella.

El señor CENTELLA GÓMEZ: Gracias, señora
presidenta.

Como no podía ser de otra manera, anuncio el voto
afirmativo de Izquierda Unida al texto que se nos pre-
senta y lo hacemos además desde la voluntad de que no
sea una declaración testimonial, que no sea una mera
pose. Si son preocupantes los avances electorales de la
extrema derecha, mucho más preocupante es el avance
cultural y social de ideas racistas y xenófobas. Si de
alguna manera se pudo producir la barbarie nazi en los
años treinta en Alemania, no fue por una victoria elec-
toral, sino porque habían calado en la población una
cultura y un mensaje tremendamente racistas que en
cierto modo permitieron o no se opusieron a lo que allí
se cometió. Por tanto es muy importante que no tenga-
mos luego que arrepentirnos, que no tengamos que
recordar aquel famoso poema de Bertold Brecht que
señalaba que se empezaba persiguiendo a los comunis-
tas y al final se acababa persiguiendo a todo el mundo,
pero ya no había quien pudiese echar una mano. Por
eso es importante que lo que aprobemos aquí no sea,
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repito, una declaración meramente de pose ante la
Cámara sino fundamentalmente un compromiso del
Gobierno, compromiso que tiene que implicar en cierta
medida una autocrítica, porque el Gobierno hasta ahora
no lo ha hecho bien o no como nosotros creíamos que
tendría que haberlo hecho y se ha propiciado o al
menos no se ha actuado con diligencia para combatir el
racismo y la xenofobia. No se ha actuado en estos
momentos, por poner un ejemplo, en El Ejido, no se ha
actuado en otras zonas para evitar que ese caldo de cul-
tivo que allí existía se solucionase. No se han dado las
viviendas, no se ha propiciado la integración y si bien
no hay esos estallidos de violencia que hubo en otros
momentos, pueden aparecer otros súbitamente, y ahí
están las encuestas que se han realizado en aquella
zona. Repito que es importante que esta moción se
lleve a cabo, es importante que se desarrolle y sobre
todo es importante que todos los partidos, que todos los
grupos sociales de este país y de Europa adquiramos el
compromiso de combatir el racismo como un elemento
que al final puede corroer a la sociedad, puede corroer
unas relaciones internacionales y puede llevarnos a la
barbarie que la humanidad ya ha vivido en otros
momentos. Además, hay que tener conciencia de que la
xenofobia y el racismo hay que combatirlos en el ori-
gen, con otro mundo que haga imposible las circuns-
tancias que se dan en estos momentos de persecución
de muchos seres simplemente por el hecho de no vivir
en su país de origen.

Reitero nuestro voto afirmativo, el compromiso que
adquiere el Gobierno, y nuestro grupo va a estar tre-
mendamente vigilante a la hora de exigirle al Gobierno
su cumplimiento.

Muchas gracias.

La señora PRESIDENTA: Muchas gracias, señor
Centella.

Sometemos a votación la moción consecuencia de
interpelación urgente, del Grupo Parlamentario Socia-
lista, sobre los planes para combatir el racismo y la
xenofobia y su tratamiento público con respecto a la
inmigración, en los términos de la enmienda transac-
cional que ha sido aceptada por los grupos.

Comienza la votación. (Pausa.)

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado:
votos emitidos, 267; a favor, 267.

La señora PRESIDENTA: Queda aprobada.

— DEL GRUPO PARLAMENTARIO CATALÁN
(CONVERGENCIA I UNIÓ), SOBRE LAS
MEDIDAS QUE TIENE PREVISTO ADOP-
TAR EL GOBIERNO PARA REDUCIR LOS
EFECTOS DE LA REINCIDENCIA SOBRE
LA SEGURIDAD CIUDADANA. (Número de
expediente 173/000134.)

La señora PRESIDENTA: Moción consecuencia de
interpelación del Grupo Parlamentario Catalán (Con-
vergència i Unió), sobre las medidas que tiene previsto
adoptar el Gobierno para reducir los efectos de la rein-
cidencia sobre la seguridad ciudadana.

Para la presentación y defensa de la misma, tiene la
palabra el señor Jané. (Rumores.) Señorías, ruego
guarden silencio. (La señora vicepresidenta, Maris-
cal de Gante Mirón, ocupa la presidencia.)

El señor JANÉ I GUASCH: Gracias, señora presi-
denta.

Señorías, las faltas contra la propiedad, los peque-
ños hurtos, son infracciones que están creciendo, y
quien comete la mayoría de estas faltas, de estos
pequeños hurtos, es un infractor multirreincidente o
habitual. Citaba en la interpelación ejemplos destaca-
dos de una comisaría del distrito de Ciutat Vella, en
Barcelona, en donde en un solo año 14 personas habí-
an sido detenidas y puestas en libertad más de cien
veces, sin que hubiesen pasado por ningún tipo de pri-
sión preventiva. Era detenida, prestaba declaración,
alguna persona cien veces —y no era un extranjero,
sino que era de nacionalidad española— ó 150 veces
en un mismo año en una misma comisaría. Este fenó-
meno de la reincidencia provoca una sensación entre
los ciudadanos de creciente inseguridad, de impuni-
dad y ello no es positivo. Mi grupo parlamentario con-
sidera oportuno que el Congreso de los Diputados
intente dar una respuesta ante ese fenómeno de la
multirreincidencia. De ahí nuestra moción que tiene
cuatro puntos.

El primero, constatar que el fenómeno de la multi-
rreincidencia, de la habitualidad, no tiene la respuesta
jurídica adecuada, una respuesta que contribuya a
disuadir a aquella persona que ha cometido esa falta,
ese hurto, ese pequeño robo. No tiene la respuesta; el
ordenamiento no ha conseguido disuadirle. Tengamos
en cuenta un dato: de cada cien detenciones, sesenta
son de personas que antes habían sido ya detenidas, con
lo cual quien en alguna ocasión comete una falta, un
delito, presuntamente —porque faltará el necesario
proceso que acredite en cada caso si cometió esa infrac-
ción o no— no tiene esa respuesta.

En nuestro segundo punto, ante la insuficiencia jurí-
dica del marco actual, con el máximo consenso, respe-
tando la jurisprudencia del Tribunal Constitucional y
los acuerdos que tienen lugar en el marco del pacto de
Estado para la reforma de la justicia, pedimos que se
reforme la legislación vigente. En el marco del pacto
de Estado para la justicia, a través de mi compañero
Manuel Silva, mi grupo solicita cuatro medidas concre-
tas de reforma legislativa. La primera, una reforma que
permita ampliar los supuestos y causas en los que
puede acordarse la prisión preventiva y que se tenga en
cuenta la reiteración delictiva. La segunda, que se
modifique el Código Penal para tener en cuenta la rei-
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teración delictiva en el momento de valorar la suspen-
sión de la ejecución de las penas privativas de libertad
inferiores a dos años. La tercera, un tratamiento penal
distinto de las asociaciones ilícitas. Queremos conside-
rar como tales a aquellas asociaciones que tienen como
finalidad cometer faltas, no únicamente delitos. En
Cataluña el fenómeno de la delincuencia de asociacio-
nes, de bandas que tienen por finalidad cometer faltas
en las autopistas debe poder ser catalogado en el Códi-
go Penal como asociaciones ilícitas. Por último, modi-
ficar el tratamiento penal de las faltas contra el patri-
monio, para que puedan tener la consideración de
delito cuando han sido ejecutadas atendiendo a un plan
preconcebido o a través de una pluralidad de acciones,
siempre que el montante económico global del conjun-
to de faltas cometido sea superior a la cifra mínima que
se exige para entender cometido el delito. ¿Qué signifi-
ca esto? Señora presidenta, significa que cuando una
persona ha cometido una falta por un montante inferior
a los 300 euros, 50.000 pesetas, como no es delito, no
se le puede aplicar la consideración de tal, pero si esa
persona ha cometido reiteradamente esa misma falta,
que podamos sumar ese montante económico global y
castigarle por ese delito.

En el tercer punto pedimos que el Gobierno acelere
la preparación de la ejecución de los juicios rápidos.
Ha sido una iniciativa de consenso entre todos los gru-
pos, pero mi grupo hoy quiere reivindicar su autoría.
Los juicios rápidos han sido una propuesta de Con-
vergència i Unió en el marco del pacto de Estado para
la reforma de la justicia, y van a ser aprobados en
breve. Se está ya tramitando y la próxima semana se
debatirá en lectura única ante este Pleno la proposición
de ley conjunta. Queremos que el Gobierno prepare
con rapidez la implantación de esos juicios rápidos y
que no falten medidas para después realizarlos con
efectividad.

El último apartado de nuestra moción se refiere a la
necesidad de reiterar que debe proseguirse con el incre-
mento de plantillas policiales. En el caso de Cataluña,
concretamente, se debe aplicar lo que acordó la Gene-
ralitat de Catalunya con el Gobierno del Estado el 3 de
julio de 2001: que la progresiva implantación de Mos-
sos d’Esquadra —de la Policía catalana— no suponga
en ningún caso menos plazas policiales en Cataluña;
que se garantice expresamente el proceso de despliegue
de los mossos. De ahí que valoremos positivamente la
aceptación de este punto: la garantía absoluta de que no
habrá menos dotación policial, de que tenemos asegu-
rada la dotación precisa.

Esta es la moción que presenta mi grupo parlamen-
tario y que somete hoy a votación. Tendremos en cuen-
ta algunas de las enmiendas que nos han presentado los
demás grupos parlamentarios.

Nada más y muchas gracias, señora presidenta.

La señora VICEPRESIDENTA (Mariscal de Gante
Mirón): Muchas gracias, señora Jané.

Para la defensa de la enmienda presentada por el
Grupo Parlamentario Federal de Izquierda Unida, tiene
la palabra el señor Centella.

El señor CENTELLA GÓMEZ: Señora presidenta,
señorías, nuestro grupo ha presentado varias enmien-
das que tratan de centrar el debate. Venimos asistiendo
últimamente a un debate sobre seguridad que nos preo-
cupa, y podemos ligar esto con lo dicho en el punto
anterior, con el crecimiento de la extrema derecha en
Europa. Digo que nos preocupa porque no entra en el
fondo de la cuestión. Lo que se llama inseguridad ciu-
dadana no es el problema, sino su reflejo; no es la
causa, sino el hecho que se produce por otras causas.

Nuestra enmienda trata de ahondar en las causas.
Nadie es delincuente por una cuestión genética, de
raza, o de sexo. La delincuencia tiene su origen en el
desarraigo social y está ligada al deterioro de las for-
mas de vida, que constituye el caldo de cultivo. Más
policía no es la única forma de combatir esa pequeña
delincuencia de la que hablamos. En este país hay
muchas policías, cosa distinta es que no estén coordi-
nadas, que no se haya llegado al cuerpo único de poli-
cía y que, al final, la efectividad sea mucho menor
que la esperada en función del número de agentes. Si
acudimos a la estadística, vemos que lo que falta en
este país no son policías, sino una política diferente.
Una política dirigida a los derechos sociales, al
empleo, a la vivienda pública, a una mayor cobertura
del paro y, en definitiva, a un Estado del bienestar
con muchos más instrumentos para generar un clima
distinto. De ahí que el primer punto de nuestra
enmienda pretenda situar el debate. No existe la dia-
léctica entre un grupo de criminales y una sociedad
que tiene que defenderse y castigarlos, sino el reto de
conseguir una sociedad en la que el delincuente no
tenga razón de ser. Este es el debate, y apartarnos de
él nos lleva a otros modelos de sociedad que son
caldo de cultivo de la xenofobia, el racismo y la ultra-
derecha de la que hablábamos antes.

En la segunda enmienda rechazamos el intento de
ligar delincuencia con extranjería. La prensa nacional
publica hoy una nota sobre las estadísticas de un sin-
dicato policial, que apunta con datos a que el Gobier-
no infló la cifra de extranjeros detenidos en 2001.
Esto es muy grave, señorías. Hay un discurso que
pone en relación extranjero con delincuencia y un
sindicato policial que demuestra con datos del
Gobierno, elaborados por la Guardia Civil, el Cuerpo
Nacional de Policía y la Ertzaina, que el Gobierno
infló la cifra de extranjeros detenidos en 2001. Eso sí
que es elaborar un discurso que favorece el clima en
el que pueden producirse hechos que se dice en esta
Cámara lamentar, mientras que por detrás se fomen-
tan o se propician. Nos preocupa profundamente este
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clima que se genera; nos preocupa que, al final, el
debate trate de justificar un clima que tiene una dis-
yuntiva: más seguridad, menos libertad. Esa disyunti-
va es radicalmente falsa. Al final, no hay más seguri-
dad si no hay más libertad; más libertad es sinónimo
de más seguridad. Ese es el debate en el que el
Gobierno y otras fuerzas de derecha europea nos han
querido situar y del que nosotros queremos huir radi-
calmente porque, repito, nadie se llame a engaño, ni
la pena de muerte aplicada en múltiples países del
mundo todavía, por desgracia, ni la persecución de la
delincuencia por métodos cada vez más sofisticados
y más violentos en otros países abanderados de la
democracia, según se dice, acaban con la delincuen-
cia. Con la delincuencia se podrá acabar, señorías,
como nosotros planteamos, cuando haya otro mundo
que sí es posible, que evite ese caldo de cultivo que
es la desigualdad social donde se genera esa delin-
cuencia; y veremos que al final siempre son los mis-
mos los que acaban pagando las consecuencias. Ese
es el sentido de nuestra enmienda, repito, y espera-
mos que se centre ahí el debate en esta Cámara.

Muchas gracias.

La señora VICEPRESIDENTA (Mariscal de Gante
Mirón): Muchas gracias, señor Centella.

Por el Grupo Parlamentario Socialista, tiene la pala-
bra el señor Pedret.

El señor PEDRET I GRENZNER: Muchas gra-
cias, señora presidenta.

Señorías, parece bastante claro que la delincuencia,
la sensación de inseguridad de los ciudadanos, se pro-
duce por una serie de actividades delictivas y también
por percepciones subjetivas de los ciudadanos. Estas
actividades delictivas van íntimamente ligadas a la
desigualdad social. El incremento de la delincuencia en
los países en los que se incrementa la desigualdad
social es algo absolutamente indiscutible y, por tanto, a
la idea básica de evitar la desigualdad social es a la que
tenemos que tender. Pero es cierto que la sensación de
inseguridad como elemento subjetivo de los ciudada-
nos debe también combatirse porque sólo con el senti-
miento de ser seguros, sólo con la posibilidad de sentir-
se completamente seguros se puede ser ciudadano
libre. Debemos ser seguros para ser libres y para ejer-
cer absolutamente esa libertad.

Con la máxima buena intención política se ha pre-
sentado hoy aquí por parte del Grupo Parlamentario
Catalán (Convergència i Unió) una proposición que
quiere tender a esto. Creemos que la proposición es
algo tosca y con la intención de mejorarla hemos pre-
sentado una serie de enmiendas a cada uno de sus
puntos. Se puede mejorar y nos hubiera gustado que
se pudieran aceptar más aspectos de nuestras enmien-
das si no fuera por los compromisos de voto a los que
se encuentra sometido el grupo proponente de la

moción. Lo que realmente causa una sensación de
inseguridad en los ciudadanos es el hecho de que exis-
tan unos cuantos personajes que habitualmente se
dedican a la comisión de determinados tipos de faltas
o de pequeños delitos. Nosotros introducimos como
elemento fundamental en nuestras enmiendas la habi-
tualidad; no la multirreincidencia, por una cuestión
técnica, porque en las faltas o cambiamos totalmente
el Código Penal o no hay reincidencia, es imposible
técnicamente la reincidencia. En este sentido, cree-
mos que es buena la línea a la que se sumó también el
Grupo de Convergència i Unió en el Parlamento de
Cataluña el pasado 16 de mayo al hablar de habituali-
dad, como hacemos nosotros en nuestras enmiendas.
Además, pensamos que debemos ir a un tratamiento
de la habitualidad semejante al que tenemos en este
momento para los delitos y las faltas de violencia de
género. Creemos que es un buen camino, quizá no
excesivamente bien aplicado en algunos casos por
órganos judiciales que parecen no entenderlo exacta-
mente, pero es un camino mucho más adecuado y
mucho más seguro constitucionalmente que el de la
multirreincidencia.

Respecto al tercer punto de la moción, nos parece
bien que se le pida al Gobierno, en el ámbito de sus
competencias, que dé los medios materiales necesarios
para el cumplimiento efectivo del nuevo proceso abre-
viado para los delitos menos graves, pero no podemos
dejar de pensar que hay varias comunidades autónomas
con competencias en este tema y que debemos instar al
pleno cumplimiento de los acuerdos de las Palmas de
Gran Canarias, que se tomaron por todos los conseje-
ros de Justicia afectados.

En cuanto al cuarto y último punto de la moción,
consideramos que la situación en Cataluña, como
hemos dicho en reiteradas ocasiones y no voy a cansar
a SS.SS. con la repetición de la tesis, requiere: a) incen-
tivar que los funcionarios del Cuerpo Nacional de Poli-
cía y de la Guardia Civil permanezcan en Cataluña
hasta que se complete el desarrollo total del despliegue
de los Mossos d’Esquadra; b) el compromiso del man-
tenimiento de los medios materiales y de infraestructu-
ras hasta aquel momento, y c) que se inste al Gobierno
para llegar a acuerdos con el Gobierno de la Generali-
tat para conseguir que, con respeto absoluto del sistema
de sustitución policial, puedan entrar funcionarios de
los cuerpos nacionales en el nuevo cuerpo de Mossos
d’Esquadra.

Mantenemos las enmiendas. A pesar de ello y aun-
que no se nos admitan en la totalidad, como parece ser
que es la intención del grupo proponente de la moción,
vamos a votar favorablemente la moción porque en el
fondo lleva buena intención, aunque creemos que es
manifiestamente mejorable.

Nada más. Muchas gracias.
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La señora VICEPRESIDENTA (Mariscal de Gante
Mirón): Muchas gracias, señor Pedret.

El señor Gil Lázaro tiene la palabra por el Grupo
Parlamentario Popular.

El señor GIL LÁZARO: Muchas gracias, señora
presidenta.

Señorías, el Grupo Parlamentario Popular había pre-
sentado un conjunto de enmiendas que pretendían pre-
cisar algunas de las expresiones terminológicas y jurídi-
cas de la moción. Nos sentimos ciertamente satisfechos
con el anuncio, hecho privadamente por el grupo autor
de la moción, en orden a incorporar estas enmiendas
sobre las que no haré ninguna especial mención.

Sí quiero decir que, a juicio de mi grupo, no es un
texto algo tosco, como se ha dicho desde esta tribuna.
Nos da la sensación de que algún discurso que hemos
podido escuchar esta tarde desde esta tribuna, y no
desde luego el discurso del portavoz del grupo autor de
esta moción, se puede inscribir en esa consideración
tosca. No es el momento, al final de la sesión, de hacer
una intervención prolija. Simplemente deseo recordar a
alguien que ha podido hacer ese discurso tosco que en
una sociedad como la nuestra, una sociedad democráti-
ca y plural, sin lugar a dudas la seguridad está al servi-
cio de la libertad. Que el tradicional binomio teórico,
ese enfrentamiento, esa dicotomía entre libertad y
seguridad cede en todo punto en el contexto de una
sociedad plural, en el contexto de una sociedad demo-
crática avanzada, en el contexto de un Estado social y
democrático de derecho en donde sólo la seguridad
puede estar al servicio de la libertad. A partir de esa
consideración, es obvio que la articulación de ese con-
cepto de seguridad se vertebra en función de un régi-
men multidisciplinar de políticas. Hay políticas socia-
les para la libertad y políticas sociales también para la
seguridad en libertad. Hay políticas específicas de
seguridad para la libertad y hay también, como es natu-
ral, políticas legislativas, políticas procesales para la
libertad y para la seguridad en libertad.

A propósito de algún discurso tosco que acabo de
escuchar, tengo que recordar que no existe mejor medi-
da social para la libertad y mejor medida social para la
seguridad que la creación de empleo. Se puede discutir
desde las perspectivas de cualquier grupo parlamenta-
rio, como es natural, lo que este Gobierno está hacien-
do bien o mal, pero es difícil discutir el éxito de este
Gobierno en la creación de empleo precisamente por
entender que esa es la medida social más intensa para
establecer factores serios, rigurosos y eficaces de iguala-
ción social y para que cualquier ciudadano pueda sentir
que al poder desarrollar un proyecto personal propio tiene
también sitio en ese equipaje colectivo de la libertad.

En cuanto a las medidas específicas, las de naturale-
za técnicamente adscritas al concepto de las políticas
de seguridad, hemos hablado suficientemente esta
tarde. El esfuerzo que el Gobierno está haciendo en

materia de plantillas, el esfuerzo que el Gobierno está
haciendo en materia de inversiones, el esfuerzo que el
Gobierno está haciendo en materia de formación de las
fuerzas y cuerpos de seguridad, en materia de especia-
lización de esas fuerzas y cuerpos, en materia de parti-
cipación e integración del tejido social también en las
políticas seguridad, está ahí.

Finalmente, en el tercer gran bloque, en lo que
podría ser eso que denominaba políticas legislativas
para la libertad y por tanto para la seguridad en liber-
tad, sin lugar a dudas la iniciativa del pacto para la jus-
ticia suscrito y del que son partícipes los grupos mayo-
ritarios de esta Cámara, permite obviamente articular
medidas de consenso que se puedan inscribir precisa-
mente en esa voluntad de reforzar los instrumentos téc-
nicos y legislativos del Estado de derecho. Precisamen-
te la interpelación en su momento y la moción hoy del
grupo proponente se inscriben en ese tercer ámbito.

Hasta ahí nada más que decir. Sí tengo que señalar,
para concluir, que a mi grupo le parece especialmente
de justicia hacer una mención al punto cuarto de la
moción. La colaboración entre el Gobierno de la Gene-
ralitat y el Ministerio de Interior en el despliegue del
nuevo cuerpo de Mossos d’Esquadra en Cataluña está
siendo ejemplar; el compromiso del Ministerio de Inte-
rior de mantener las plantillas policiales sin decremen-
to alguno en tanto en cuanto se complemente ese pro-
ceso de sustitución, también.

En definitiva, con esto avanzamos y avanzamos bien,
damos un pequeño paso más en orden a perfeccionar
ese régimen que a todos nos importa y nos comprome-
te, que es el de la seguridad en libertad. Quizá lo único
que haya manifiestamente mejorable no sea precisa-
mente esta moción sino algún discurso en materia de
seguridad. Eso sí que es manifiestamente mejorable,
pero esa es otra cuestión. (Aplausos.)

La señora VICEPRESIDENTA (Mariscal de Gante
Mirón): Muchas gracias, señor Gil Lázaro.

Señor Jané, ¿se asume por el Grupo Parlamentario
Catalán (Convergència i Unió) el texto transaccional
que se ha hecho llegar a la Mesa?

El señor JANÉ I GUASCH: Nuestro grupo parla-
mentario comaprte el sentido de la enmienda de
Izquierda Unida, pero no puede aceptarla porque no
encaja en la redacción de la moción; acepta las correc-
ciones puntuales de las enmiendas del Grupo Popular,
y acepta de la enmienda del Grupo Socialista al incor-
porar el término habitualidad el lado del término multi-
rreincidencia. Ese sería el texto que sometemos a vota-
ción y que hemos distribuido a los grupos y a la Mesa.

La señora VICEPRESIDENTA (Mariscal de Gante
Mirón): Muchas gracias, señor Jané. (La señora presi-
denta ocupa la presidencia.)
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La señora PRESIDENTA: Señorías, sometemos a
votación la moción, consecuencia de interpelación
urgente, del Grupo Parlamentario Catalán (Convergèn-
cia i Unió), sobre las medidas que tiene previsto adop-
tar el Gobierno para reducir los efectos de la reinci-
dencia sobre la seguridad ciudadana, en los términos
de la enmienda transaccional que ha sido repartida a
los grupos.

Comienza la votación. (Pausa.)

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado:
votos emitidos, 249; a favor, 243; en contra, dos;
abstenciones, cuatro.

La señora PRESIDENTA: Queda aprobada.
Se suspende la sesión, que se reanudará mañana a

las cuatro de la tarde.

Eran las nueve y cuarenta minutos de la noche.
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